JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
SESIÓN Nº 12-2020
[bookmark: _Toc366755199]JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del 15 de marzo de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, los másteres Carlos Montero Zúñiga, y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano. 
Asimismo, en calidad de invitado el Máster Oslean Mora Valdez.

[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc24387012][bookmark: _Toc62827171][bookmark: _Toc66450525]ARTÍCULO I
Documento N° 413-21
Aprobación del acta N° 11-21, celebrada el 8 de marzo de 2021. (Prosecretario Eduardo Chacón Monge).
 Por unanimidad se acordó: Aprobar el Acta N° 11-21, celebrada el 8 de marzo de 2021. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc62827173][bookmark: _Toc66450527][bookmark: _Hlk66448178]ARTÍCULO II 
Documento N° 426-2021

Por unanimidad se acordó: Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450529]ARTÍCULO III 

DOCUMENTO N° 510-20, 398-21

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 750-DE-2021 del 2 de marzo de 2021, remitió al máster José Luis Araya Alpízar, Director General de Presupuesto Nacional Ministerio de Hacienda, con copia a esta Junta lo que literalmente dice:
“Con la entrada en vigor, el 22 de mayo de 2018, de la reforma a la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, se modificó específicamente el Titulo IX De las Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial lo que trajo consigo la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual, conforme el criterio N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la República (se adjunta), se define como un órgano del Poder Judicial.

Con motivo de lo anterior, resulta necesario exponer a la Dirección a su cargo lo siguiente:

ANTECEDENTES

1. En sesión N° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, la Corte Plena del Poder  Judicial, promulgó el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

2. Tras un proceso de elecciones internas efectuado en el año 2019, la Junta fue juramentada por la Corte Plena el día 27 de enero de 2020, sesión N° 04-2020, artículo VII, quedando debidamente constituida, conformada y habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3. [bookmark: page2]Por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión N° 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LXXVIII, se aprobó la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el cual fue suscrito en 27 de enero de 2020, por un período de dos años prorrogables.

4. Con fecha 16 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) remite, mediante el oficio SP-439-2020, por medio del cual solicita en su inciso 1) lo que a continuación se destaca:

“Conforme lo establecido en el artículo 8 sobre responsabilidades generales del Órgano de Dirección, se le solicita informar en el proceso que se encuentra el nombramiento del Director Ejecutivo o equivalente, el Auditor Interno y el responsable de la función de cumplimiento para el Fondo.”

· La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, analizó que, para cumplir con el requerimiento remitido por la SUPEN, era necesario tener claridad sobre su naturaleza jurídica y su relación con el Poder Judicial.

· Mediante Oficio N°. 265-2020 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora emite un plan de acción con el fin de cumplir con lo solicitado por la Superintendencia considerando un plazo estimado de seis meses, adjuntando un plan de acción específico para su atención.

· La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 393-2020, del 26 de junio de 2020, solicita a la Procuraduría General de la República, atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta Administradora, a efecto de tener claridad acerca del grado de desconcentración que le fue otorgado a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros.

· Mediante el oficio N°. 0564-2020 del 24 de agosto de 2020, se expone la situación presentada por la Junta Administradora y las acciones realizadas para la atención de los requerimientos solicitados por la Superintendencia de Pensiones.

· Dicho ente supervisor mediante oficio SP-1137-2020 con fecha 03 de septiembre 2020, atiende parte de los requerimientos y petitorias expuestos, sin embargo, en lo que respecta al plan de acción para el nombramiento de la estructura administrativa señala lo que a continuación se destaca:

[bookmark: page3]“Por lo anterior y siendo responsabilidad de esa Junta Administradora el aprobar la estructura organizacional y funcional del Fondo; así como, el proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, aunque se conocen sus particularidades, no es posible otorgar una prórroga para el nombramiento del Director Ejecutivo, Función de Auditoría y Función de Cumplimiento, requerimientos que se comunicaron en los oficios referenciados en la segunda petitoria, y se les insta a que se ajusten a la normativa en el menor plazo posible.”

· De acuerdo con la solicitud realizada por la Procuraduría General de la República en el oficio N°. ADPb-7273-2020, la Superintendencia de Pensiones, emite criterio mediante el oficio SP-1399-2020 del 30 de octubre del 2020, resaltando que:

“[…] comparte el criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el sentido de que la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del Fondo.

Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento.” El subrayado no pertenece al original.

· El 29 de enero de 2021, mediante oficio C-021-2021 de la Procuraduría General de la República, remite criterio, del cual se destaca sus conclusiones como siguen:

“[…] 1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo.

· [bookmark: page4]La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.”En sesión de fecha 8 de febrero de 2021 N° 6-2021, artículo III la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó lo siguiente:

[bookmark: page5]“[…] Tras un análisis a profundidad de los pormenores indicados en el documento de referencia, este órgano colegiado del Poder Judicial, de forma unánime se acordó: 1) Tomar nota del Dictamen C-021-2021, remitido por el Procurador Alonso Arnesto Moya, recibido el 01 de febrero del 2021. 2) Declarar que la Junta Administradora del FJPPJ es un órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental independiente, con grado de desconcentración máximo en lo referente a la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), pero que conserva relación con este Poder de la República como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, con la Corte Plena como superior jerárquico; que cuenta con capacidad de contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y patrimonio. 3) De la lectura de dicho dictamen interpreta esta Junta Administradora del FJPPJ que posee las competencias suficientes para: a) El uso de la comisión del cinco por mil establecida por la Ley N°. 9544, su saldo acumulado a la fecha y sus aportes futuros. b) Gestionar su propio presupuesto, contratar servicios de proveedores, ejecutar la compra de activos, adquisición de licencias, software, cancelación del canon de supervisión y demás gastos administrativos de forma directa, con los recursos provistos por la citada ley. c) La contratación de nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de empleo público como cualquier otro servidor del Poder Judicial. d) Trasladar recursos al Poder Judicial únicamente sobre las nuevas plazas que lleguen a ser creadas o gastos administrativos adicionales en que se incurran para la gestión de este régimen de pensiones. 4) Remitir al distinguido Consejo Superior los productos de la consultoría especializada contratada con la firma PricewaterhouseCoopers para valorar la potencial estructura administrativa necesaria para la Junta Administradora del FJPPJ, con el fin de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 5) Realizar formal gestión ante el honorable Consejo Superior del Poder Judicial con el fin de que se instaure en la estructura interna de ese Poder de la República conforme a los requerimientos normativos vigentes y se indiquen los canales formales necesarios para que este órgano colegiado traslade al Poder Judicial los costos asociados a la contratación del nuevo personal de referencia, que a criterio de la Junta Administradora del FJPPJ se consideren necesarios contratar. 6) Solicitar al distiguido (SIC) Consejo Superior que se ordene a las instancias administrativas del Poder Judicial efectuar (a la mayor brevedad posible) los ajustes y alineamientos necesarios para considerar a este órgano como parte del Poder Judicial, satisfaciendo los requerimientos que para una adecuada gestión del FJPPJ sean necesarios de ejecutar, en particular se solicita aclarar la relación de la Auditoria Judicial para la supervisión de la Junta Administradora y del FJPPJ, dado el criterio vinculante emitido. 7) Conformar una comisión especial integrada por el Dr. Juan Carlos Segura Solis Integrante Suplente y el MPM. Oslean Mora Valdez Encargado de Apoyo Administrativo, para la preparación de una solicitud de ampliación del criterio emitido por la Procuraduría General de la República, brindando espacio de una semana al resto de integrantes para la remisión de sus sugerencias. 8) Someter a conocimiento de la Superintendencia de Pensiones el citado dictamen y el detalle de este acuerdo, con el fin de que se considere los tiempos y movimientos necesarios para el alineamiento de los requerimientos ineludibles, situación que podrá influir en el cumplimiento de los plazos en los planes de acción correspondientes. 9) Someter a conocimiento de toda la población afiliada al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el dictamen N°. C-021-2021, como un ejercicio de apertura y transparencia ante el colectivo judicial. Se declara este acuerdo firme…” (el enmarcado no pertenece al documento original).

1. En sesión de fecha 18 de febrero de 2021 N° 14-2021, Artículo LXVI el Consejo Superior, conoció el acuerdo celebrado en la N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, artículo III por parte de la Junta Administradora del FJPPJ y tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 acordó gestionar con las instancias técnicas correspondientes la valoración de la potencial estructura administrativa necesaria, el tema presupuestarios y la metodología para incorporar recursos económicos de la Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial que surgen de la comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo (Articulo N° 239 LOPJ), con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora.

CONSIDERACIONES:

En virtud de lo anterior y con el objetivo de cumplir con los requerimientos legales dictados por la Superintendencia de Pensiones y el reciente criterio de la Procuraduría General de la República se debe ejecutar lo siguiente:
· [bookmark: page6]Crear la dependencia u oficina administrativa dentro de la estructura programática del Poder Judicial correspondiente a la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

· Dotar de recurso humano especializado conforme a los requerimientos normativos de la SUPEN, manteniendo esas nuevas plazas la relación de empleo público con el Poder Judicial.

· Consolidar la estructura técnico-administrativa de la Junta Administradora.

IV.	Establecer el mecanismo presupuestario mediante el cual se puedan incluir los recursos económicos para sostenibilidad de la estructura técnico-administrativa.

Es importante mencionar, que las sumas que sean requeridas para el pago de las nuevas plazas y gastos variables serán asumidas por los ingresos de la Junta Administradora conforme lo establece el artículo N° 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, que en lo que interesa se indica:

“[…] Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley…

…Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.” Subrayado no pertenece al original.

Al respecto conviene destacar algunos aspectos indicados en el criterio de la
Procuraduría General de la República C-021-2021, conforme al siguiente detalle:

“[…] podemos inferir que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo.

No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial.

Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se
[bookmark: page7]considera efectivamente cubierto por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos:

“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS:

Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como funcionarios del citado Ministerio.

Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de organización de competencias administrativas que permite una ordenada distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el ente u órgano al que

Originalmente estaban atribuidas las competencias

desconcentradas.

A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra…

[bookmark: page8]En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de junio; y C-280-2019, del 1 de octubre).”

Adicionalmente, se consulta a la Dirección Financiera del Consejo de Seguridad Vial (COSEVI), sobre la operativa que ellos efectúan sobre su presupuesto y sus ingresos al ser un órgano de desconcentración máxima del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), de lo cual se nos indicó vía telefónica que a partir de este período 2021 están sujetos a la Ley N° 9524 denominada “Fortalecimiento del control presupuestario de los órganos desconcentrados del Gobierno Central”, situación que difiere de la presentada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser un órgano de un Poder de la República y no parte del Gobierno Central.

Sobre el particular, preocupan las restricciones presupuestarias impuestas al Poder Judicial en las Leyes de Presupuesto Ordinario y Extraordinario, así como cualquier otra directriz que aplique que no debería limitar el accionar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado que, conforme el reciente pronunciamiento de la Procuraduría General de la República así como lo ordenado por la SUPEN, se debe, en el corto plazo, materializar la creación de las plazas y presupuestar recursos para gastos variables de la estructura técnico-administrativa que se llegue a establecer para atender esta nueva necesidad.

Para la materialización de los aspectos mencionados, se tendrán que realizar ajustes en la dinámica actual del proceso de ejecución presupuestaria del Poder Judicial, así como identificar los costos de esta implementación.

PROPUESTA

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, y conforme necesaria implementación en el corto plazo, sea en este año 2021, y para la formulación presupuestaria del ejercicio económico del año 2022 en cuanto a la creación de las plazas y gastos variables de la estructura técnico-administrativa vinculadas con el accionar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado el reciente pronunciamiento de la Procuraduría General de la República (Dictamen C-021-2021) así como lo ordenado por la SUPEN (SP-439-2020), se propone para su valoración, las siguientes propuestas de ejecución:

1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con los recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 239), conocidos como Comisión de Administración.

2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder Judicial, para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la comisión por gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que
[bookmark: page9]devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, para hacer frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.

3. Garantizar por medio formal que:

a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia que se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites existentes en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial.

b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del presupuesto, previa conciliación de saldos.

Dada la importancia de la conformación de esta estructura administrativa para este nuevo Órgano del Poder Judicial, con el fin de cumplir en lo establecido en la ley, por la Procuraduría General de la República y la Superintendencia de Pensiones, se requiere contar con su estimable criterio a la mayor brevedad.

Quedamos en la mejor disposición de exponer lo planteado en una audiencia, para facilitar el entendimiento del tema que resulta complejo y novedoso.”
- 0 -

Se adjunta antecedente 


Se acordó: Tener por rendido el oficio N° 750-DE-2021 del 2 de marzo de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y remitido al máster José Luis Araya Alpizar, Director General de Presupuesto Nacional Ministerio de Hacienda mediante el cual realiza una serie de consultas relacionadas con la forma de incorporar los recursos de la Junta Administradora a la corriente presupuestaria con el fin de poder hacer uso de estos en los gastos en que deba incurrir la Junta Administradora considerando el criterio N° C-21-2021, emitido por la Procuraduría General de República y estar a la espera de la respuesta a dicha consulta. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc66450531]ARTÍCULO IV
Documento N° 419-2021
Mediante correo electrónico del 11 de marzo de 2021, el máster Oslean Mora Valdez, encargado de Apoyo Administrativo de la citada Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial hace de conocimiento que mediante correo electrónico de 8 de marzo de 2021 le comunicó a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, lo siguiente:
“Doña Kattia, el día de hoy en sesión N°. 11-2021 fue conocido el oficio N° SP-259-2021, mediante el cual la Superintendencia de Pensiones solicita se elabore un plan de acción específico para determinar los plazos, responsables y actividades necesarias para atender estos requerimientos. Dicho plan de acción debe ser remitido antes del 24 de marzo 2021.
 
Dado el criterio de la Procuraduría General de la República indicado en el dictamen N°. C-021-2021, mediante el cual se considera a la Junta Administradora del FJPPJ es parte del Poder Judicial, dicho cuerpo colegiado optó por solicitar la colaboración de la Dirección a su cargo para lograr la atención oportuna de este requerimiento. Así mismo, se remite la versión final del informe de la Auditoria de Tecnologías de Información efectuada recientemente para el periodo 2020, mediante la cual se logra evidencia de importantes avances en esta materia. 
 
Con el fin de ganar un poco más de tiempo, mientras la Secretaría General de la Corte realiza el comunicado respectivo, me tomo el atrevimiento de remitirlo directamente por este medio, con el de que se designe a la persona (s) necesaria que coordinar con este servidor, la ejecución de este plan de acción.

(…).”
Seguidamente, se adjunta el dictamen N° C-021-2021, citado anteriormente:





En respuesta la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en correo electrónico del 9 de marzo de 2021, indicó lo siguiente:
“Saludos don Orlando analizará lo que requieren. Es importante que nosotros no hemos recibido una orden en contrario respecto a la aplicación del Convenio, por lo que debemos actuar conforme al convenio y a las posibilidades de recurso humano con el que contamos, el cual es muy reducido. Hemos sugerido que se contrate personal por parte dela junta para poder contar con recursos que en coordinación con el personal de Sistemas administrativos puedan cubrir todas las necesidades que tenemos pendiente, pero no hemos recibido respuesta a esta solicitud.

Para poder dimensionar tiempos y hacer un plan de trabajo es urgente para nosotros saber con que recursos contamos, por lo que les pido nos indiquen si la junta podrá realizar la contratación de personal para colaborar en la atención de todos los pendientes. 
[image: cid:image009.png@01D71722.5226CB40]
 


Mediante correo electrónico del 9 de marzo de 2021, el máster Oslean Mora Valdez, encargado de Apoyo Administrativo de la citada Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, procedió a aclarar a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en los siguientes términos:
“Doña Kattia, muchas gracias por su anuencia y disposición de colaborar, no obstante, ante las indicaciones en su correo me parece importante realizar algunas aclaraciones:

· Con fecha 01 de febrero 2021, se recibe el dictamen de la Procuraduría General de la República, mediante el cual se declara que la Junta Administradora del FJPPJ es un órgano del Poder Judicial, dicho criterio fue compartido con todas las Direcciones del Poder Judicial desde ese mismo día.

· En sesión N°. 06-2021 celebrada el 08 de febrero del 2021, la Junta Administradora del FJPPJ conoce dicho dictamen y decreta entre otros elementos, lo que a continuación destaco:

“6) Solicitar al distinguido Consejo Superior que se ordene a las instancias administrativas del Poder Judicial efectuar (a la mayor brevedad posible) los ajustes y alineamientos necesarios para considerar a este órgano como parte del Poder Judicial, satisfaciendo los requerimientos que para una adecuada gestión del FJPPJ sean necesarios de ejecutar, en particular se solicita aclarar la relación de la Auditoria Judicial para la supervisión de la Junta Administradora y del FJPPJ, dado el criterio vinculante emitido.” El resaltado no es del original.

· En sesión N°. 14-2021 celebrada el 18 de febrero del 2021, el Consejo Superior conoce este acuerdo y al respecto toma uno propio avalando la coordinación con la DTI para la atención de los requerimientos respectivos, conforme se puede apreciar: 
 
En el artículo N° XLVII, se toma el siguiente acuerdo:
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Así mismo en dicha sesión, mediante el artículo LXVI
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 Al respecto y dados los acuerdos referidos, considero importante destacar que el Convenio establecido sufre una derogación tacita, dada la declaración de que la Junta Administradora del FJPPJ forma parte del Poder Judicial, interpretando el propio Consejo Superior que todos los requerimientos expuestos por la Junta Administradora del FJPPJ “son acogidos”.
 
Aunado a lo anterior, es de vital importancia destacar que actualmente no existe un mecanismo mediante el cual la Junta Administradora del FJPPJ pueda inyectar recursos de la comisión de administración al presupuesto del Poder Judicial, en razón de lo cual, aunque existe anuencia de aportar recursos económicos para atender estos y otros requerimientos, será hasta el momento en el cual se cuente con el mecanismo de inyección de recursos referido que se valorará esta posibilidad.
 
Respetuosamente, considero que dado el plazo de respuesta otorgado por la SUPEN y ante la imposibilidad de dotar de recursos adicionales a la DTI para la atención inmediata, lo más prudente sería establecer el plan de acción considerando la atención de los requerimientos el oficio SP-489-2020 con los recursos que actualmente cuenta la Dirección a su cargo.
 
Espero la información le sea de utilidad y quedo atento ante cualquier duda o comentario.”
 

Asimismo, con relación a lo anterior el licenciado Orlando Castrillo Vargas, mediante correo electrónico enviado: viernes, 12 de marzo de 2021 le indicó al señor Oslean Mora Valdez, de calidades conocidas, lo siguiente:
“Buenos días don Oslean 
En atención a su correo me permito indicar que esta Dirección, a pesar del pronunciamiento de la PGR no tiene claridad en cuando a la aplicabilidad o no del Convenio entre la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y el Poder Judicial y dado que no se tiene instrucción en contrario de nuestro superior jerárquico seguimos atados a este por lo que todo requerimiento debe seguir la valoración y el procedimiento respectivo. 
Adicionalmente le comento que la definición del marco de gobierno en TI depende a su vez del marco de gobierno general de la Junta. Esto significa que para definir el marco de gobierno en TI primero debe efectuarse la planificación estratégica, la creación de su estructura administrativa y la definición formal de sus procesos y procedimientos. Sin este insumo no se puede definir un marco de gobierno en TI ya que este debe responder a la naturaleza y objetivos propios de la Junta. 
Por último, es menester comentarle que la DTIC no cuenta con expertos en la definición de marcos de gobierno por lo que se contrató a una empresa consultora especializada. En el caso de la Junta sería importante que, si se opta por esta línea, se busque además que la consultora tenga expertos en finanzas, núcleo central de las labores de la Junta, a diferencia del marco que se definió para la DTIC en cuál centra su atención en la administración de justicia.”
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En sesión del Consejo Superior N° 14-21 celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
Se acordó: 1.) Tener por conocidos los acuerdos adoptados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 06-2021, celebrada el 8 de febrero de 2021, artículos III y XXIV. 2.) Tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, se acogen las pretensiones emitidas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en consecuencia: a.) Remitir el presente acuerdo a la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que replantee el enfoque de las labores que se le encomendaron, tomando en consideración los nuevos elementos aportados en el citado dictamen de la Procuraduría General de la República y lo solicitado por la Junta. b.) La Dirección Ejecutiva y la Dirección de Planificación deberán valorar lo correspondiente en cuanto al tema presupuestario, referente a la metodología para incorporar recursos económicos de la Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial, con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para los fines correspondientes.”
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Posteriormente, en la citada sesión, artículo XLVII, se trasladó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que coordinara lo pertinente con la Dirección de Tecnología de la Información, lo relativo a las prioridades y la estrategia de abordaje de los requerimientos pendientes solicitados por ese órgano, en aras de alinear los sistemas a la normativa emitida por la Superintendencia de Pensiones. 
Se acordó por unanimidad: 1) Tener por conocidos los correos electrónicos presentados por el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se hizo de conocimiento de la Dirección de Tecnología de la Información el criterio N° C-21-2021, emitido por la Procuraduría General de la República, así como el acuerdo del Consejo Superior en que se acepta dicho dictamen y se pone en conocimiento de todas las dependencias del Poder Judicial que dan servicio al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a esta Junta. 2) Conforme la sesión de trabajo que se tuvo con algunas personas representantes del Poder Judicial así como de esta Junta para presentar las actuaciones que ha tenido la Junta Administradora a lo largo de su periodo de funcionamiento e ir alineando la estructura administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, solicitar al Consejo Superior, que con base en el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por ese Órgano en sesión de fecha 18 de febrero de 2021, N° 14-2021, Artículo LXVI, donde conoció el acuerdo celebrado en la sesión N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, artículo III, de la Junta Administradora, se deje sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y esta Junta, en vista que ya perdió vigencia y se tornó innecesario, al ser la Junta un órgano más del Poder Judicial. 3) Solicitar al Consejo Superior en forma respetuosa se disponga a ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial, para que atienda los requerimientos de esta Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones. 4) Dado que es imperioso atender los requerimientos de la Superintendencia de Pensiones en cuanto al Marco de Gobierno de Tecnología de la Información, se autoriza que mediante invitación se proceda a cotizar con algunas empresas la contratación de los servicios requeridos. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450533]ARTÍCULO V 
DOCUMENTO N° 286-21, 402-21

[bookmark: _Hlk66433840]El máster Miguel Ovares Chavarría, la máster María Antonieta Herrera Charraun y el licenciado Luis Guillermo Vásquez U; por su orden Jefe de Macroproceso Financiero-Contable, Jefa de Proceso Presupuestario-Contable y Jefe de Subproceso Contable, mediante correo electrónico del 9 de marzo de 2021, remitieron el informe de los estados financieros al 28 de febrero de 2021, el cual literalmente dice:
“POLÍTICAS CONTABLES 
Norma general de revelaciones 
Ley Orgánica. 
Se fundamenta en la reforma del título IX de la Ley No. 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993, mediante Ley No. 9544 de 28 de abril de 2018. 
Fecha de inicio de operaciones de la Junta Administradora. 
A partir del 01 de febrero de 2020. 
Políticas Generales y Específicas de la Junta Administradora. 
Las principales políticas contables que regulan el proceso de la elaboración y presentación de los Estados Financieros de la Junta Administradora se resumen a continuación: 
1. Políticas Generales. 
Base de medición 
Los estados financieros se han preparado sobre la base del devengo contable según las Normas Internacionales de Contabilidad aplicables al Sector Público Costarricense y el catálogo de cuentas contables de la Dirección General de Contabilidad Nacional (DGCN) 
Unidad Monetaria 
La moneda de curso legal en la República de Costa Rica es el colón costarricense. 
Período económico 
El período económico en el que se registran las transacciones inicia el 1 de enero al 31 de diciembre de cada año. 
Moneda extranjera 
De conformidad con la Directriz de Contabilidad Nacional No.006-2013 del 26 de junio de 2013 referente al “Registro de Transacciones en Moneda Extranjera”, el tipo de cambio a utilizar para la conversión de las monedas a la moneda funcional será el siguiente: para las cuentas de activo, el tipo de cambio de compra y para las cuentas de pasivo, el tipo de cambio de venta, que emite el Banco Central de Costa Rica para las operaciones con el Sector Público no bancario. 3 

2. Políticas Específicas. 
2.1 CAJA Y BANCOS. 
Los recursos acreditados en cuentas bancarias de la Junta Administradora provienen principalmente del aporte de los servidores activos del Poder Judicial, y los aportes de Jubilados y Pensionados del FJP PJ, los cuales son custodiados por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y serán trasladados de dicho Fondo a la cuenta corriente o las cuentas corrientes, que disponga de la Junta Administradora. Adicionalmente por los intereses ganados derivados de la inversión de los recursos. 
2.2 FONDOS EN CUENTAS CORRIENTES. 
Caja Chica 
Los gastos menores, así como en la adquisición de bienes y servicios indispensables, que se presenten en forma ocasional y que justifiquen su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos, serán tramitados por Caja Chica. 
El fondo solo se aumentará por disposición de la Junta Administradora cuando se considere que dicho fondo es insuficiente. Los reintegros del fondo se contabilizarán directamente al gasto o en la cuenta de activo según corresponda. El fondo podrá disminuirse o cerrarse por disposición de la Junta Administradora. 
2.3 INVERSIONES DE CORTO PLAZO. 
Se contabilizarán como inversiones de corto plazo, la adquisición de bonos, títulos o valores al valor razonable o al costo amortizado, sean estos de naturaleza pública o privada, nacionales o extranjeros y cuyo plazo sea menor o igual a 365 días. De conformidad con el Manual Funcional de Cuentas de la DGCN, se contabilizará cada uno de los elementos que componen la inversión en las siguientes subcuentas contables: 
Valor de adquisición: El valor nominal del título. 
Descuentos: Corresponde al valor del descuento por devengar cuando la operación realizada contenga este elemento del costo. 
Intereses devengados: Corresponde a la porción de intereses devengados no pagados que se generen durante la vigencia de la operación. 
Primas y otros gastos de adquisición: Corresponde al valor de la prima y otros gastos de adquisición por devengar cuando la operación realizada contenga estos elementos del costo. 4 
La amortización de los descuentos, primas y otros gastos de formalización se realizará en forma mensual. 
2.4 CUENTAS POR COBRAR. 
2.4.1 Cuotas de servidores activos, jubilados y pensionados. 
Las cuotas de servidores activos serán acreditadas por el Poder Judicial en las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, las cuales se suman al aporte de los jubilados y pensionados. El Fondo debe trasladar periódicamente las cuotas a las cuentas corrientes que disponga la Junta Administradora. 
La Junta Administradora contabilizará una cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones por el total de las cuotas acreditadas en dicho Fondo. La Junta gestionará el traslado de los recursos a las cuentas corrientes propias, siendo que cuando se efectúe estos traslados, se acreditará dicho saldo contablemente por el monto de los traslados efectuados. 
2.4.2 Otras cuentas por cobrar. 

Otras cuentas por cobrar que se deriven de las operaciones de la Junta Administradora deberán contabilizarse en la cuenta “Créditos varios sector privado interno c/p”, en las cuentas de detalle respectivas. 

2.5 INVENTARIOS. 
Se registrarán al inventario de materiales y suministros, aquellos insumos de esta naturaleza cuando se adquieran para mantenerlos como “stock de inventario”. En los casos que se adquieran para su consumo inmediato, se contabilizarán directamente al gasto. 
Si se reconocen como inventarios entonces aplicará las siguientes reglas 
· • Reconocimiento inicial: El inventario de materiales y suministros se contabilizará por su costo de adquisición, aplicando el método denominado “sistema permanente de inventarios”. 

· • Valuación: El inventario de materiales y suministros se valúa utilizando el método PEPS (Primero Entrar Primero Salir). Esto aplicará para el registro de los despachos de materiales y suministros. 
· 
2.6 GASTOS A DEVENGAR A CORTO PLAZO.
 
2.6.1 Comisión por devengar SUPEN 
En el primer mes de cada año, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) remite el detalle de la comisión estimada con base en los ingresos del período anterior, la cual deberá ser cancelada por la Junta Administradora mediante desembolsos mensuales. El total de la comisión deberá contabilizarse en la cuenta “Comisión por devengar SUPEN” contra el pasivo a la Superintendencia de Pensiones en la cuenta denominada “Transferencias Instituciones Descentralizadas no Empresariales”. 
De conformidad con el acuerdo tomado por la Junta Administradora en sesión 8-20 del 16 de marzo de 2020 en su artículo III, para el resto del período 2020 se procederá de oficio a trasladar a la cuenta corriente No. 4871790 del Banco de Costa Rica, los recursos correspondientes a la comisión de administración del 5/1000, del monto señalado por la SUPEN como canon de supervisión, dicho traslado se efectuará el penúltimo día del mes, con lo cual deberá contabilizarse primero: el rebajo de la comisión por devengar y del pasivo registrado originalmente y en segunda instancia, se debe contabilizar el gasto correspondiente por la erogación efectuada contra la salida de efectivo. 

En caso de ajustes anuales a la comisión, estos se registrarán al gasto del período correspondiente cuando se efectué su pago. 

2.6.2 Seguros a devengar: 
Se contabilizarán el pago de las primas de las pólizas de seguro y/o sus renovaciones en esta cuenta. Mensualmente se registra el gasto de pólizas, disminuyendo de este rubro, la proporción mensual que resulta de dividir su costo entre el plazo de la póliza (método lineal). 

2.7 INVERSIONES A LARGO PLAZO. 

Se contabilizarán como inversiones de largo plazo, la adquisición de bonos, títulos o valores al valor razonable o al costo amortizado, sean estos de naturaleza pública o privada, nacionales o extranjeros y cuyo plazo sea mayor a 365 días. De conformidad con el Manual Funcional de Cuentas de la DGCN, se contabilizará cada uno de los elementos que componen la inversión en las siguientes subcuentas contables: 
Valor de adquisición: El valor nominal del título. 
Descuentos: Corresponde al valor del descuento por devengar cuando la operación realizada contenga este elemento del costo. 6 

Intereses devengados: Corresponde a la porción de intereses devengados no pagados que se generen durante la vigencia de la operación. 
Primas y otros gastos de adquisición: Corresponde al valor de la prima y otros gastos de adquisición por devengar cuando la operación realizada contenga estos elementos del costo. 
La amortización de los descuentos, primas y otros gastos de formalización se realizará en forma mensual. 
2.8 OTRAS CUENTAS POR COBRAR LARGO PLAZO 
Se contabilizarán en esta cuenta los depósitos en garantía de servicios públicos o privados de agua, electricidad. teléfono o alquileres, entre otros. En caso de registrarse el pago de garantías en moneda diferente a la moneda funcional, se deberá actualizar mensualmente su valor con base en la variación del tipo de cambio, aumentando o disminuyendo el valor de la garantía de conformidad con su variación. La contraparte contable del aumento y/o disminución de la garantía, será la cuenta del gasto o el ingreso por diferencial cambiario o su similar. 
2.9 BIENES DURADEROS. 
· • Registro: Las compras por equipo de cómputo y/o mobiliario, se contabilizan afectando la cuenta correspondiente en el rubro del Activo no Corriente. 

· • Reconocimiento inicial: Todos los Activos Fijos se valuarán al costo. Los bienes donados se valuarán por su valor razonable. 

· • Depreciación de los activos fijos: El método para el cálculo de la depreciación de los activos fijos depreciables, es el método denominado “Línea Recta”. Para el cálculo se debe considerar, los años estimados de vida útil según la asignación dada por Ministerio de Hacienda (Dirección General de Tributación Directa) y lo consignado en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

· • Medición posterior: Por la naturaleza de los activos no se revalúan. 

2.10 ACTIVOS INTANGIBLES. 
· • Activos intangibles: Son activos intangibles los programas informáticos, programas para equipo de comunicación y licencias de software, de acuerdo con lo indicado en la Directriz CN-014-2009. 

· • Reconocimiento inicial: Los Intangibles se valúan al costo. 

· • Amortización de los activos Intangibles: El método para el cálculo de la amortización de los activos es el método denominado “Línea Recta”. Para el cálculo se debe considerar, los años estimados de vida útil según la asignación dada por el Ministerio de Hacienda (Dirección General de Tributación Directa) y lo consignado en la Ley del Impuesto sobre la Renta. En el caso de las licencias, la vida útil será la del período de vigencia de la misma. 

En los casos que no se identifique la vida útil de un activo intangible, se hará conforme con el criterio de la Dirección General de la Contabilidad Nacional, externado por medio del oficio D-0372-2010 del 24 de marzo de 2010: 
“Cualquier profesional en su campo incorporado al Colegio respectivo puede llevar a cabo un avalúo y peritaje sobre asuntos y materias relacionadas con la profesión, y si la institución cuenta con este tipo de profesionales sus avalúos será, de aceptación general.” 
· • Mejoras en activos intangibles: En cumplimiento a la Directriz de la Contabilidad Nacional Nº CN 01-2005, “Capitalización de partidas de bienes duraderos, registro de amortización del servicio de la deuda pública, confirmación de saldos y presentación de auxiliares”, y a la Norma Internacional de Contabilidad para el Sector Público Nº 17: “Propiedad, Planta y Equipo” (NICSP 17), se estable la siguiente “Política para el reconocimiento de mejoras en activos no corrientes del Poder Judicial”: 

En cuanto a las adiciones y mejores en activos fijos e intangibles, se deberán capitalizar aquellas partidas que: 
· • incrementen la vida útil del activo en que se invierten, ó 
· • aumenten su capacidad de prestar servicio o de obtener potencial de servicio; 
· • deben prestar servicios o producir beneficios por más de un periodo 

2.11 DEUDAS A CORTO PLAZO. 
· • Corresponde al saldo de las facturas con proveedores de bienes y servicios que están pendientes de cancelar al cierre de cada mes, disminuye con el registro de las transferencias pagadas. 
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2.12 DEUDAS SOCIALES Y FISCALES. 
· • Deudas fiscales: corresponde a la retención del impuesto de renta derivado del pago de facturas a proveedores los cuales deberán cancelarse dentro del plazo establecido por ley, en los primeros días del mes siguiente de la fecha del pago de la factura. 

2.13. CORRECCION DE REGISTROS DE PERIODOS ANTERIORES. 
Los errores u omisiones en el registro de las cuentas de ingresos y gastos de períodos anteriores se ajustarán debitando o acreditando la cuenta “Corrección de Períodos Anteriores”, según corresponda. 
2.14 CIERRE DE LAS CUENTAS DE INGRESOS Y GASTOS. 
Los asientos de cierre serán anuales al cierre de cada período. Para los efectos el cierre de las cuentas de los ingresos y de los gastos se hará debitando o acreditando las cuentas patrimoniales denominadas “Cierre de cuenta de ingresos” y “Cierre de Cuenta de gastos” respectivamente en cada caso 
2.15 TRANSFERENCIAS. 
Intereses ganados. 
El registro mensual de los intereses ganados deberá efectuarse afectando las siguientes subcuentas contables. 
· • Intereses ganados: Corresponde al monto de los intereses ganados mensuales derivados de la inversión de los recursos. 
· • Descuento amortizado: Se registra la amortización mensual de los descuentos sumando al total de los intereses. 
· • Primas y gastos de adquisición amortizados: Se registra la amortización mensual de las primas y gastos de adquisición restando al total de los intereses. 

BALANCE DE SITUACION JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONESBALANCE DE SITUACIÓN
AL 28 de febrero de 2021
[image: ]Notas al Balance de Situación 
ACTIVO 
1.1 Activo Corriente 
Nota 1.1.1 Efectivo y equivalentes de efectivo. 
El total del rubro de efectivo y equivalentes de efectivo es ¢2.493.067,77 y se compone de las siguientes cuentas: 
1.1.1.1 Depósitos bancarios (Cuentas corrientes) 
Corresponde al saldo de la cuenta corriente No. 4871790 que se mantiene en el Banco de Costa Rica, el cual para el mes de febrero de 2021 es ¢493.067,77. Este saldo registra un aumento respecto del saldo del mes anterior de ¢284.622,07 el cual se justifica en que los traslados efectuados desde el Fondo de Jubilaciones durante el mes son por un total de ¢8.220.197,11 mientras que los pagos efectuados son por ¢7.935.575,04. 

[image: ]El detalle de los pagos efectuados es el siguiente: 

1.1.1.2 Caja Chica. 
En junio de 2020, se da apertura a la cuenta corriente No. 4884108 para uso de la Caja Chica de la Junta Administradora. El monto autorizado para su apertura fue de ¢2.000.000,00, los cuales se trasladaron a dicha cuenta mediante la transferencia No. 9010190 del 11 de junio de 2020. Para los efectos contables, este rubro mantendrá un saldo de ¢2.000.000,00 el cual podrá aumentarse o disminuirse mediante acuerdo de la Junta Administradora. Los reintegros del fondo se contabilizarán directamente al gasto o en la cuenta de activo según corresponda, conforme con la política contable 2.2 de este informe, aprobado por la Junta Administradora. 11 

Nota 1.1.2 Cuenta a cobrar a corto plazo. 
1.1.2.1 Transferencias de corto plazo (aportes e intereses ganados en cuenta corriente por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones) 
La creación de la cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones se fundamenta en el artículo 236 de la Ley No.9544: 
“[…] Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. […]” 
El artículo 239 de la Ley No.9544 denominada Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley No. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, establece el financiamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la siguiente manera: 
[…] Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley. […]” 
Los aportes acumulados y los intereses ganados sobre los aportes se registran con base en las certificaciones mensuales y el detalle de los intereses ganados y los aportes, que emite el Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable. 
La cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones es por ¢5.107.197.001,57. Para este mes de febrero de 2021 el saldo se incrementa en ¢153.346.565,81 respecto del saldo del mes anterior, debido al registro de nuevas cuentas por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, derivados de los aportes de la “comisión de gastos administrativos” de servidores, jubilados y pensionados mensuales más los intereses ganados de ese mes por un total de ¢161.585.472,42. A este total se debe restar el monto de las transferencias efectuadas a la cuenta corriente No. 4871790 BCR por ¢8.220.197,10. Adicionalmente incluye un ajuste contable de -¢18.709,51 proveniente del estudio de las liquidaciones del período 2018 efectuado por el Subproceso de Contabilidad, el cual determinó un exceso en el registro de la cuenta por cobrar para ese período, que debía ser ajustado. 

El detalle de las transferencias efectuadas en el mes es el siguiente: 
[image: ]
El total de la cuenta por cobrar de ¢5.107.197.001,57, coincide con el monto indicado en la certificación emitida por el Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable N.076 PI- 2021, del 01 de marzo de 2021. 
Nota 1.1.3 Otros activos de corto plazo. 
El total de otros activos de corto plazo por devengar es ¢46.769.805,21 y se compone como se detalla seguidamente: 
1.1.3.1 Gastos por devengar (Comisión SUPEN) 
Al cierre del mes de enero de 2021 se registró la comisión de supervisión de SUPEN del período 2021 por ¢22.974.842,00, de conformidad con la información suministrada por esa Superintendencia, mediante el oficio SP-71-2021 del 21 de febrero de 2021, el cual deberá cancelarse en pagos mensuales de ¢2.088.622,00, para el período comprendido entre enero y noviembre de 2021, conforme con el procedimiento aprobado por la Junta Administradora en la sesión 8-20 del 16 de marzo de 2020 en su artículo III. Dicho procedimiento establece que se procederá de oficio a trasladar a la cuenta corriente No. 4871790 del Banco de Costa Rica, los recursos correspondientes a la comisión de administración del 5/1000, del monto señalado por la SUPEN como canon de supervisión, dicho traslado se efectuará el penúltimo día del mes y finalizará en noviembre de 2021 cuando se efectúe su último pago. El saldo de esta cuenta al cierre del mes es ¢18.797.598,00 debido a la cancelación del monto correspondiente a febrero de 2021 por ¢2.088.622,00, según débito No. 18582296 del 24 de febrero de 2021, en la cuenta corriente No. 4871790. 
1.1.3.2 Otros servicios a devengar a corto plazo. 
Corresponde al registro de la carta de compromiso (sin número) con la empresa PWC por el desarrollo de requerimientos relacionados con: 
· • Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta Administradora. 
· • Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos y escala salarial para las organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora 
· • Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la Junta Administradora. 

El monto total de la contratación es por $73.500,00 (IVA incluido) que equivale a ¢43.965.495,00 (TC¢598.17 al 31-08-2020 sector público no bancario), de los cuales, en febrero de 2021, el saldo muestra una disminución por el pago efectuado de la factura No. 3053 por $4.250,00 que equivale a ¢2.611.836,14 y del ajuste por incremento en el diferencial cambiario por ¢6.981,07. El saldo pendiente de amortizar es de $45.499,54 que equivale a ¢27.972.207,21 (TC 614.78). 
1.2 Activo No Corriente 
1.2.1 Bienes no concesionados. 
El total de bienes no concesionados a febrero de 2021 es ¢1.313.480,67 y se compone de las siguientes cuentas: 
1.2.1.1 Equipo y mobiliario de oficina 
En esta cuenta se registra mobiliario y equipo de oficina adquirido por la Junta Administradora. En febrero de 2021 no se registró compra de estos activos. El saldo de la esta cuenta incluyendo su depreciación acumulada es el siguiente: 

[image: ]
1.2.1.2 Equipo de cómputo 
[image: ]En esta cuenta se registra el equipo de cómputo adquirido por la Junta Administradora. En febrero de 2021 no se compraron activos de esta naturaleza. El saldo de esta cuenta incluyendo su depreciación acumulada es el siguiente: 

1.2.1.3 Software y programas 
[image: ]En esta cuenta se registra las licencias adquiridas por la Junta Administradora. En febrero de 2021 no se compraron activos de esta naturaleza. El saldo de la esta cuenta incluyendo su amortización acumulada es el siguiente: 

PASIVO 
Pasivo Corriente 
2.1 Deudas a corto plazo. 
El total de las deudas de corto plazo al cierre del mes de febrero de 2021 es de ¢48.772.093.08 y corresponde a los siguientes conceptos: 

2.1.1. Deudas por adquisición de servicios c/p 
Corresponde al registro de la carta de compromiso (sin número) con la empresa PWC por el desarrollo de requerimientos relacionados con: 
· • Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta Administradora. 
· • Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos y escala salarial para las organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora 
· • Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la Junta Administradora. 

El monto total de la contratación es por $73.500,00 (IVA incluido) que equivale a ¢43.965.495,00 (TC¢598.17 al 31-08-2020 sector público no bancario), de los cuales, en febrero de 2021, el saldo muestra una disminución por el pago efectuado de la factura No. 3053 por $4.250,00 que equivale a ¢2.611.836,14 y del ajuste por incremento en el diferencial cambiario por ¢6.981,07. El saldo pendiente de amortizar es de $45.499,54 que equivale a ¢27.972.207,21 (TC 614.78). 15 

2.1.2 Deudas sociales y fiscales a corto plazo 
Se registra en esta cuenta el total de la retención del impuesto de renta sobre el pago de facturas de proveedores, el cual al cierre de febrero de 2021 es de ¢103.039,83, el cual deberá cancelarse en los primeros días del mes siguiente, en el plazo establecido por la Ley del Impuesto de Renta. Para este mes se ajustan ¢0.66 por el redondeo en el sistema de pago del Ministerio de Hacienda (al inmediato superior cuando es igual o superior a ¢0,50 o en caso contrario al entero inferior), ya que para los pagos efectuados en enero y febrero de 2021, se debió cancelar de más por este concepto. 

2.1.3 Transferencias Instituciones Descentralizadas no Empresariales por pagar c/p (Comisión SUPEN). 
En esta cuenta se registra el saldo de la comisión de supervisión de SUPEN que al cierre de cada mes está pendiente de cancelar. El saldo no cancelado al mes de febrero de 2021 es ¢20.654.435,00 que incluye el saldo pendiente a diciembre de 2020 de ¢ 1.856.837,00 el cual, según correo del 8 de diciembre de 2020 de la Licda. Marisel Valverde Arias de SUPEN, dicho saldo se cancelaría aproximadamente en marzo de 2021, dado que, de acuerdo con la normativa, se debe esperar a tener los estados financieros auditados para determinar el monto correspondiente de la liquidación. La comisión de supervisión del período 2021 es ¢22.974.842,00, de conformidad con la información suministrada por esa Superintendencia mediante el oficio SP-71-2021 del 21 de febrero de 2021, el cual deberá cancelarse en pagos mensuales de ¢2.088.622,00, para el período comprendido entre enero y noviembre de 2021. Dicho monto se deberá cancelar conforme al procedimiento aprobado por la Junta Administradora, en la sesión 8-20 del 16 de marzo de 2020 en su artículo III (comentado en la nota 1.3.1). En este mes se registra la cancelación del monto correspondiente a febrero de 2021 por ¢2.088.622,00, según débito No. 18582296 del 24 de febrero de 2021, en la cuenta corriente No. 4871790. 

2.1.4 Otras deudas de corto plazo. 
Se registra en esta cuenta los dineros pendientes de reintegrar a la caja chica, que corresponde a aquellos pagos efectuados por medio de la cuenta corriente de caja chica, pero que al cierre del mes no se han reintegrado a dicho fondo. El saldo de esta cuenta es de ¢42.411,04 y se origina en el pago de chequeras de la cuenta corriente en el mes de junio de 2020 y un lector de firmas digitales en el mes de febrero de 2021. 
De conformidad con el Reglamento de Desembolsos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el fondo de caja chica se reintegrará como se detalla en el artículo 4 de ese Reglamento: 
[…] 
Artículo 4°. Límites de Uso de Caja Chica. 16 

b. El fondo máximo de la caja chica es de 2 millones de colones, compuesto por un millón de colones en efectivo y el resto en cuenta corriente, la cual deberá ser liquidado cuando se haya consumido como máximo el 90% de esta, para lo cual, se presentará un informe resumen de las transacciones realizadas.” 

PATRIMONIO 

3.1 Resultados acumulados ejercicios anteriores. 
Se registra en esta cuenta el resultado acumulado de los ingresos y gastos de los períodos anteriores, derivados principalmente de las transacciones por cuotas de afiliación y los intereses ganados, así como de los gastos generales pagados. El saldo de esta cuenta al mes de febrero de 2021 es de ¢4.700.122.726,11. Para el mes de febrero se realiza un ajuste por ¢- 18.709,51 por el estudio de las liquidaciones del período 2018 en el cual se determinó un exceso en el registro del ingreso por cuotas por el monto indicado. 
De la comparación de los saldos del patrimonio de febrero 2021 respecto del patrimonio de febrero de 2020, se muestra un incremento importante en la cuenta por ¢1,885.687.031,06, que se justifica en la acumulación de la utilidad del período 2020 mediante el cierre de las cuentas de ingresos y gastos de ese período así como la cuenta de corrección de períodos anteriores. 

3.2 Resultados del ejercicio 
Este dato se obtiene del Estado de Resultados específicamente del saldo de la utilidad del período. Representa la utilidad obtenida al mes de febrero de 2021 la cual tiene un saldo acumulado a ese mes de ¢408.878.536,03. Este mes se justifica en el registro de los ingresos mensuales por cuotas de afiliación e intereses ganados, por un total de ¢424.822.878,23, menos el total de gastos contabilizados en el mes de febrero de 2021 por ¢15.944.342,20. 

Otros asuntos de interés 
Contingencias 
Está pendiente de resolución el expediente 18-003030-1765-CJ-2 de los cobros gestionados por la SUPEN por conceptos de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, correspondiente a los períodos comprendidos entre el 2011 y el 2018. Al respecto la Dirección Ejecutiva remitió el oficio No. 6035-DE-2018 del 17 de diciembre de 2018, mediante el cual traslada copia del oficio No. DJ-3896-18 del 14 de diciembre de 2018, suscrito por el MSC. Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico en el cual solicita un informe del monto que correspondería pagar a la SUPEN. En respuesta a lo solicitado, el Macroproceso Financiero Contable remite el oficio 12-SC-2019 del 22 de enero de 2019, mediante el cual informa que el monto a cancelar del principal asciende a ¢225.665.270,64, correspondiente a los períodos comprendidos entre el 2011 y el 2018. 

Documentos contables 
En la sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020 en el artículo XIX, La Junta Administradora aprobó la propuesta de inicio de los registros contables a partir de febrero de 2020, incluida en el oficio NO. 144-SC-2020 del 31 de abril de 2020 del Macroproceso Financiero Contable, considerando que fue en ese mes que dicha Junta inició sus operaciones. Adicionalmente, la Junta Administradora aprobó el catálogo de cuentas, las políticas contables y el manual funcional de cuentas, los cuales serán los documentos de referencia para la contabilización de las transacciones. Se transcribe el acuerdo: 
[…] Examinada la documentación remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1592-DE-2020 del 6 de mayo del 2020, relativo al oficio N° 144-SC-2020 del 30 de abril 2020, del Departamento Financiero Contable, relacionado con el Catálogo Contable, Políticas Contables y Manual Funcional de Cuentas para la contabilidad de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, se acordó por unanimidad: Aprobar los documentos denominados Catálogo de Cuentas Contables, el Manual Funcional de Cuentas y las Políticas Contables […] 

Retribución económica para los integrantes de la Junta Administradora. 
De conformidad con el criterio de la Dirección Jurídica DJ-C-491-2020 del 06 de agosto 2020 y conocido en sesión 28-2020, art. XXV de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, las personas integrantes de dicha Junta Administradora ni los comités que se conforman percibirán retribución económica alguna por sus servicios. 18 
ESTADO DE RESULTADOS
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONESESTADO DE RESULTADOS
Del 01 al 28 de febrero de 2021
[image: ]Notas al Estado de Resultados 
INGRESOS 
Nota 4.1 Ingresos a la propiedad 
Se contabilizan en esta cuenta los intereses ganados en la inversión de los aportes por la comisión de administración, en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en el detalle de los intereses mensuales que emite el Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable. Al mes de febrero de 2021 el total de intereses ganados es ¢37.679.206,28. 
Nota 4.2 Transferencias corrientes 
Son transferencias corrientes los aportes por comisiones de administración acreditados en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del período actual. El saldo acumulado de este rubro a febrero de 2021 es ¢387.143.671,95. 19
 
GASTOS 
Nota 5.1 Gastos de funcionamiento. 
El saldo de esta cuenta en el mes de febrero de 2021 es ¢11.767.097,54. Para este mes los gastos de funcionamiento se incrementan en ¢ 5.896.660,16, lo cual se justifica en el pago de servicios jurídicos por ¢ 3.036.733,75, servicios pagados a la empresa PWC y el reporte del deterioro mensual por ¢ 2.785.017,12 y servicios bancarios (certificación auditores externos) por ¢12.360,00, compra de un lector de firma digital por ¢30.550,00 y comisiones por ¢3.708,00. Adicionalmente la depreciación y la amortización de activos por ¢ 28.291,29, los cuales no representan erogaciones de efectivo. 

Nota 5.2 Transferencias. 
Se registra en el gasto de transferencias corrientes la comisión de supervisión de SUPEN de los meses de enero y febrero de 2021 por ¢4.177.244,00. 

Nota 5.3 Otros gastos. 
Corresponde al registro del pago de ¢0.66 de impuesto de renta de más en el período, por el redondeo de las cifras en el sistema del Ministerio de Hacienda cuando estas superan los decimales por arriba de 0.50 

5.4 Resultados del ejercicio 
Representa la utilidad obtenida al mes de febrero de 2021 la cual tiene un saldo acumulado a ese mes de ¢408.878.536,03. Este mes se justifica en el registro de los ingresos mensuales por cuotas de afiliación e intereses ganados, por un total de ¢424.822.878,23, menos el total de gastos contabilizados en el mes de febrero de 2021 por ¢15.944.342,20. 20

ESTADO DE FLUJO DE EFECTIVO 
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONESESTADO DE FLUJO DE EFECTIVO
AL 28 de febrero de 2021

Notas al Estado de Fujo de Efectivo
Flujo de efectivo de las actividades de operación
Nota 6.1 Cobros por Ingresos de la propiedad
[image: ]
Se clasifican en “Cobros por ingresos de la propiedad” los intereses ganados del período 2021, en la inversión de los aportes en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por ¢37.679.206.28. 21 

Nota 6.2 Cobros por transferencias. 
El cobro de transferencias en el Estado del Flujo de Efectivo corresponde a los ingresos del período vigente. A febrero de 2021 el total de ingresos de transferencias es ¢387.143.671,95 se compone principalmente de cuotas de administración del período. 

Nota 6.3 Pagos por otras Transferencias. 
Los pagos por otras transferencias en este estado financiero corresponden al rubro de gastos del período, que contabiliza la amortización de la comisión de SUPEN por ¢4.177.244,00 al mes de febrero de 2021. 

Nota 6.4 Otros pagos por actividades de operación. 
En este rubro se clasifica los “Gastos de funcionamiento” por ¢11.767.098,20 y otros gastos. El incremento en el mes de febrero de 2021 es ¢ 5.868.368.87, se justifica principalmente en el pago de servicios jurídicos por ¢ 3.036.733,75, servicios pagados a la empresa PWC y el reporte del deterioro mensual por ¢ 2.785.017,12 y servicios bancarios (certificación auditores externos) por ¢12.360,00, un lector de firma digital por ¢30.550,00 y comisiones por ¢3.708,00. Adicionalmente el rubro de otros gastos por ¢0.66 del pago en exceso del impuesto de renta por el redondeo de las cifras que efectúa el sistema de pagos del Ministerio de Hacienda. 

Nota 6.5 Otros pagos por actividades de inversión. 
Este rubro del Estado de Flujo de Efectivo clasifica todas aquellas partidas de las actividades de inversión y otros activos, que no se pueden clasificar en otras cuentas específicas de este formato de estado financiero. En febrero de 2021, la variación mensual de otros pagos por actividades de inversión se compone del saldo de la variación de la cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por ¢5.107.197.001,57, de los recursos acreditados en dicho Fondo más el incremento neto por la compra de mobiliario y equipo, equipo de cómputo y activos intangibles (software y programas) por ¢1,313.480,67 menos lo correspondiente del impuesto de renta retenido a proveedores pendiente de cancelar al cierre del mes por ¢103.039,83, el saldo no cancelado de la comisión de administración de SUPEN por ¢1.856.837,00 y las sumas pendientes de reintegrar a la caja chica por ¢42.411,04, para un total de ¢5,106.508.194,37. 

Nota 6.6 Cobro por incremento de capital y transferencias de capital. 
El cobro de transferencias de capital en el Estado del Flujo de Efectivo corresponde a la cuenta del Patrimonio que al cierre de febrero de 2021 totaliza ¢4.700.122.726,11. 22 
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ESTADO DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO
Notas al Estado de Cambios en el Patrimonio 
Nota 7.1 Resultados acumulados de ejercicios anteriores
 
En el mes de febrero de 2021 de la cuenta de “Resultados acumulados de ejercicios anteriores" presenta una variación de -¢18.709,51, producto de la disminución en el ingreso del período 2018 con base en el estudio de las liquidaciones de ese período que realizó el Subproceso de Contabilidad. 

Nota 7.2 Resultados del ejercicio 
Representa la utilidad obtenida al mes de febrero de 2021 la cual tiene un saldo acumulado a ese mes de ¢408.878.536,03. Este mes se justifica en el registro de los ingresos mensuales por cuotas de afiliación e intereses ganados, por un total de ¢424.822.878,23, menos el total de gastos contabilizados en el mes de febrero de 2021 por ¢15.944.342,20.”

-0-

Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibidos los estados Financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al al 28 de febrero de 2021, remitidos por el máster Miguel Ovares Chavarría, la máster María Antonieta Herrera Charraun y el licenciado Luis Guillermo Vásquez, por su orden Jefe Macroproceso Financiero-Contable, Jefa de Proceso Presupuestario-Contable y Jefe de Subproceso Contable, mediante correo electrónico del 9 de marzo de 2021. 2) Solicitar al Macroproceso Financiero Contable que estos Estados Financieros sean remitidos en primera instancia al Comité de Auditoría, quien los revisa y los remite con el aval a la Junta Administradora para su aprobación. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450535]ARTÍCULO VI 
DOCUMENTO N° 396-21

Los másteres Miguel Ovares Chavarría y José Andrés Lizano Vargas, por su orden Jefe de Macroproceso Financiero Contable, Jefe de Proceso de Riesgos, mediante oficio N° 133-FC-2021 del 05 de marzo de 2021, gestionaron:
“En cumplimiento al Artículo 77. Folleto para el público en general, del Reglamento de Gestión de Activos de la Superintendencia de Pensiones, se traslada el Folleto para el público en general del Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial, actualizado al 31 de diciembre de 2020, con el fin que si a bien lo estima, para conocimiento y aprobación.


”
- 0 -

En sesión N° 10-2020 de 30 de marzo de 2020, artículo X, se aprobaron los documentos denominados “Código de Gobierno Corporativo”, “Declaración de Apetito de Riesgo” y “Perfil de Riesgo”, todos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En ese momento, se remitieron los documentos anteriores a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión y aprobación.
Posteriormente, en la sesión N° 13-2020 celebrada el 27 de abril de 2020, artículo XIX, esta Junta Administradora dispuso:
“Se acuerda: 1) Solicitar a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) una prórroga, con el fin de atender lo expuesto en el oficio 2020472SP, hasta el cierre contable del mes de mayo 2020, en lo referente al registro del deterioro de los instrumentos de inversión clasificados en el modelo de negocio “Costo Amortizado”. 2) Solicitar a la SUPEN criterio sobre si, para efectos del registro del deterioro, debe interpretarse que el momento de reconocimiento inicial es al cierre contable del mes de diciembre 2019, tal y como lo sugiere el transitorio II del Reglamento de Información Financiera y por ende, registrarse la corrección del valor deterioro desde el reconocimiento inicial de una base colectiva de la cartera vs la fecha del informe más reciente. 3) Una vez obtenido el criterio de la SUPEN en el punto anterior, se solicita que en conjunto el Proceso de Riesgos y Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable emitan criterio técnico sobre la metodología de registro e impacto esperado con respecto al referido tema del deterioro. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

Luego, mediante sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo VI, se tuvo por rendido el oficio N° 188-FC-2020, del Departamento Financiero Contable, con el que remiten propuesta de respuesta para el oficio N° SP-356-2020 de la Superintendencia de Pensiones. 
Asimismo, se aprobaron los ajustes en la Declaratoria del Apetito por Riesgos y del Perfil de Riesgos, se remitieron los documentos ajustados a la Superintendencia de Pensiones. 
Además, se hizo del conocimiento del Comité de Riesgos que esta Junta Administradora en sesión 13-2020 del 27 de abril de 2020, solicitó a la Superintendencia de Pensiones el plazo para lo referente a la metodología y aplicación del deterioro del portafolio.
Por consiguiente, en sesión N° 21-2020 celebrada el 22 de junio de2020, artículo VI, por unanimidad , se tuvo por rendido el oficio N° 339-FC-2020 de 12 de junio de 2020 suscrito por la máster Floribel Campos Solano, el MPM Oslean Mora Valdez y el máster José Andres Lizano Vargas, por su orden, Jefa , Jefe de Proceso de Inversiones y Jefe de Proceso de Riesgos, todos del Departamento Financiero Contable, en el cual se referían al oficio SP-528-2020 con fecha 04 de mayo 2020 de la Superintendencia de Pensiones, donde se concedió la prórroga al cierre contable del 31 de mayo del año en curso, para realizar el registro de la estimación y del gasto por deterioro, generado por los instrumentos clasificados al costo amortizado.
Finalmente, en sesión N° 22-2020 celebrada el 29 junio del 2020, artículo XIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-807-FJP, de la Superintendencia de Pensiones, mediante el cual comunica que revisada la página Web del Poder Judicial se determina que se encuentra desactualizado el “Folleto para el público en general”, y tomar nota de las manifestaciones de la integrante Moya Aguilar. desactualizado, como lo menciona la Supen en el oficio N° SP-807-FJP. 2.) Conocido el oficio N° 374-FC-2020 remitido por el Departamento Financiero Contable, se aprueba el Folleto para el público en general con corte a mayo de 2020, el cual hace referencia a los límites de inversión definidos en función de los objetivos y la declaración del apetito de riesgo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, para lo cual se delega a la integrante Moya Aguilar para la elaboración de la respuesta a la Superintendencia de Pensiones. 3.) Publicar en la página web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el folleto actualizado. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocido el oficio N° 133-FC-2021 del 05 de marzo de 2021, remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante el cual pone en conocimiento de esta Junta para la aprobación respectiva, en cumplimiento al Artículo 77. Folleto para el público en general, del Reglamento de Gestión de Activos de la Superintendencia de Pensiones, se traslada el Folleto para el público en general del Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial, actualizado al 31 de diciembre de 2020, el cual hace referencia a la conformación de la Junta Administradora y sus comités, los límites de inversión definidos en función de los objetivos y la declaración del apetito de riesgo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones 2.) Solicitar al Macroproceso Financiero Contable la actualización de la información en el folleto respecto a la presidencia de la Junta y conformación de Comités, así como demás datos, con corte al 28 de febrero de 2021. 3.) Publicar en la página web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el folleto actualizado al 28 de febrero de 2021. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450537]ARTÍCULO VII
Documento N° 851-2020, 386-2021
En sesión 7-21 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXV,  se tomó nota del oficio N° 121-TE-2021 del 3 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa de Subproceso de Egresos, relacionado con el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social, correspondiente al III trimestre del 2020. Y en cuanto al punto 2. A. se solicitó al Macroproceso Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección Jurídica se establecieran los procedimientos para el cobro de las sumas en que la persona recibió salario y a su vez jubilación, mediante el debido proceso que se encuentra establecido y conforme al criterio jurídico de la Máster Karol Monge Molina, asesora externa, referente a los casos de personas jubiladas por incapacidad que se encuentren laborando.
El máster Miguel Ovares Chavarría y las máster Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 277-TE-2021 del 05 de marzo de 2021, comunicaron lo siguiente: 
“En atención al contenido del oficio N° 191-2021 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXV, en el cual se acordó para lo que interesa:

[bookmark: _Hlk65765620]“[…] 2.) En cuanto al punto 2. A. solicitar al Macroproceso Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección Jurídica se establezcan los procedimientos para el cobro de las sumas en que la persona recibió salario y a su vez jubilación, mediante el debido proceso que se encuentra establecido y conforme al criterio jurídico de la Máster Karol Monge Molina, asesora externa, referente a los casos de personas jubiladas por incapacidad que se encuentren laborando.( el subrayado no corresponde al original)”

Al respecto es preciso indicar que, el procedimiento actual que aplica este Macroproceso para el cobro de sumas pagadas de más es el siguiente:

1. Realiza el cálculo de las sumas pagadas de más, en el momento que se define la suspensión de un beneficio por parte de esa Junta Administradora y se establece el periodo para dicha suspensión. 

2. Efectúa la notificación a la persona jubilada por medio de oficio de este Macroproceso, brindando un plazo para la posibilidad de un arreglo de pago, siendo que cuando se recibe la respuesta se eleva a esa Junta Administradora para la autorización respectiva. 

3. En caso de que no se llegue a un acuerdo se traslada a la Dirección Jurídica para el procedimiento legal correspondiente.

4. Cuando se llega a un acuerdo de pago con la persona jubilada y se determina la forma de recuperación de la cuenta por cobrar (previa aprobación de esa Junta), este Macroproceso da seguimiento a los pagos ya sea por depósito en la cuenta bancaria del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial o por medio de deducciones a la jubilación.

De conformidad con lo anterior, para aplicar el procedimiento de cobro a las personas que recibieron salario y a su vez jubilación, se requiere dicha Junta determine si se debe suspender a las personas jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333 de 1994 y que aparecen reportadas en los cruces de bases de datos con la C.C.S.S. en el campo Tipo de Empresa como trabajadores independientes, seguro voluntario o empresa privada.

Aunado a lo expuesto, es necesario que se indique a partir de qué período aplicaría la suspensión y/o cobro de sumas, ya que de considerarse para tales efectos la fecha de rige de la Ley N° 9544, correspondería efectuar lo anterior a partir del 22 de mayo de 2018.

Cabe indicar que, para determinar la suspensión de las personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente, es necesario considerar lo señalado en el informe de doña Karol Monge, que dentro de las conclusiones y recomendaciones señala:

“5.5. A ese derecho le es enteramente aplicable el régimen de los actos administrativos, de manera de que este tipo de beneficios, a la luz de dicha doctrina, es un acto declaratorio de derechos subjetivos que sólo puede ser revisado, revocado o anulado, por los medios previstos por el ordenamiento, por lo que la Junta debe tener una habilitación legal para actuar de tal forma.

5.6. La Junta sí cuenta con una norma de tipo legal -artículo 233 de la LOPJ- que le permite decretar la suspensión del beneficio jubilatorio de aquellas personas beneficiarias de una jubilación por enfermedad.

5.7. Tal potestad la puede utilizar siempre y cuando esta sea precedida de un debido proceso.

5.8. Debe llevarse a cabo una investigación preliminar por parte de la oficina que la Junta designe para tales labores de fiscalización y de determinarse que la persona jubilada por incapacidad se encuentra laborando de forma remunerada, sin haber solicitado previamente el respectivo permiso ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez o la instancia que la CCSS designe; o que habiéndolo solicitado, este le haya sido rechazado, la Junta deberá de forma inmediata proceder a la apertura del procedimiento administrativo correspondiente (el subrayado no corresponde al original).

De conformidad con el criterio emitido por la Máster Karol Monge Molina y según el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, solamente los miembros de ese Órgano Superior pueden decidir sobre la suspensión del beneficio o cobro de sumas, por lo que este Macroproceso estaría a la espera de lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora para activar el procedimiento de cobro.”
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Se acordó por unanimidad: 1). Tener por conocido el oficio N° 277-TE-2021 del 05 de marzo de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, mediante el que comunican el procedimiento actual que aplica este Macroproceso para el cobro de sumas pagadas de más. 2). Solicitar al Macroproceso Financiero Contable que continúe con los procedimientos y que remita un informe considerando las particularidades de cada caso en forma individual. Lo anterior tomando en cuenta los casos dados a partir del 28 de enero 2020, que entró en funcionamiento esta Junta Administradora a fin de que se tenga todos los elementos para los efectos correspondientes. 
[bookmark: _Toc66450539]ARTÍCULO VIII
Documento N° 241, 382-2021
En sesión N° 07-21 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo VII, se tomó nota del Informe Mensual de Riesgos Asesor Externo de enero de 2021, presentado por el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos, mediante oficio N° 069-FC-2021 del 4 de febrero de 2021.
El máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Riesgos, mediante oficio N° 130-FC-2021 del 04 de marzo de 2021, manifestó lo siguiente:
“Para su conocimiento y fines consiguientes para el pago, se realizó el análisis del informe mensual, elaborado por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald Chaves Marín, correspondiente a datos del mes de febrero de 2021, según lo dispuesto en el Contrato N.º 013118, "Contrato para el servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial", cláusula segunda, punto J. 

	Inciso Contrato
	Cumplimiento

	1. Informe mensual:


	Realizar un Informe mensual, acerca del comportamiento de los mercados financieros y bursátiles, tanto nacionales como extranjeros, y su efecto sobre las carteras administradas.

	



1. Comportamiento de los mercados financieros y bursátiles, tanto nacionales como extranjeros y las carteras administradas.
	MERCADO FINANCIERO LOCAL Y COYUNTURA NACIONAL 

Tasas de interés 

La tasa básica no ha sufrido cambios desde el 4 de febrero, cuando había bajado 5 puntos porcentuales (3.55% a principios de dicho mes). En la variación mensual, la curva soberana en colones muestra un nivel similar en la mayoría de los nodos y en algunos plazos se presentan desplazamientos mixtos. En los nodos de muy corto plazo se presentan desplazamientos al alza, que alcanzan un máximo de 32 pb en el nodo de 120 días; en nodos superiores a los dos años la curva se desplazó hacia la baja, hasta una disminución máxima de 85 pb en el nodo de 4 años. En cuanto a la curva de dólares locales, en el último mes predominan los movimientos a la baja, principalmente en los nodos de 150 días y superiores. La disminución más significativa corresponde a 168 pb en el nodo a tres años. 

Tipo de cambio 

En ventanilla al 17 de febrero se ubica en ₡618,0/ ₡605,0, con relativa estabilidad. Por su parte, el tipo de cambio promedio Monex a finales de enero disminuye respecto del mes anterior en ₡1.12, cerrando dicho mes en ₡614.31; al 17 de febrero el promedio ponderado se ubica en ₡ 612,64. En las últimas semanas se ha observado una relativa estabilidad del precio de la divisa, lo que ha permitido al Banco Central disminuir sus intervenciones en el mercado cambiario, lo que, junto con una demanda moderada del SPNB, ha permitido un crecimiento de las reservas internacionales. 

Inflación

La inflación de enero, medida con la variación interanual del IPC, se ubica en 0,18%. Este indicador presenta un aumento interanual de 7 p.b., cerrando en 0.96% en enero 2021; por debajo del rango meta del BCCR (3%+-1 p.p.). 

Actividad económica 

La tendencia ciclo del IMAE, exhibe tasas de variación interanuales negativas desde marzo 2020. En diciembre, la variación en el nivel de la tendencia ciclo respecto del mismo mes de 2019 fue de -4,7%. A pesar de la profunda contracción interanual, diciembre es el quinto mes consecutivo en el que la aceleración del indicador es positiva.

MERCADO FINANCIERO INTERNACIONAL Y COYUNTURA GLOBAL 

Los acontecimientos mundiales afectan directa e indirectamente la economía nacional, impactan en los principales macroprecios y por ende, el mercado financiero nacional y a sus participantes. Economía Internacional 

− La incertidumbre mundial alcanzó un nivel sin precedentes al comienzo del brote de COVID-19 y sigue siendo elevada. El índice de incertidumbre mundial muestra que, aunque la incertidumbre ha disminuido en torno a un 60% desde el máximo observado al inicio de la pandemia en el primer trimestre de 2020, sigue estando aproximadamente un 50% por encima de su promedio histórico entre 1996 y 2010. 

− El crecimiento económico de las principales economías de importancia sistémica, como son las de Estados Unidos y la Unión Europea, es un factor impulsor fundamental de la actividad económica en el resto del mundo. En este caso también se trata o refleja el nivel de incertidumbre mundial. Por tanto, mientras persista la incertidumbre en esas dos zonas, es de esperar que tengan fuertes repercusiones en la actividad económica del resto del mundo. 

− Los indicadores anticipados, como la producción industrial y las ventas minoristas, señalaban a que el repunte habría continuado en el último trimestre de 2020, impulsado por un considerable estímulo fiscal, condiciones financieras internacionales favorables y la resiliencia y adaptación de los agentes económicos ante la nueva realidad. 


A criterio de este Macroproceso, se considera que cumple con lo requerido.



Conclusión 

Revisado el Informe de Riesgos emitido por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald Chaves Marín, con corte al mes de febrero de 2021, se indica que éste contempla los ítems del contrato N.º 013118, por lo que se recibe a satisfacción el informe remitido con la Factura N.º 00100001010000000185. Es importante indicar que el Acta de Pago ya fue generada por el Proceso de Riesgos con el número Acta 2021-AD-001380 y se encuentra en estado pendiente de aprobación.”
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Se acordó por unanimidad: Tomar nota del informe Mensual de Riesgos Asesor Externo de febrero de 2021, presentado por el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos, mediante oficio N° 130-FC-2021 del 04 de marzo de 2021. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450541]ARTÍCULO IX 
Documento N° 371-2021.
Mediante el oficio número 033-PI-2021, del 3 de marzo de 2021, el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino de Proceso de Inversiones, remitieron el siguiente informe:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-1056-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del ex funcionario judicial Manuel Gerardo Bonilla Ulate, tal y como se detalla a continuación:
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-DAE-1048-2020 del 06 de noviembre de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-1056-2020.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios

Certificación N.° 3398-2020 del 19 de octubre de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial, fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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II. Resumen del monto a trasladar:
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Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”
-0-




Considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio número 033-PI-2021, del 3 de marzo de 2021, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del ex funcionario judicial Manuel Gerardo Bonilla Ulate, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 5,701,548.32 (cinco millones setecientos un mil quinientos cuarenta y ocho colones con treinta y dos céntimos) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Asimismo, se autoriza el traslado de las cuotas correspondientes al Régimen de Pensiones Obligatorias, por el monto de ¢ 408,224.72 (cuatrocientos ocho mil doscientos veinticuatro colones con setenta y dos céntimos) correspondiente a la parte obrera, conforme el artículo 234 de la ley 9544.
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450543]ARTÍCULO X 
Documento N° 370-2021.
En oficio número 032-PI-2021, del 3 de marzo de 2021, el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino de Proceso de Inversiones, remitieron el siguiente informe:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-1056-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del ex funcionario judicial Rigoberto Jiménez Vega, tal y como se detalla a continuación:
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-DAE-1048-2020 del 06 de noviembre de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-1056-2020. 

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 

1. Reporte Salarios

Certificación N.° 2723 del 03 de agosto de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial, fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial: 
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II. Resumen del monto a trasladar:
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Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”
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Considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio número 032-PI-2021, del 3 de marzo de 2021, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del ex funcionario judicial Rigoberto Jiménez Vega, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 1,921,275.21 (un millón novecientos veintiún mil doscientos setenta y cinco colones con veintiún céntimos) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Asimismo, se autoriza el traslado de las cuotas correspondientes al Régimen de Pensiones Obligatorias, por el monto de ¢ 511,364.94 (quinientos once mil trescientos sesenta y cuatro colones con noventa y cuatro céntimos) correspondiente a la parte obrera, conforme el artículo 234 de la ley 9544.
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450545]ARTÍCULO XI
Documento N° 68-2020, 373-2021
En sesión N° 7-21 del 15 de febrero de 2021, artículo IV, se tomó nota de lo informado por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe a.í del Departamento Financiero Contable, mediante oficio Nº 148-TE-2021 del 3 de febrero del 2021, sobre el Informe de enero 2021, referente a la devolución de beneficios de personas fallecidas por parte de entidades bancarias.
Mediante oficio N° 274-TE-2021 del 02 de marzo de 2021, el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa de Subproceso de Egresos, comunicaron lo siguiente:
En atención al contenido del acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto de 2020, artículo IV:

“[…] 2) Solicitar al Departamento Financiero Contable, que en lo sucesivo, realice un único informe mensual que contenga las recuperaciones que se hayan presentado de recursos girados en demasía de las personas jubiladas y pensionadas, para ser presentado a esta Junta.”

En forma atenta se indica que, se detallan las devoluciones de recursos efectuadas por las entidades bancarias y comunicadas a esta Unidad en el mes de febrero de 2021, correspondiente a personas fallecidas:


1. Que esta oficina remitió al Banco Nacional de Costa Rica (BNCR) el oficio N° 131-TE-2021 de fecha 02 de febrero de 2021, mediante el cual se solicitó la devolución de la suma de ¢493.396,35 correspondiente al monto del beneficio de la segunda quincena de enero de 2021, girado a la pensionada judicial Olga Rodríguez Obregón, fallecida el día 15 de enero de 2021.

2. Que de acuerdo a la información suministrada el día 03 de febrero de 2021 vía correo electrónico por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones de este Macroproceso, se indica que en la cuenta número 32-9  que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el BCR, se refleja el depósito N° 20218885 de fecha 03 de febrero de 2021 por la suma de ¢493.396,35; monto que corresponde al beneficio de pensión girado en la segunda quincena de enero de 2021 a favor de la señora Rodríguez Obregón.

Roberto Araya Marín

1. Que esta oficina remitió al Banco Nacional de Costa Rica (BNCR) el oficio N° 132-TE-2021 de fecha 2 de febrero de 2021, mediante el cual se solicitó la devolución de la suma de ¢300.358,76 correspondiente al monto del beneficio de la segunda quincena de enero de 2021, girado al jubilado judicial Roberto Araya Marín, fallecido el día 25 de enero de 2021.

2. Que de acuerdo a la información suministrada el día 03 de febrero de 2021 vía correo electrónico por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones de este Macroproceso, se indica que en la cuenta número 32-9  que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el BCR, se refleja el depósito N° 20218884 de fecha 03 de febrero de 2021 por la suma de ¢300.358,76; monto que corresponde al beneficio de jubilación girado en la segunda quincena de enero de 2021 a favor del señor Araya Marín.

Se informa lo anterior, para conocimiento de esa Junta Administradora.”	
- 0 -

Se acordó por unanimidad: Tener por rendido el informe suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa de Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 274-TE-2021 del 02 de marzo de 2021, sobre las devoluciones de recursos efectuadas por las entidades bancarias y comunicadas a la Unidad en el mes de febrero de 2021, correspondiente a personas jubiladas y pensionadas fallecidas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450549]ARTÍCULO XII 
DOCUMENTO N° 72-21, 408-21
En la sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo del 2021, artículo V se tomó el acuerdo que literalmente dice:
El señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-263-2021 del 3 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:
“(…)

Como parte de las labores de supervisión que le corresponde ejercer a esta Superintendencia, se procedió con la lectura del acta de la Junta administradora N°4 correspondiente a la sesión celebrada el 25 de enero del año en curso, que específicamente expone en el artículo XVIII el contenido del oficio N° 32-PLA-OI-2021, relativo al plan de trabajo que se debería implementar para revisar los expedientes de los jubilados cuyo otorgamiento se aprobó aplicando el transitorio III de la Ley 7302, con la finalidad de determinar los casos que fueron aprobados sin el cumplimiento de dicho transitorio.

En el oficio mencionado, se indica que la cantidad aproximada de expedientes para revisión asciende a 1075; sin embargo, 259 casos se encuentran prescritos, quedando pendiente por revisar 816 casos. Sin embargo, al corroborar la cantidad de casos que deben ser revisados para determinar la incorrecta aplicación del Transitorio III, no coinciden con los 180 casos indicados en el oficio N°0628-2020 del 11 de setiembre de 2020, sobre los cuales se remitió a esta Superintendencia un plan de acción.

Dado lo anterior, se solicita que, en un plazo de diez días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, justifique las razones por las cuales difieren la cantidad de expedientes por revisar, y en caso de que sean más de 180 expedientes a los que se les aplicó incorrectamente el transitorio III, remita el plan de acción ajustado.”

- 0 –

[bookmark: _Hlk66430590]Se acordó por unanimidad: 1) Tener por recibido el oficio N° SP-263-2021 del 3 de marzo de 2020, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante el cual solicita se justifique las razones por las cuales difieren la cantidad de expedientes por revisar, y en caso de que sean más de 180 expedientes a los que se les aplicó incorrectamente el transitorio III, se remita el plan de acción ajustado, esto conforme lo señalado en el oficio N° 32-PLA-OI-2021. 2) Hacer una instancia a la Dirección de Gestión Humana, para que en plazo de 3 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, aclare a esta Junta Administradora la cantidad de casos en donde se aplicó de forma incorrecta el transitorio III, con el fin de brindar respuesta al oficio SP-263-2021 en el plazo otorgado por la Superintendencia de Pensiones. Se declara acuerdo firme.”
-0-
La licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, mediante correo electrónico de 9 de marzo de 2021, remitió lo siguiente. 
“Buenas tardes don Oslean, en atención a su consulta referente a la duda indicada en el oficio SP-263-2021, me permito aclarar que:

Esta Dirección mediante oficio PJ-DGH-AP-3086-2020 atendió dos puntos del oficio SP-880-2020, uno era relacionado con los procesos de cobro de los casos denominados “Regla Cuarta” y el otro punto era relacionado con el doble incremento por costo de vida en los gastos de representación de un grupo de exmagistrados.

En el informe PJ-DGH-AP-3086-2020 efectivamente se indica que de la revisión efectuada estableció el descarte de 17 casos que corresponden a separaciones por Incapacidad Absoluta y Permanente. Como resultado, el análisis se concentró en 255 casos de los cuales una vez verificados sus antecedentes laborales y personales en cuanto a jubilación, dan como resultado que en un total de 180 jubilaciones requieren una revisión debido a la aplicación la denominada “Regla IV”.
Lo anterior es un tema totalmente independiente del estudio que realizó la Dirección de Planificación y que dio a conocer mediante informe N° 32-PLA-OI-2021, el cual se refiere a las cargas de trabajo que tiene la Unidad de Jubilaciones y Pensiones para la revisión de los expedientes de los jubilados cuyo otorgamiento se aprobó aplicando el Transitorio III de la Ley 7302 (2x1), en donde efectivamente existen a la fecha, más de ochocientos casos por revisar. 
Por lo anterior, se establece que la SUPEN lo que tiene es una confusión de conceptos entre los casos de la Regla IV y el Transitorio III.” 
-0-
Se acordó por unanimidad: 1). Tener por conocido el correo electrónico de 9 de marzo de 2021, mediante el cual la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, aclara que de la revisión efectuada se estableció el descarte de 17 casos que corresponden a separaciones por Incapacidad Absoluta y Permanente. Como resultado, el análisis se concentró en 255 casos de los cuales, una vez verificados sus antecedentes laborales y personales en cuanto a jubilación, dan como resultado que en un total de 180 jubilaciones requieren una revisión debido a la aplicación la denominada “Regla IV”. Asimismo, señala que lo anterior es un tema totalmente independiente del estudio que realizó la Dirección de Planificación y que dio a conocer mediante informe N° 32-PLA-OI-2021, el cual se refiere a las cargas de trabajo que tiene la Unidad de Jubilaciones y Pensiones para la revisión de los expedientes de las personas jubiladas cuyo otorgamiento se aprobó aplicando el Transitorio III de la Ley 7302 (2x1), en donde efectivamente existen a la fecha, más de ochocientos casos por revisar. 2). Conforme la aclaración dada por la Dirección de Gestión Humana, hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, en respuesta al oficio SP-263-2021.Se declara acuerdo firme. 
Receso a las diez horas veintitrés minutos 
Se inicia nuevamente a las diez horas treinta y tres minutos 
ARTÍCULO XIII 
Documento N° 380-2021.
Mediante oficio número 021CJ-2021, del 4 de marzo de 2021, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora de Gestión Humana y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4, remitieron el siguiente informe:
	
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	En acatamiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019,  ARTÍCULO LXXVI, en la cual se acordo: "Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, cuando ingresen informes de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde declaren “Invalido” a un servidor judicial, realicen los cálculos de jubilación de forma inmediata y los remitan a este Consejo Superior en conjunto con el dictamen, para aprobar la jubilación y los cálculos en el mismo acto". Por tanto procedemos a presentar el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a nombre 001, cédula Nº VALOR 001, a partir del 01 de abril del 2021.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Al 31 de marzo del 2021, el señor nombre 001habrá laborado para este Poder por espacio de 22 años, 4 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	22 años, 4 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL GENERAL:
	22 años, 4 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	EDAD:
	45 años, 0 meses, 27 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO TRANSITO III CIRC. JUD. DE SAN JOSE
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	6657
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	FISCAL AUXILIAR, FISCALIA GENERAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	FISCAL AUXILIAR, 100.00 %
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	Datos 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ DATOS 002. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	¢ DATOS 004
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	22 años y 04 meses  (240 salarios mensuales) + % salario escolar (fechas que corresponda) * variaciones en el Índice de Precios al Consumidor en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

	
	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia
	
	
	

	
	  Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio
	
	
	
	

	
	                              Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ VALOR
002
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	63,81%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	DATOS 005
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢valor 006.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Para el presente caso, el señor nombre 001, cuenta con 22 años y 04 meses, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El señor nombre 001 de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	separación por incapacidad absoluta y permanente” 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


-0-
A esos efectos adjuntan el oficio número PJ-DGH-CAP-122-2021 del 25 de febrero de 2021, mediante el cual la licenciada Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa interina de la Dirección de Gestión de la Capacitación, informa que revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el licenciado Juan Daniel Rojas Hernández, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
[bookmark: _Hlk67376427]Asimismo, adjuntan el oficio número 4-PI-2021 del Departamento Financiero Contable, en que hace constar que el señor nombre 001, no presenta deudas pendientes en la cuenta Nº 20192-8 (Contaduría Judicial), ni por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, además por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” mantiene una deuda de ¢valor 007 (Cuarenta y ocho mil colones exactos).
Además, adjuntan constancia emitida por el Tribunal de la Inspección Judicial a las diecisiete horas treinta y siete minutos del veinticinco de febrero del año dos mil veintiuno, en que informan que, revisados los registros que para tales efectos se llevan en ese despacho, a nombre del señor nombre 001, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Por último, se adjunta hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la sesión número 015-2021
Con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez mediante su hoja de criterio, de la sesión N° 015-2021 del 28 de enero de 2021, por unanimidad se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del licenciado nombre 001, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General, a partir del 01 de abril de 2021, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del licenciado nombre 001, cuya asignación mensual bruta será de ¢ VALOR 002, menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento licenciado Juan Daniel Rojas Hernández, lo indicado en el artículo 233 de la ley 9544 que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.” que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene al licenciado nombre 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Fiscalía General, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450553]ARTÍCULO XIV
Documento N° 404-2021.
En oficio número 022CJ-2021 del 8 de marzo de 2021, licenciada Olga Guerrero Córdova, Subdirectora de Gestión Humana y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4, remitieron el siguiente informe:
	
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	En acatamiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019,  ARTÍCULO LXXVI, en la cual se acordó: "Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, cuando ingresen informes de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde declaren “Invalido” a un servidor judicial, realicen los cálculos de jubilación de forma inmediata y los remitan a este Consejo Superior en conjunto con el dictamen, para aprobar la jubilación y los cálculos en el mismo acto". Por tanto procedemos a presentar el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a nombre 001, cédula Nº VALOR 001, a partir del 01 de abril del 2021.
	
	
	
	
	

	
	Al 31 de marzo del 2021, la señora nombre 001 habrá laborado para este Poder por espacio de 24 años, 11 meses, 9 días. 
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	24 años, 11 meses, 9 días. 
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL GENERAL:
	24 años, 11 meses, 9 días. 
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	EDAD:
	53 años, 9 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	JUEZ 3, JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE
	
	
	
	
	

	
	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	95453
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	JUEZ 3, JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	JUEZ 3, 100.00 %
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	DATOS 001
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	DATOS 002
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	VALOR 002
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	71,26%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	
	
	
	
	
	

	
	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	

	
	Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Notificaciones: DATOS 003
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.
	
	
	
	
	

	
	Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.
	
	
	
	
	
	

	
	Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢ VALOR 003
	
	
	
	
	
	
	

	
	Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”
	
	
	
	
	
	
	

	
	Para el presente caso, la señora Baltodano Pazos, cuenta con 24 años, 11 meses y 09 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios. 
	
	
	
	
	
	
	

	
	La señora Margarita Baltodano Pazos de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.
	
	
	
	
	
	
	

	
	separación por incapacidad absoluta y permanente 
	
	
	
	
	


(…).”
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Mediante oficio número 075-PI-2021, el Macroproceso Financiero Contable hace constar que la funcionaria Judicial nombre 001, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial), ni por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, sin embargo, por concepto de cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo, mantiene una deuda de ¢valor 004
Asimismo, adjunta oficio número PJ-DGH-CAP-122-2021, del 25 de febrero de 2021, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora nombre 001, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las diecisiete horas treinta y siete minutos del veinticinco de febrero del año dos mil veintiuno, que índice que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de nombre 001, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Del mismo modo se adjunta hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la sesión número 023-2021
DATOS 004
Con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez mediante su hoja de criterio, de la sesión N° 023-2021 del 28 de enero de 2021, por unanimidad se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la licenciada nombre 001, Jueza 3 del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 01 de abril de 2021, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la licenciada nombre 001, cuya asignación mensual bruta será de ¢ VALOR 002, menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la licenciada Margarita Baltodano Pazos, lo indicado en el artículo 233 de la ley 9544 que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.” 4.) Asimismo, se previene a la señora nombre 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
El Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, la Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450555]ARTÍCULO XV
Documento N° 372-2021.
En oficio número PJ-DGH-AP-0875-2021 del 1 de marzo de 2021, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el siguiente informe:
[bookmark: _Hlk66442768][bookmark: _Hlk65502387]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora nombre 001, la cual se presentó en calidad de “cónyuge sobreviviente” del jubilado judicial fallecido Hernánn Soto López, cuyo deceso acaeció el 07 de agosto de 2020; sin embargo, como se demostrará más adelante, la señora nombre 001 no aportó documentación fehaciente que demuestre esa condición.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 09 de setiembre de 2020, recibió la gestión de la señora nombre 001, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Hernánn. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  

II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe N° 20-000563-721 TS suscrito por la Licda. Rosa Fallas Bonilla, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora nombre 001.

DATOS 001

III. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil..”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

IV. Conclusiones.
DATOS 002
	
	
	
	 
	 


V. Datos de interés.

Como se pudo concluir de la información analizada en el estudio socioeconómico y de la documentación aportada a esta fecha por la señora nombre 001, su caso no encaja dentro de los presupuestos de hecho y de derecho que establece la ley para otorgar un derecho de pensión; no obstante, respetuosos de que la valoración de aprobar o rechazar la solicitud no es una competencia de la Dirección de Gestión Humana, se detallan los datos sobre la jubilación que devengaba el señor Soto López para lo correspondiente: 

· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Hernánn Soto López era de ¢ valor 002 mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña nombre 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación don Hernánn, para este caso equivale a ¢valor 003 mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 09 de setiembre de 2020, un total de 33 días naturales posteriores al fallecimiento de don Hernánn. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora nombre 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…).”
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DATOS 003
Por unanimidad, se acordó: Tener por rendido el oficio número PJ-DGH-AP-0875-2021 del 1 de marzo de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y de conformidad con los argumentos expuestos en el citado informe denegar la solicitud de pensión de la señora nombre 001, dado que no encaja dentro de los presupuestos de hecho y de derecho que establece la ley para otorgar un derecho de pensión, por cuanto la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula en el Artículo 228, lo siguiente: “Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil..” (el subrayado no es del original) lo cual en el caso de la señora nombre 001no fue demostrado. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450557]ARTÍCULO XVI
DOCUMENTO N° 227-21, 388-21

Mediante resolución de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial N° 25-21 de las trece horas cuarenta y siete minutos del veinticinco de febrero del dos mil veintiuno, se hizo de conocimiento del señor nombre 001, que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo X, tomo el acuerdo cuya aparte dispositiva literalmente dice:
[bookmark: _Hlk67377036]“Una vez analizada la gestión anterior, es menester para este órgano colegiado, contar con nuevos elementos que permitan una resolución adecuada referente a lo peticionado por el señor nombre 001, tomando en consideración que la certificación emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, no indica porcentaje de incapacidad alguno, asimismo, la certificación fue emitida posterior a la solicitud de pensión presentada ante la Dirección de Gestión Humana, lo anterior, debido a que el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en su inciso 1.3, indica textualmente: “…Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: “(…) 1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…” en ese sentido, de conformidad con los argumentos anteriores, se acuerda lo siguiente por unanimidad: 1.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar al señor nombre 001, que aporte documento idóneo en donde certifique que cuenta con una discapacidad y esta sea desde antes del deceso del jubilado judicial nombre 002, lo anterior en cumplimiento del artículo 228 inciso 1.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, considerando que la certificación N° D.E-C.D 7714-2020 del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad “CONAPDIS”, fue emitida en fecha posterior, además, constata en la misma que no es un documento homologable para indemnizaciones, prestaciones económicas, pensiones por invalidez, vejez y muerte de la CCSS, pensiones de regímenes no contributivos o de cualquier otro de los regímenes de pensiones o rentas vitalicias. 2.) Hacer el presente acuerdo de la Dirección de Gestión Humana para su conocimiento.”
- 0 -

Mediante documento presentado en la Secretaría General de la Corte el 5 de marzo de 2021, el señor nombre 001, remite dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social, en el que indica que, la condición de su trastorno es crónica y señala que se nace y que es para toda la vida, por lo que él dependiente económicamente de su padre.
Documentación adjunta:
DATOS 001

Se acordó: 1). Tener por conocido el documento presentado en la Secretaría General de la Corte el 5 de marzo de 2021, por el señor nombre 001, remite dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social, en el que indica que la condición de su trastorno es crónica y señala que se nace y que es para toda la vida. 2). Comunicar al señor nombre 001 que el documento presentado da fe de su padecimiento y diagnóstico, no así la dependencia que tenía del señor nombre 002, así como que dicho documento no señala que se encuentre inválido e incapaz para ejercer labores remuneradas, conforme lo señala el numeral 1.3 del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3). Adicionalmente, como fue indicado en el acuerdo de esta Junta en sesión N° 07-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo X, la certificación fue emitida posterior a la solicitud de pensión presentada ante la Dirección de Gestión Humana, lo anterior, debido a que el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en su inciso 1.3, indica textualmente: “…Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: “(…) 1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…”. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc66450561]ARTÍCULO XVII
DOCUMENTO N° 414-21

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial, mediante correo electrónico del 11 de marzo de 2021, comunicó:
“Les envío este documento para ser conocido en la reunión del próximo lunes 15, la duda que tengo, es que habíamos enviado consulta a la Dirección Jurídica, para que nos indicara si procedía el cobro de deudas de funcionarios fallecidos a sus beneficiarios pensionados y no recuerdo haberla recibido.”
-0-

Seguidamente, se trascribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 15-2021 celebrada el 23 de febrero de 2021, artículo XIX, que en lo conducente dice:
“En sesión N° 111-18 del 20 de diciembre de 2018, artículo XL, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y por mayoría, se aprobó la jubilación del licenciado Jorge Antonio Fournier Estrada, Juez del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a partir del 01 de enero de 2019.

En ese momento el integrante suplente Hernández Alfaro salvó el voto, en tanto estima que no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene las competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista del contenido del transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, donde se señala un plazo máximo para esos efectos de seis meses, a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018, sin que se previera una extensión de ese plazo; así como que el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo y que dicha Corte no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica del transitorio de cita.

En oficio N° 0413-UCS-AS-2019 del 1 de febrero de 2019, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, la máster Adriana Steller Hernández y la licenciada Lizleydi Cedeño Yanes, por su orden, Subdirectora interina, Jefa de Subproceso Administración Humana y Coordinadora interina de la Unidad de Componentes Salariales, informaron:

“En atención a la solicitud de jubilación que presentó ante esta Dirección el señor Jorge Fournier Estrada, cédula valor 001, tramitado bajo la referencia n° 11818-2018 nos permitimos informarle que como parte del proceso de trámite para la formalización del derecho jubilatorio, corresponde  realizar un estudio del tiempo laborado en el Poder Judicial, así como determinar si se le ha reconocido tiempo para efectos de anualidades y jubilación de otras instituciones del Estado, con el fin de establecer la cantidad de anualidades que tiene el servidor y determinar si efectivamente tiene derecho de acogerse a la jubilación o no.  

En ese sentido se tiene lo siguiente:

1. Antecedentes del servidor:

0. El señor Jorge Fournier Estrada, cédula 01-0397-1315, actualmente se desempeña como Juez 3 en el Juzgado Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica e ingresó a laborar por primera vez al Poder Judicial el día 16 de septiembre de 1982.

0. Fue nombrado en propiedad el 16 de octubre de 1982; no obstante, presenta su renuncia a partir del 1° de diciembre de 1995. 

0. El servidor Fournier Estrada reingresa a laborar al Poder Judicial de manera interina el día 20 de mayo de 1998 (con nombramientos ocasionales) y se mantiene laborando de manera discontinua por algunos años hasta la actualidad.

0. En razón de la solicitud de jubilación presentada por el servidor, la Unidad de Componentes Salariales realizó el estudio de anualidades nº 2018001943 a efectos de determinar el tiempo servido del señor Fournier Estrada tanto en la institución como el reconocido en otras instituciones del Estado.

0. Según consta en las acciones de personal del prontuario del servidor, existe una acción de anualidades del año 1985, la cual en el comentario evidencia un incremento en sus anualidades; sin embargo, no se logró ubicar alguna certificación de tiempo servido o sesión de Consejo Administrativo o Corte Plena donde se aprobara un reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

0. En vista a la situación encontrada la Unidad de Componentes Salariales le comunica al señor Fournier Estrada por medio de correo electrónico el día 31 de agosto de 2018 lo siguiente:

“De acuerdo a lo conversado vía telefónica, y con la finalidad de no generar atrasos en el trámite de jubilación  me permito solicitar de la manera más atenta su colaboración con el objetivo de que nos pueda remitir  el documento en el cual se le reconoce el tiempo servido, debido a que es necesario conocer  el número de sesión, fecha en la cual se celebra, artículo, total de tiempo reconocido, institución para la cual laboró y para qué efecto se le reconoció el tiempo de otra institución del estado. Lo anterior, por cuanto dicha información no se encuentra visible en su expediente personal y se requiere para continuar con el trámite”.

0. En ese sentido, el servidor nos responde lo siguiente:

“En relación con el documento solicitado, le adjunto una certificación de la Dirección de Mercadeo y Ventas del Instituto Nacional de Seguros en donde certifican que laboré en dicha Institución en el puesto de Agente Solicitador de Seguros, del 01 de junio del año 1979 al 14 de mayo del año 1981”.

0. Con el fin de dar la atención debida al caso y agotar las posibilidades, la Unidad de Componentes Salariales el 03 de setiembre de 2018 consulta al Archivo Secretaría General de la Corte lo siguiente:

“En razón de la solicitud de jubilación del señor Jorge Antonio Fournier Estrada, portador de la cédula 0103971315, la unidad de componentes salariales procede a realizar el estudio de anuales correspondiente, sin embargo se identifica en el Sistema (SAP Business Objects) un tiempo reconocido el cual no cuenta con documentación en el expediente personal que respalde este reconocimiento pero que al momento de realizarle la consulta al servidor, nos deja saber que se le  reconoció en el año 1982 (aproximadamente), no obstante es hasta el año 1989 que la Corte Suprema de Justicia dicta otorgar las anualidades a aquellas personas que demuestren haber laborado para otra institución del Estado. 

Por lo anterior y debido a su importancia, agradezco que en caso de la existencia de algún documento que demuestre el reconocimiento de este tiempo me puedan remitir la información del caso a la brevedad posible, con la finalidad de darle continuidad al trámite del señor Fournier”.

0. Posteriormente el Archivo Secretaría General de la Corte con fecha 04 de setiembre responde lo siguiente:

“Buenas, en cuanto a su consulta no se llevan registros de esos años en una base de datos por temas o por descriptores de manera tal que podamos hacer una búsqueda en las actas de esos años, como no se tiene datos específicos de fecha de la sesión, es muy difícil realizar búsquedas ya que se tendría que leer las actas una a una de esos años, y en unos ficheros de temas de años viejos hay registros pero de otros años, no así de 1982 a 1989 en cuanto a reconocimientos de tiempo servido, de igual manera el Consejo de Administración que existió antes del Consejo Superior llevaba actas, pero éstas estaban custodiadas en la Dirección Ejecutiva”. 

0. En razón de lo anterior y al agotarse todas las posibilidades, esta unidad procedió a realizar el estudio de reconocimiento de tiempo servido para anualidades y para jubilación nº RTFJP- 2018121, calculado a valor presente,  utilizando como fecha de presentación de la gestión el día 31 de agosto de 2018, fecha en la cual aporta la certificación de la Dirección de Mercadeo y Ventas del Instituto Nacional de Seguros donde señala que el señor Jorge Araya Fournier laboró para dicha Institución en el puesto de Agente Solicitador de Seguros, del 01 de junio del año 1979 al 14 de mayo del año 1981.

0. Por otra parte, para la realización del estudio también era necesario contar con los salarios devengados por eso períodos antes señalados, en ese sentido se consulta el sistema de Caja Costarricense de Seguro Social según lo establece la circular 84-2017 de la Secretaría General de la Corte y se logra determinar que existen algunos períodos que no se encontró salario devengado. Dada la situación anterior para el año 1979, enero y febrero de 1980 y mayo de 1981 se utilizó el salario más cercano.

0. Del estudio realizado RTFPJ- nº 2018121 se logró determinar que el tiempo laborado para Instituto Nacional de Seguros según la certificación aportada por el servidor es de 1 año, 11 meses y 14 días, con un monto a reintegrar de ¢valor 002 

	NOMBRE:
	JORGE ANTONIO FOURNIER ESTRADA

	N° CEDULA:
	01-0397-1315

	PUESTO:
	JUEZ 3

	OFICINA:
	JUZGADO PENAL I CIRC. JUD. ZONA ATLÁNTICA

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	31/08/2018.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	31/08/2018.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2018121   

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	1 año, 11 meses y 14 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢valor 002

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Instituto Nacional de Seguros - INS

	OBSERVACIONES:
	El Monto total a Reintegrar se calcula a valor presente de conformidad a lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.



0. Dicho estudio le fue comunicado al servidor mediante oficio nº 5387-UCS-AS-2018 remitido por correo electrónico el 11 de diciembre de 2018 y el día 18 de diciembre de ese mismo año indica: 

“…por este medio le doy respuesta a dicho correo y le manifiesto que acepto el reconocimiento de tiempo servido para efectos de mi jubilación, de acuerdo al estudio realizado No. 2018121, determinado en 1 año, 11 meses y 14 días laborados en el Instituto Nacional de Seguros del año 1979 al año 1981, con el correspondiente monto de dinero a reintegrar de 4.399.977,98...” 

1. Disposiciones legales:

0. Constitución Política, artículo 11:

“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...”.

0. Constitución Política, artículo 34:

“A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas”.

0. Constitución Política, artículo 129: 

Las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen; a falta de este requisito, diez días después de su publicación en el Diario Oficial.

Nadie puede alegar ignorancia de la ley, salvo en los casos que la misma autorice.

No tiene eficacia la renuncia de las leyes en general, ni la especial de las de interés público.

Los actos y convenios contra las leyes prohibitivas serán nulos, si las mismas leyes no disponen otra cosa.

La ley no queda abrogada ni derogada sino por otra posterior; contra su observancia no podrá alegarse desuso, costumbre ni práctica en contrario.  Por vía de referéndum, el pueblo podrá abrogarla o derogarla, de conformidad con el artículo 105 de esta Constitución.

(Así modificado este último párrafo mediante Ley N° 8281 de 28 de mayo del 2002, publicada en La Gaceta N° 118 de 20 de junio del 2002).

0. Ley General de la Administración Pública, artículo 11:

“1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”.

0. Ley General de la Administración Pública, artículo 13:

“1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos. 

2. La regla anterior se aplicará también en relación con los reglamentos, sea que éstos provengan de la misma autoridad, sea que provengan de otra superior o inferior competente”.

0. Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 81 (Ley N° 7333 de 5 de mayo de 1993):

Artículo 81.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial:

12.- Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte.

13.- Reconocer a los servidores judiciales, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo.

14.- Resolver sobre la devolución de cuotas a otros regímenes de seguridad social.

0. Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 231 (Ley n° 7333 de 5 de mayo de 1993): 

Artículo 231.- Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años.

Sin embargo, en estos casos se aplicarán las siguientes reglas: si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones, establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir -y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar- que el monto de esas cotizaciones sea trasladado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Este traslado incluye también las sumas depositadas para efecto de la pensión del interesado por el Estado. En el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por el interesado y por el Estado no alcanzare el monto correspondiente establecido para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en todos los casos, incluye las cuotas del Estado.

Para esos casos, el Consejo Superior del Poder Judicial dará las facilidades necesarias, deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento del sueldo, jubilación o pensión cualquiera que sea el número de años servidos en el Poder Judicial. En cuanto a la prueba para la debida comprobación de los servicios prestados será admisible todo medio de prueba y en cuanto a su interpretación se aplicará por analogía el principio in dubio pro operario.

0. Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 226 (Ley n° 9544 de 19 de abril del 2018):

Artículo 226.- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de Igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años.

Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las Instituciones públicas estatales. En ningún caso, podrá computarse el tiempo servido en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.

Si la prestación del servicio, por parte del funcionario, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario.

Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.

Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.

En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcanzara el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)

0. Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en el Estado, sus instituciones y Municipalidades para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena en las sesiones n° 6-16 celebrada el 22 de febrero del 2016, artículo XII y n° 23-16 celebrada el 11 de julio de 2016, artículo XXV (véase circular n° 226-2016), establece lo siguiente: 

Artículo 1.- Ámbito de aplicación.  De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido para efectos de jubilación y anualidades tanto en el Poder Judicial como en el resto del Estado y sus instituciones y municipalidades que gestionen las personas servidoras judiciales.

Artículo 6.- Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones y municipalidades. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones y municipalidades para efectos de anualidades y jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa o de la persona jubilada judicial.  Estos deberán presentar ante el Departamento de Personal la solicitud de reconocimiento de tiempo servido.  […]

Artículo 10.- Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación.  El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado y sus instituciones y municipalidades se reconoce para efectos de anualidades y jubilación.  […]

Artículo 12.—Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación, el Consejo Superior ordenará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.

Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas:

Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir, y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el monto de esas cotizaciones (obrera y patronal). Este traslado incluye también las sumas depositadas por el empleador para efecto de la jubilación o pensión del interesado o interesada.

En el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por la persona y por el Estado no alcanzare el monto de cotización establecido por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar la diferencia. De igual forma, la persona interesada deberá cancelar el resultado de la operación que resulte a valor presente del monto total de cotización más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas trasladadas de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.

Para esos casos el Consejo Superior dará las facilidades necesarias, deduciendo una suma no menor de un diez por ciento del sueldo cualquiera que sea el número de años servidos en el Poder Judicial.

La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - operario.

Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones y municipalidades, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas.

El Departamento de Personal digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.

1. Disposiciones administrativas:

2. Sesión de Corte Plena del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI. Se conoce sobre una consulta que se realiza a la Corte Plena, en relación al aumento que se dio de solicitudes de servidores judiciales que deseaban se les reconociera los beneficios de antigüedad al que pudieran tener derecho según el tiempo que sirvieron en otras instituciones del Estado, de conformidad con el inciso d) del artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, No. 2166 de 07 de octubre de 1957, agregado por Ley No. 6822 de diciembre de 1982.

Luego de una amplia deliberación se acordó: 

“Reconocer a los servidores judiciales que laboraron anteriormente en otras dependencias públicas, el beneficio por antigüedad que les puede corresponder de acuerdo con el tiempo de servicio que laboran, a partir de la fecha y en el entendido de que no existe disponibilidad presupuestaria para atender el pago que por ese concepto se derive.

Para efectos de dicho reconocimiento se tomará en cuenta el tiempo que sirvieron a partir de enero mil novecientos sesenta.

El Departamento de Personal hará a la mayor brevedad los estudios del caso, con el propósito de incluir en el presupuesto del año entrante una partida para atender este pago.

2. Sesión de Corte Plena nº 85 del 5 de noviembre de 1984, artículo XXXIX. Se conoce el oficio No. 626-84 de fecha veintidós de octubre de 1984. Donde el señor Alvaro Gallardo Araujo propone dos procedimientos para realizar el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones.

La Corte Plena acordó:

“Para hacer efectivo los beneficios de antigüedad a los servidores que han laborado en otras dependencias del estado se le reconocerán años completos sin perjuicio de que mas adelante, si fuera procedente, se resuelva sobre las fracciones del tiempo que les quedaren, y para ese reconocimiento basta únicamente que el Departamento de Personal, con base en la documentación que al efecto presente cada interesado rinda un informe al Consejo Administrativo para su respectiva ratificación”.

1. Conclusiones y recomendaciones:  

3. De la investigación realizada por la Unidad de Componentes Salariales, al señor Jorge Fournier Estrada se logró determinar que en el año 1985 el Poder Judicial le incrementó en casi dos años las anualidades; ajuste que se presume corresponde al reconocimiento de tiempo servido por este en el Instituto Nacional de Seguros, el cual corresponde a dicho período, según constancia aportada por el servidor. 

3. En ese sentido se debe aclarar que este actuar administrativo se “presume”, toda vez que no se logró constatar la existencia de un acuerdo dictado por el Consejo Administrativo que así lo disponga ni tampoco se tiene certeza de que esa fuera la práctica administrativa en el año 1985. 

3. Razón por la cual se procedió a elaborar el estudio nº RTFJP-2018121 que se calcula a valor presente de conformidad a lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13, donde se determina que corresponde reconocer 1 año, 11 meses y 14 días laborados para el Instituto Nacional de Seguros, con un monto a reintegrar de ¢valor 002

3. La situación anterior implica que al servidor se le ha venido cancelando las anualidades de manera anticipada, toda vez que dicho tiempo fue incorporado en su estructura salarial desde el año 1985.

En vista de que el reconocimiento resulta conforme a derecho, por tratarse de una institución pública y estatal, según lo dispone el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (cuerpo legal que resulta aplicable en el presente caso toda vez que el servidor se encuentra jubilado desde el 30 de diciembre de 2018), se le solicita al Consejo Superior reconocer para efectos de anualidades y jubilación al señor Jorge Fournier Estrada el estudio RTFPJ- nº 2018121 por 1 año, 11 meses y 14 días, laborado para Instituto Nacional de Seguros, con un monto a reintegrar de ¢ valor 002 calculado a valor presente ya que el servidor presenta formalmente su gestión el día 31 de agosto de 2018. Una vez aprobado el mismo, la Unidad de Componentes Salariales procederá a modificar la estructura de anualidades del servidor para determinar la suma pagada de más conforme corresponde. 

(…)”
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El informe Nº 20180121 reporta que el monto a reintegrar por el señor Jorge Fournier Estrada, Jubilado Judicial, asciende a la suma de ¢ valor 002 (calculado a valor presente), para que se le pueda reconocer 1 año y 11 meses y 14 días laborados para el Instituto Nacional de Seguros, para efectos de anualidades y jubilación, a partir de la fecha en que completó la gestión, es decir, 31 de agosto de 2018, de conformidad con el artículo 11 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, modificado por la Corte Plena en sesión 13-14, celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.

De conformidad con el Transitorio I de la Ley N° 9544, artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: Trasladar la gestión anterior a estudio de la Dirección Jurídica y remita el criterio jurídico a conocimiento de este Consejo Superior. 

El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.”

- 0 -

En relación con lo anterior, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio N° DJ-C-591-2019 del 12 de diciembre de 2019, informaron:

“Por este medio se procederá a emitir criterio en relación con la consulta planteada por el Consejo Superior del Poder Judicial, según lo solicitado mediante oficio número 2112-19 de fecha 28 de febrero de 2019, en ejecución de lo establecido por el acuerdo número XXXIII, de la sesión número 11-19 de fecha 12 de febrero de 2019 de ese órgano colegiado.   

1.  Antecedentes:

Mediante oficio 2112-19 de fecha 28 de febrero de 2019, se remitió a esta Dirección lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial  de la sesión número 11-19 de fecha 12 de febrero de 2019 artículo XXXIII, en relación con el informe remitido por la Dirección de Gestión Humana donde informan que a una persona servidora judicial no se encontró antecedentes de la documentación que dio pie para el reconocimiento de tiempo servido otorgado desde el año 1985, motivo por el cual consideran que lo que debe hacer es reconocerle el tiempo servido a partir de ahora -desconociendo el reconocimiento anterior- y obligar al servidor a que reintegre una suma de dinero al Poder Judicial en virtud de dicho reconocimiento, donde frente a este informe el Consejo acordó: “Trasladar la gestión anterior a estudio de la Dirección Jurídica y remita el criterio jurídico a conocimiento de este Consejo Superior. El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley”.

II.- Generalidades sobre la validez y eficacia de los actos administrativos y los derechos adquiridos que de ellos se derivan:

Los actos administrativos -esos pronunciamientos o decisiones escritas que emite la administración- constituyen el mecanismo formal por el cual las administraciones públicas manifiestan su voluntad en el ejercicio de las potestades públicas, pudiendo clasificarse en actos administrativos de conocimiento (donde la administración formalmente reconoce como cierto un hecho) o de juicio (donde la administración juzga y decide sobre una situación determinada) y están cubiertos por una presunción de validez o legalidad (artículo 196 de la Ley General de la Administración Pública). 

Así como los órganos internos del cuerpo dan forma y contenido a una persona, así los actos administrativos, desde la perspectiva jurídica, poseen elementos internos que los integran (artículos 128 a 137 de la Ley General de la Administración Pública).

Están los elementos materiales o de fondo, en los que se analiza el elemento subjetivo, aludiéndose al sujeto que emite el acto (si posee competencia, regularidad en la investidura, legitimación, voluntad y objeto), así como elementos materiales objetivos como el motivo (razones de hecho y de derecho que sustentan, por el fondo, la decisión que tome el órgano o ente público de que se trate)[footnoteRef:1], contenido (el efecto práctico que tendría en la realidad lo que se decide) y el fin (que se persiga una finalidad pública).   [1:  Elemento que pareciera ser de interés por parte de la Dirección de Gestión Humana, al establecer que hubo un supuesto error en el hecho respecto la apreciación de un tiempo servido. ] 


También están los elementos formales, referidos a la forma, en donde se analiza la motivación (las razones de forma por las que se tiene que emitir el acto), la forma de expresión del acto (que debe ser por escrito) y el procedimiento (fases procedimentales que se deben seguir para emitir el acto en respeto de los derechos y garantías de las personas involucradas). 

La suma de esos elementos es lo que hace que exista la manifestación unilateral de voluntad de la administración, es decir, que exista un acto administrativo. 

III.- Validez y nulidad de un acto administrativo:

Ahora bien, un acto administrativo es válido, al igual que una persona es sana, si tiene todos los elementos presentes (en la persona órganos) que lo integran y a su vez, están en buen estado.  

Si están presentes todos los elementos, pero hay uno o varios defectuosos, entonces se dice que hay nulidad relativa (o, en una persona, que posee una enfermedad, pero que es curable).  

Si faltan uno o varios de los elementos del acto administrativo que lo deben constituir, entonces, existirá nulidad absoluta (artículo 158 a 175 de la Ley General de la Administración Pública), o en el caso de una persona, que padece una afectación incompatible con su vida. 

Igualmente, debe tenerse presente que por un acto administrativo se pueden conceder derechos a las personas, así como consolidar a su favor una situación jurídica determinada y cuando eso sucede, no se puede modificar o eliminar ese acto, sino es a través de la declaratoria de nulidad del acto (artículos 141 a 143 de la Ley General de la Administración Pública).  

La regla general es que la Administración no puede eliminar, modificar o revocar sus propios actos administrativos, cuando hayan concedido derechos o definido la existencia de una situación jurídica consolidada a favor de los administrados, esto es lo que en el ámbito del derecho administrativo se conoce con el nombre del “principio de intangibilidad de los actos propios”.

La excepción a esa regla se puede dar cuando hay una causal de nulidad absoluta del acto de que se trate, para lo cual, deberá seguirse el procedimiento establecido en la ley, que puede ser de dos tipos, a saber: a) el establecido a partir del artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública para el caso de que la nulidad sea absoluta, evidente y manifiesta (es decir, que sea una nulidad palmaria, fácilmente perceptible, que sin ninguna duda y sin mayores consideraciones jurídicas, se pueda inferir su abierta contradicción con el ordenamiento jurídico) y cuyo procedimiento se desarrolla dentro de la propia Administración Pública que haya dictado el acto, o, b) el proceso contencioso de lesividad que se tramita en sede judicial ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo (artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo).

IV.- Los derechos adquiridos y las situaciones jurídicas consolidadas:

Dice el artículo 34 de la Constitución Política que “A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas”. 

Derivado del artículo anterior, se desarrolla la teoría de los llamados derechos adquiridos y de las situaciones jurídicas consolidadas. Para clarificar estos conceptos, es oportuno traer a colación lo dicho por la Sala Constitucional, en el sentido de que: “Los conceptos de “derecho adquirido” y de “situación jurídica consolidada” aparecen estrechamente relacionados en la doctrina constitucionalista. Es dable afirmar que, en términos generales, el primero denota a aquella circunstancia consumada en la que una cosa -material o inmaterial- trátese de un bien previamente ajeno o de un derecho antes inexistente- ha ingresado (o incidido sobre) la esfera patrimonial de la persona, de manera que ésta experimenta una ventaja o beneficio constatable. Por su parte, la “situación jurídica consolidada” representa no tanto un plus patrimonial, sino un estado de cosas definido plenamente en cuanto a sus características jurídicas y a sus efectos, aun cuando éstos no se hayan extinguido aún (…)” (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, voto número 1119-1990, de las 14:00 horas del 18 de setiembre de 1990)[footnoteRef:2]. [2:  En este mismo sentido, también pueden consultarse los votos número 1318-99, 2843-99, 1395-00 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.   ] 


Es así como puede afirmarse que los derechos adquiridos son actos realizados que aportan un bien, facultad o provecho al patrimonio de una persona. Mientras que las situaciones jurídicas consolidadas, implican una condición de la persona definida en términos legales, por lo que, si se cumple con los requerimientos y características jurídicas establecidas en el ordenamiento, entonces, se tiene una situación jurídica ya consolidada e invariable por acto presente o futuro. 

V.- Reconocimiento de tiempo servido a la luz de la teoría de los derechos adquiridos y las situaciones jurídicas consolidadas:

Cuando a alguna persona servidora judicial, se le ha reconocido tiempo servido[footnoteRef:3] en otras instituciones públicas para efectos de anualidades (artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial actual, que provenía del artículo 231 de la misma ley orgánica previo a la reforma del régimen de pensiones operada por ley número 9954), implica que tendrá un aumento patrimonial porque se le incrementará el pago del componente salarial que se le otorga en reconocimiento por el tiempo en que ha tenido experiencia en el desarrollo de gestión pública, en la proporción establecida en la normativa pertinente, por lo que, desde esa perspectiva hay un aumento patrimonial por el pago de anualidades y en consecuencia, se ha generado un derecho adquirido a favor de la persona servidora judicial[footnoteRef:4].  [3:  Es decir, tiempo de servicio o función pública, donde ha acumulado experiencia en la gestión pública. ]  [4:  Recordemos que la materialización de los actos administrativos de reconocimiento, se consignan en la respectiva acción de personal como registro oficial de actuaciones dentro del derecho estatutario de la función pública judicial. ] 


Igualmente, más allá del elemento patrimonial que permite enlazar el reconocimiento de anualidades como un derecho adquirido, si ese mismo lapso de experiencia en gestión pública se toma como tiempo laborado para efectos de pensión, entonces, la persona tendría un reconocimiento de condición o estado de ser persona trabajadora del Poder Judicial desde hace un tiempo determinado, entonces, podría valorarse también la existencia de una situación jurídica consolidada. 

En este sentido debe entenderse que la actuación administrativa material o formal crea al administrado un estado de confianza legítima, toda vez que se parte del carácter correcto de la actuación administrativa y lo realizado implica una incorporación a la esfera patrimonial del administrado, del derecho que formal o materialmente le está siendo reconocido.

Implica consecuentemente, que si en su momento la persona tuvo un reconocimiento del tiempo servido y no tiene claridad la administración del motivo del mismo, no es dable cargar al administrado con la falta de certeza respectiva, toda vez que la conducta administrativa necesariamente se generó con motivo de una gestión del administrado, en estricta aplicación de la lógica y según lo indica el artículo 16.1 de la Ley General de la Administración Pública.

No es óbice indicar que en el caso de análisis, se enmarca en los supuestos del artículo 2 de la ley 8220 que indica lo siguiente: 

“Artículo 2º- Presentación única de documentos. La información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean. Para que una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir información del administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el consentimiento del administrado”.

[bookmark: _Hlk26883971]En razón de lo anterior, la administración contaría en el caso en particular con tres opciones:

a.- Partir de que el acto original de reconocimiento del tiempo servido para efectos de anualidades por lógica se funda en una actuación del administrado (solicitud) debidamente documentada que dio base a un acto administrativo debidamente motivado.

b.- Realizar la administración las gestiones para determinar la existencia de antecedentes de la decisión original, mediante su verificación en el Archivo Nacional pero sin cargarlo al administrado.

c.- De determinarse y solo si se determina de manera fehaciente, concluyente e incuestionable que el reconocimiento del tiempo servidor original se hizo sin un motivo, procedería dictar la nulidad del respectivo acto administrativo.

Esta unidad asesora respetuosamente se permite hacer de conocimiento de los señores y señoras integrantes del Consejo Superior, que luego de una exhaustiva investigación de los antecedentes del caso, no nos es posible determinar que estemos en el supuesto de la opción c), debiendo partirse del principio de conservación de la conducta administrativa, la existencia de una confianza legítima y de actos tácitos de reconocimiento de un derecho pagado de manera continuada durante sendos años.

Nótese que en el oficio base de esta consulta, se ha establecido que “Según consta en las acciones de personal del prontuario del servidor, existe una acción de anualidades del año 1985, la cual en el comentario evidencia un incremento en sus anualidades; sin embargo, no se logró ubicar alguna certificación de tiempo servido o sesión de Consejo Administrativo o Corte Plena donde se aprobara un reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado” (ver folios 2 y 3 del oficio número 2112-19. El resaltado en negrita sí es del original) por lo cual, queda claro que la Administración desde hace treinta y cuatro años, ha establecido el reconocimiento de tiempo servido, mediante acción de personal (artículo 4 del Estatuto de Servicio Judicial, ley número 5155 del 10 de enero de 1973). 

En todo caso, exclusivamente para fines ilustrativos, hacemos referencia a la opción c) toda vez que estaríamos en presencia de conductas generadoras de una confianza legítima en el administrado.
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Asimismo, es importante recordar que existe la presunción de legalidad del acto administrativo (artículo 146 de la Ley General de la Administración Pública), debiendo recordarse que ante la duda de si existe vicio en un acto, deberá siempre estarse a la interpretación que permita conservar el acto (artículo 168 de la Ley General de la Administración Pública, que norma el denominado “principio de conservación del acto”). 

VI.- Sobre la posibilidad de anular un acto que haya concedido un derecho adquirido o establecido una situación jurídica determinada 

Ya se ha expuesto que, como la regla general, la administración no puede modificar o eliminar un acto administrativo que haya generado derechos adquiridos o definido situaciones jurídicas consolidadas, en virtud del principio de intangibilidad de los actos propios.[footnoteRef:5]  [5:  "III.- Los actos administrativos cuentan con una presunción "iuris tantum" de legalidad, por lo que una vez que son tomados por la Administración y debidamente comunicados, se presume que son legítimos y eficaces, y por lo tanto, ejecutorios (artículos 146 y 147 de la Ley General de la Administración Pública). Esta presunción, opera en favor de la Administración, pero también puede beneficiar al administrado, ya que por aplicación de la doctrina de los actos propios, si la Administración considera que un acto suyo se encuentra viciado de nulidad, absoluta o relativa, no puede simplemente alegar esa invalidez para desconocerlo, desaplicarlo, derogarlo o dejarlo sin efecto, sino que debe necesariamente recurrir a los mecanismos establecidos por la ley para lograr su eliminación” (Ver sentencias Nos. 2186-94 de las 17:03 hrs. del 4 de mayo de 1994, 899-95 de las 17:18 hrs. del 15 de febrero de 1995 y 2003-04369 de las 08:30 horas del 23 de mayo del 2003 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia).
] 


a excepción a esa regla se ofrece cuando se haya dictado un acto contrario al ordenamiento y haya que anularlo, para lo cual, se deberá seleccionar o el procedimiento administrativo por nulidad absoluta, evidente y manifiesta (cuando eso sea procedente) o el proceso judicial contencioso de lesividad, ello en defensa de la garantía fundamental del debido proceso. 

Sin embargo, para poder anular, con efecto retroactivo, un acto administrativo generador de derechos subjetivos en perjuicio de las personas, en aplicación del principio de certeza y seguridad jurídicas, existe un plazo de caducidad establecido en ley, de forma tal que, si no se realiza en ese plazo, entonces, no se podrá afectar la esfera de derechos retroactivamente. 

Ese plazo es de un año, ya sea para la anulación oficiosa por el procedimiento administrativo por nulidad absoluta, evidente y manifiesta (artículo 173.4 de la Ley General de la Administración Pública)[footnoteRef:6], como para la interposición del proceso judicial contencioso de lesividad, igualmente es de un año (artículos 34.1 y 39.2 del Código Procesal Contencioso Administrativo).   [6:  Este inciso dice que: “4. La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren”.  ] 


Ese año se cuenta desde que el acto fue emitido o a partir del momento en que cesen sus efectos y en este sentido, es importante aclarar que los actos que reconocen tiempo de servicio a favor de personas funcionarias judiciales, son de efecto inmediato, ya que incorporan ese derecho en el patrimonio de las personas de forma instantánea,  por lo que el plazo anual tendrá como su dies a quo -fecha de inicio de cómputo del plazo-, el momento en que el acto es debidamente notificado a la persona servidora judicial interesada. 

Entonces, por pasado el plazo de caducidad de un año, ¿no se puede anular un acto administrativo, aunque sea contrario a derecho? La respuesta correcta es que sí se puede, porque no se puede mantener un contrasentido de que el ordenamiento jurídico permita que algo antijurídico perviva. Sin embargo, la diferencia estará en los efectos.

El accionar del procedimiento de anulación o del proceso contencioso de lesividad dentro del plazo del año, permite que se retrotraigan todos los efectos del acto absolutamente nulo, incluso enervando los derechos que se hubieren generado con él desde un inicio, en virtud de lo cual, verbigracia, si una persona había recibido un pago por algún componente salarial amparado en el acto que se declara nulo, deberá devolver el dinero recibido por ese concepto. 

Si ha pasado el plazo de caducidad del año, por certeza y seguridad jurídicas, no podrá dársele efecto retroactivo a la anulación, lo que implica que la persona podrá conservar los beneficios económicos que hubiera recibido al amparo del acto nulo, pero se podrá anular, para efectos futuros, el acto viciado de nulidad, lo que posibilita que a partir de la declaratoria formal firme de nulidad, la persona no percibirá más los beneficios económicos que derivara del acto nulo (artículo 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo).  

Es importante recordar que, independiente de si la anulación se pretende con efecto retroactivo o para efectos futuros, deberá siempre seguirse el respectivo procedimiento (si es en sede administrativa) o proceso (si es en sede judicial) en resguardo de la garantía fundamental del debido proceso que le asiste a la persona servidora judicial. 

Si la Dirección de Gestión Humana decide dudar de lo establecido en el registro oficial de actuaciones respecto de la relación de servicio que sostiene una persona servidora judicial (acción de personal), podría valorar proceder a realizar un proceso contencioso de lesividad (artículos 34.1 y 39.2 del Código Procesal Contencioso Administrativo), pero hasta antes de que haya una declaratoria formal firme de nulidad no puede, simplemente, desconocer el reconocimiento realizado hace treinta y cuatro años, sin cumplir con las garantías constitucionales y legales del debido proceso, porque eso implica automáticamente dejar sin valor ni efecto el reconocimiento que consta en acción de personal, por la sola suspicacia de una oficina en concreto y además, establecer que se realizará el reconocimiento de tiempo servido a partir del momento actual, constituiría una acción que podría generar  no solo responsabilidad administrativa, sino también responsabilidad para el servidor agente que así lo determine (artículo 199 y 213 de la Ley General de la Administración Pública).

En última instancia, corresponde a la Administración competente valorar todas las circunstancias del caso concreto para que pueda tomar la decisión más pertinente conforme a derecho.

VII.- Conclusiones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que: 

1. El acto administrativo que reconoce tiempo servido genera derechos adquiridos a favor de la persona beneficiaria de ese reconocimiento y, además, es un acto de efecto inmediato, porque incorpora ese derecho en el patrimonio de las personas de forma instantánea.

1. Ahora bien, si la Dirección de Gestión Humana tiene dudas de lo establecido en el registro oficial de actuaciones respecto de la relación de servicio que sostiene una persona servidora judicial (acción de personal), lo que correspondería sería valorar si procede realiza un proceso contencioso de lesividad; y hasta tanto no se cuente con una declaratoria formal firme de nulidad, no es posible desconocer el reconocimiento realizado hace treinta y cuatro años sin cumplir de previo con las garantías constitucionales y legales del debido proceso. No obstante, conforme al principio de conservación del acto, se debe recordar que ante la duda de si existe vicio en un acto, siempre estarse a la interpretación que permita su conservación. 

1. La administración podría partir de que el acto original de reconocimiento del tiempo servido para efectos de anualidades por lógica se funda en una actuación del administrado (solicitud) debidamente documentada que dio base a un acto administrativo debidamente motivado.

1. En caso de existir duda razonable, procederá que se realicen las gestiones para determinar la existencia de antecedentes de la decisión original, mediante su verificación en el Archivo Nacional pero sin cargar dicho deber al administrado y sin que el mismo pueda arrastrar las consecuencias de falencias administrativas.”
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Manifiesta la máster Romero Jenkins: “Con respecto a este artículo 19, en realidad se trata de una gestión que en apariencia no tiene un respaldo, es un reconocimiento de tiempo.  La Dirección Jurídica, señala un procedimiento que habría que seguir para descartar y acudir a otras fuentes.  En este caso, habría que indicarle a la Dirección de Gestión Humana, que en apego a este criterio, realice esas acciones y si no es posible tener el respaldo del reconocimiento de tiempo servidor ya aprobado, habría que valorar entonces el proceso de lesividad, que es el que propone la Dirección Jurídica, pero tal vez si sería importante que de previo se agoten esas otras alternativas”.

Interviene el presidente Magistrado Cruz: “Sí, en caso de existir duda razonable, que se realicen las gestiones para determinar la existencia de antecedentes de la decisión original, mediante su verificación en el Archivo Nacional, pero sin cargar dicho deber al administrado y sin que el mismo pueda arrastrar las consecuencias de deficiencias administrativas”.

Expresa el integrante Montero: “Con esto que plantea Ana, tiene razón, la única duda que me queda es que, la lesividad sería solo en caso de que encontremos documentos que demuestren que el acuerdo fue incorrecto, me parece importante que quede claro que, si la administración no logra demostrar que el acuerdo fue incorrecto hay que mantenerle los derechos al señor. Lo que habría que pedirle a Gestión Humana, que revise los archivos y que verifique si encuentra una documentación que permita variar lo resuelto y que en caso de encontrarlo que lo informe”.

Agrega el presidente Magistrado Cruz: “Sí, el administrado no tiene por qué cargar las deficiencias de la administración”.

Se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio de la Dirección Jurídica y hacerlo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que revise los archivos y verifique si encuentra una documentación que permita variar la decisión original e informe a este Consejo. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante”
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En relación con lo anterior, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Proceso de Administración Humana y la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa Administrativa de Subproceso de Administración Salarial, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-0981-2020 del 21 de febrero de 2020, comunicó:

“En atención al oficio N° 890-2020, en el cual se solicita a esta Dirección “revise los archivos y verifique si encuentra una documentación que permita variar la decisión original e informe a este Consejo”, se debe indicar lo siguiente:

Mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-0931-2020, esta Dirección remite consulta a la Dirección General de Archivo Nacional con relación a los registros de actas de Corte Plena y Consejo Administrativo que mantiene esa dependencia bajo su respaldo, mismas que se desea consultar para corroborar que, efectivamente entre los años 1985 y 1986 se le reconoció tiempo de servicio en otras instituciones al señor Fournier Estrada. 

Ahora bien, por medio de los oficios DGAN-DAH-120 y 121-2020, esa dependencia remite respuesta a nuestra gestión de la siguiente manera: “…la persona interesada debe apersonarse a nuestra Sala de Consulta e Investigación, y solicitar los documentos (según las referencias arriba indicadas) en un horario de lunes a viernes de 8:00 a.m. a 12:00 p.m., y puede permanecer hasta las 3:00 p.m.”

En ese sentido se debe indicar que al estar fallecido el señor Jorge Fournier Estrada, deberá la persona beneficiaria realizar el trámite correspondiente ante esa dependencia o en su defecto autorizar a una persona que realice la búsqueda del documento que respalde el incremento en las anualidades del exservidor. 

De esta manera, esta Dirección atendió lo solicitado por el Órgano Superior; sin embargo, según lo dispuesto por la Dirección General de Archivo Nacional, se sale de nuestras manos poder brindar la información requerida para continuar con el trámite del exservidor. 

Para los efectos correspondientes, se remiten las respuestas brindadas por la Dirección General de Archivo Nacional.



   

…”
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Analizada por este Consejo Superior la presente gestión, se acordó: Solicitar a la Dirección Jurídica para que un servidor o servidora judicial, se apersone en las instalaciones del Archivo Nacional, para que solicite y revise la información que se requiere, y así continuar con el proceso señalado.”

-0-

En oficio número DJ-AJ-C-69-2021, del 12 de febrero de 2021, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, remitió el siguiente informe:

“En relación con el oficio N° 3653-2020 del 21 de abril del 2020, suscrito por el Lic. Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia, que comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión Nº 27-2020 celebrada el 24 de marzo del 2020, artículo XIII, donde se solicita a la Dirección Jurídica enviar a un servidor o servidora judicial, a las instalaciones del Archivo Nacional para que solicite y revise la información que se requiere, y así continuar con el proceso señalado, se remite el resultado de la búsqueda.

I. Búsquedas realizadas.

Para realizar la búsqueda se procedió a solicitar las citas, tal y como lo establece el Protocolo de Atención del Archivo Nacional con motivo del Covid-19.  Para esto, las citas se solicitaron a la señora Nicole Fajardo Sequeira, secretaria del Departamento Archivo Histórico.

La revisión de las actas de Corte Plena, así como las actas del entonces Consejo Administrativo estuvo a cargo de las servidoras Hazel Montero Rodríguez, asesora jurídica 1 del Área de Análisis Jurídico, y Laura Moreira Barrantes, técnica Supernumeraria de la Dirección Jurídica.

La búsqueda tomó varios días de trabajo, porque no se cuenta con el dato exacto (órgano, sesión, fecha y número de acuerdo), del acuerdo de reconocimiento de tiempo servido del señor Jorge Fournier Estrada.

Cronograma de visitas:

1.- La primera visita al Archivo Nacional, se llevó a cabo el viernes 18 de diciembre del 2020 en el horario de las 8:00 a las 12:00 horas, en esa oportunidad se revisaron los listados de los documentos que ha enviado el Poder Judicial al Archivo Nacional. Además, se revisó el primer tomo (056062) que contiene actas de Consejo del Consejo Administrativo de 1985.

2.- La segunda visita se efectúo el 4 de enero del 2021, en el horario de las 8:00 a las 12:00 horas, se revisaron 5 tomos (056063, 056064, 056065, 056066 y 056067) que contienen las actas del Consejo Administrativo de 1985. 

3.- En la tercera visita (6 de enero del 2021 en el horario de las 8:00 a las 12:00 horas), se revisaron los 5 tomos (056057, 056058, 056059, 056060 y 056061), que contienen las actas del Consejo Administrativo de 1984.   También se revisó el tomo 056068 que contiene actas del Consejo Administrativo de 1986.

4. La cuarta visita se hizo el 11 de enero del 2021 en el horario de las 8:00 a las 12:00 horas, ese día se revisaron los tomos (055848, 055849, 055850, 055851, 055852 y 055853) que contienen las actas de Corte Plena de 1984.   Además, se revisaron los tomos (N° 055836, 055837, 055838 y 055839) que contienen las actas de Corte Plena de 1982.

5.- La quinta visita se realizó el 21 de enero del 2021 en el horario de las 8:00 a las 12:00 horas, se revisaron las actas de Corte Plena de 1985 (tomos N° 055854, 055855, 055856, 055857 y 055858).

II. Informe de los hallazgos: 

De la búsqueda resultó que no se logró ubicar un documento concreto y específico para el caso del reconocimiento del tiempo servido del señor Jorge Antonio Fournier Estrada en el Instituto Nacional de Seguros.   Sin embargo, de la revisión de actas se observó que en 1984 la Corte Plena[footnoteRef:7] acordó reconocer el tiempo servido a las personas servidoras judiciales, que laboraron anteriormente en otras dependencias del Estado.   En ese sentido, el acta señala lo siguiente: [7:  Acta de Corte Plena en la sesión del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI.] 

[bookmark: _Hlk63057196]
“La Corte Plena en la sesión ordinaria del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI, conoció un escrito recibido el 29 de febrero de 1984, el cual indica:

Un crecido número de servidores judiciales solicitó, al igual que otros lo que han venido haciendo separadamente en el curso de los meses siguientes, que se reconozca los beneficios por antigüedad a que puedan tener derecho, según el tiempo que sirvieron en otras dependencias del Estado, de conformidad con el inciso d) del artículo 12 de la Ley de salarios de la Administración Pública, N° 2166 de 7 de octubre de 1957, agregado por Ley N° 6835 de 22 de diciembre de1982. Alegan los gestionantes que el citado inciso d) es de aplicación general, puesto que dispone que “a los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se le reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5 anterior, el tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público” (el subrayado no es del original no es del original), y que como esa disposición no tiene carácter retroactivo, piden que el beneficio que reclaman se les conceda a partir de la vigencia de la Ley N° 6835, es decir del 28 de diciembre de 1982 y que se impartan las instrucciones del caso para que se incluya en el presupuesto del año 1985 la correspondiente partida para atender ese pago.-

El asunto se pasó a estudio del Consejo de Personal, el que en sesión del 9 de mayo último, artículo II, dispuso recomendar a la Corte que reconozca a los petentes los beneficios de antigüedad, según relación con el tiempo servido en otras dependencia del Estado, todo con base en las siguientes consideraciones: (Énfasis agregado).

I.- Que la jurisprudencia ha sido reiterada en el sentido de que el Estado es patrón único. En consecuencia, si median servicios ininterrumpidos en varias de sus dependencias se entiende que existe una sola relación laboral. Al respecto pueden consultarse, entre otras, sentencias del Tribunal Superior de Trabajo de 8:40 horas de 15 de junio de 1981 y de 10:30 horas de 30 de setiembre de 1983. Igualmente, de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia número 61 de 10:10 horas del 7 de julio de 1982. (Énfasis agregado).

II.- 	Que es así como la Procuraduría General de la República ha evacuado consultas en ese sentido. En nota N° 324-T- del 12 de mayo de 1975, el Procurador de Trabajo señor Luis Carlos Trejos señaló al Jefe a. i. del Departamento de Personal de la Junta de Protección Social de San José  la existencia de antecedentes, concluyendo: “Con base en esta terminante y reiterada jurisprudencia del Tribunal Superior de Trabajo de que el concepto de Administración Pública contenido en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que abarca los tres poderes, a las municipalidades, a las instituciones autónomas y a todas las demás entidades de Derecho Público, es aplicable a la legislación laboral y a todas aquellas situaciones en que entra en juego la Administración, cualquiera de esas entidades queda facultada para reconocer derecho de antigüedad a sus servidores para efectos que usted cita en su estimable consulta, salvo disposición en contrario en sus propias leyes orgánicas o normas reglamentarias” (Énfasis agregado).

III.- Esa Procuraduría también informó en forma similar al señor Jorge Castro Granados, Administrador General del Instituto Nacional sobre Alcoholismo, según nota C-288-81 (43) del 3 de diciembre de 1981 suscrita por el Procurador Contencioso Administrativo licenciado Fernando Albertazzi H., donde se volvió a hacer hincapié en los antecedentes jurisprudenciales, siendo su criterio en lo siguiente: “De lo anterior debemos necesariamente concluir que ha actuado correctamente la Junta Directiva de ese Instituto, al reconocer la antigüedad laboral a aquellos servidores que ingresan a él provenientes de otras instituciones del sector público. Y dentro de ese orden de ideas, resulta evidente que es justo y equitativo reconocer tal antigüedad a quienes han laborado para esa institución con anterioridad a 1970, por dos razones que es imposible desconocer: 

1.- Porque no hacerlo así estaría estableciendo una discriminación a todas luces infundada en contra de los servidores gestionantes, y 

2.- 	Porque a estos no puede culparse -en absoluto- que el Instituto no contará con una escala de salarios (y su correspondiente anualidad) con anterioridad a 1970” 

IV. La Ley de Salarios del Poder Judicial número 2422 de 1959 y sus reformas carece de regla expresa que solucione el conflicto, pero tampoco contiene prohibición específica. (Énfasis agregado).

V. Empero la Ley General de la Administración Pública número 6227 de 2 de mayo de 1978, posee normas de aplicación al diferendo, pues en su artículo 7, párrafo 1 expone: “Las normas no escritas - como la costumbre, la jurisprudencia y los principios generales del derecho- servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan”

Cabe colegir que aun no existiendo regla específica en la Ley de Salarios del Poder Judicial, sí existen normas analógicas en otros entes estatales y que la jurisprudencia ha sido reiterada en reconocer la antigüedad de los empleados, fundada en que el Estado constituye patrono único. (Énfasis agregado).

Algunos de los señores Magistrados expresaron que la actual Ley de Salarios del Poder Judicial, N° 6801 de 31 de agosto de 1982 no contienen ninguna disposición que autorice reconocer los beneficios por antigüedad a aquellos servidores que han laborado en otras dependencias del sector público y que el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial sólo autoriza a recocer ese tiempo para efectos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, pero que, en todo caso, si se llegara a acoger la recomendación del Consejo de Personal, el reconocimiento que se pide  no podría serlo en forma amplia, sino que sólo debe armonizarse con el transitorio III a la Ley N° 6801, de manera que se tome en cuenta el tiempo servido a partir del mes de enero de 1960, pues de lo contrario podría concederse mayores ventajas a esos servidores que aquellos que siempre han estado protegidos por la Ley de Salarios del Poder Judicial.- 

Con base en lo que se ha dejado expuesto y luego de una amplia deliberación, se acordó: Reconocer a los servidores judiciales que laboraron anteriormente en otras dependencias públicas, el beneficio por antigüedad que les puede corresponder de acuerdo con el tiempo de servicio que laboraron, a partir de esta fecha y en el entendido de que no existe disponibilidad presupuestaria para atender el pago que por ese concepto se derive. -

Para efectos de dicho reconocimiento se tomará en cuenta el tiempo que sirvieron a partir de enero de 1960.

El Departamento de Personal hará a la mayor brevedad los estudios del caso, con el propósito de incluir en el presupuesto del año 1985 una partida para atender ese pago.

Los Magistrados Arroyo, Vallejo, Arias, Blanco y Benavides se abstuvieron de votar.” (Énfasis agregado).

Frente a este escenario, la Dirección Jurídica observa que existe un acuerdo de la Corte Plena[footnoteRef:8] en donde se les reconoce el tiempo servido a las personas servidoras judiciales, que laboraron anteriormente en otras dependencias públicas.  [8:  Acta de Corte Plena en la sesión del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI.] 


De acuerdo con lo antes citado, se extrae lo siguiente:  

[bookmark: _Hlk22289696][bookmark: _Hlk22567373]Se estima oportuno recordar que el señor Jorge Fournier Estrada, fue nombrado en propiedad el 16 de octubre de 1982[footnoteRef:9]. [9:  Información tomada del oficio N° 0413-UCS-AS-2019 del 1 de febrero de 2019 de la Dirección de Gestión Humana.] 


Debe tenerse presente que en 1982 se dio un cambio en el ordenamiento jurídico, debido a que a través de la Ley N° 6835 del 22 de diciembre de 1982, se reformaron varios artículos de la Ley de Salarios de la Administración Pública, N° 2166 del 7 de octubre de 1957. 

Para el caso aquí analizado interesa señalar que la Ley N° 6835 del 22 de diciembre de 1982, adiciona el inciso d) del artículo 12 de la Ley de salarios de la Administración Pública, N° 2166 de 7 de octubre de 1957, que dice lo siguiente: 

“ARTICULO 12.- Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5º se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes normas:

[…]

d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5º anterior, el tiempo de servicios prestados en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo. (Énfasis agregado).

Esta ley no afecta en sentido negativo el derecho establecido en las convenciones colectivas y convenios, en materia de negociación salarial. 

(Así adicionado por el artículo 2 de la ley No.6835 de 22 de diciembre de1982. 

NOTA: El artículo 15 de la Ley de Presupuesto No.6995 de 22 de julio de 1985 afecta el presente inciso al disponer: "De acuerdo con lo establecido en la Ley Nº 6835, se reconocerán aumentos anuales a los funcionarios públicos nombrados interinamente. El primero de estos aumentos se reconocerá a partir del 1º de enero de 1985 a los funcionarios que tengan un año o más de servir interinamente o conforme cumplan un año de servicio, el segundo aumento anual se reconocerá en el año 1986, y así sucesivamente. El Servicio Civil reglamentará lo establecido en este artículo.").”

Debe resaltarse que la Ley Nº 6835 de 22 de diciembre de 1982, modificó el artículo 4 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, creando la escala de salarios.

Además, la Ley de Presupuesto Extraordinario, Ley N° 6995 del 22 de julio de 1985 señala:

[bookmark: _Hlk63240137]“Artículo 15.- De acuerdo con lo establecido en la Ley Nº 6835, se reconocerán aumentos anuales a los funcionarios públicos nombrados interinamente. El primero de estos aumentos se reconocerá a partir del 1º de enero de 1985 a los funcionarios que tengan un año o más de servir interinamente o conforme cumplan un año de servicio, el segundo aumento anual se reconocerá en el año 1986, y así sucesivamente. El Servicio Civil reglamentará lo establecido en este artículo.”

Nótese que la finalidad del inciso d) del artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, es reconocerle a las personas servidoras del Sector Publico, el tiempo servido en otras entidades del Sector Público y la intención de la Ley de Presupuesto Extraordinario era reconocer dichos aumentos a partir del 1º de enero de 1985 a las personas funcionarias que tengan 1 año o más de servir interinamente o conforme fueron cumpliendo un año de servicio, el segundo aumento anual se reconocerá en el año 1986, y así sucesivamente.

Dichos cambios en el ordenamiento jurídico (a partir de la vigencia de la Ley N° 6835, es decir del 22 de diciembre de 1982), dieron lugar a la solicitud de una importante cantidad de servidores judiciales en forma conjunta y otras personas servidoras de forma individual, para que se les reconociera la antigüedad según el tiempo servido en otras dependencias del Estado, además que dicho reconocimiento se incluyera en el presupuesto del año 1985. 

Una de las argumentaciones señalas por las personas gestiones es que el inciso d) del artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública es de aplicación general, porque dicho inciso establece: “a los servidores del Sector Público”. 

Según indica el acta supra señalada, con motivo de dicha solicitud, el Consejo de Personal conoció el asunto y recomendó a la Corte Plena que se le reconociera a los petentes los beneficios de antigüedad, según relación con el tiempo servido en otras dependencias del Estado. Dentro de las consideraciones señaladas por el Consejo de Personal se destacan las siguientes:

· El Estado es patrono único, en consecuencia, existe una sola relación laboral.

· El concepto de Administración Pública, señalado en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, abarca los tres Poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), a las municipalidades, a las instituciones autónomas y a todas las demás entidades de Derecho Público.

· Cualquiera de las entidades mencionadas en el punto anterior, queda facultada para reconocer derecho de antigüedad a sus servidores.

· El reconocimiento de la antigüedad de otras instituciones del sector público es justo y equitativo; de no hacerlo se estaría estableciendo una discriminación. 

Luego de una amplia deliberación, la Corte Plena[footnoteRef:10] acordó: “Reconocer a los servidores judiciales que laboraron anteriormente en otras dependencias públicas, el beneficio por antigüedad que les puede corresponder de acuerdo con el tiempo de servicio que laboraron, a partir de esta fecha y en el entendido de que no existe disponibilidad presupuestaria para atender el pago que por ese concepto se derive. Para efectos de dicho reconocimiento se tomará en cuenta el tiempo que sirvieron a partir de enero de 1960. El Departamento de Personal hará a la mayor brevedad los estudios del caso, con el propósito de incluir en el presupuesto del año 1985 una partida para atender ese pago”. [10:  La Corte Plena en la sesión 28 de mayo de 1984, art. LXXI.] 


Es de relevancia indicar que como se advierte es un acuerdo de carácter general pero de efectos directos, y que implicaba una actuación oficiosa del entonces Departamento de Personal, sin gestión previa de las personas que estuvieran en dicha situación jurídica. 

Bajo ese mismo razonamiento y a manera de detalle la Dirección Jurídica observa lo siguiente:

· El artículo 12 inciso d) de la Ley de Salarios de la Administración Pública dice que “reconocerá para efectos de aumentos anuales”, el tiempo de servicios prestados en otras entidades del Sector Público.

· El inciso d) del artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública es de aplicación general, debido a que dicho inciso es claro al señalar que el reconocimiento se hará “a los servidores del Sector Público”.

· Además, el artículo 15 de la Ley de Presupuesto Extraordinario, Ley N° 6995 del 22 de julio de 1985 dice que el primero de estos aumentos se reconocerá a partir del 1 de enero de 1985 a los funcionarios que tengan un año o más de servir interinamente. 

· Inclusive, se puede observar que la Corte Plena en la sesión ordinaria del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI, acordó que el Departamento de Personal haría a la mayor brevedad los estudios del caso, con el propósito de incluir en el presupuesto del año 1985 una partida para atender ese pago.

De manera que, lo establecido en el artículo 12 inciso d) de la Ley de Salarios de la Administración Pública,  en el artículo 15 de la Ley N° 6995 y lo acordado por la Corte Plena en la sesión ordinaria del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI; clarifica lo señalado por la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 0413-UCS-AS-2019 del 1 de febrero de 2019, cuando indica que según consta en las acciones de personal del prontuario del servidor, existe una acción de anualidades del año 1985, la cual en el comentario evidencia un incremento en sus anualidades. Así como con lo indicado en el Sistema (SAP Business Objects), mediante el cual se identifica un tiempo reconocido para el señor Jorge Antonio Fournier Estrada.

[bookmark: _Hlk64011219]Así las cosas, es criterio de la Dirección Jurídica que todos estos datos nos ayudan a entender por qué a don Jorge Fournier le aparece un incremento en sus acciones de personal en el año 1985. 

III. [bookmark: _Hlk508364976]Conclusiones:

Por todo lo expuesto y con fundamento en el artículo 12 inciso d) de la Ley de Salarios de la Administración Pública, artículo 15 de la Ley N° 6995 y lo acordado por la Corte Plena en la sesión ordinaria del 28 de mayo de 1984, artículo LXXI; la Dirección Jurídica concluye lo siguiente:

1.- La Dirección Jurídica envió a dos servidoras judiciales a las instalaciones del Departamento Archivo Histórico del Archivo Nacional con la finalidad de ubicar el documento relacionado con el reconocimiento de tiempo servido del señor Jorge Antonio Fournier Estrada. No obstante, no sé encontró el documento que exprese en forma concreta y específica la realización de dicho reconocimiento del tiempo servido de dicho señor en el Instituto Nacional de Seguros.

2.- La Dirección Jurídica hace del conocimiento del Consejo Superior que existe un conjunto de elementos, que aclaran el incremento en el pago de las anualidades del señor Jorge Antonio Fournier Estrada que se dieron en 1985.

Dichos incrementos están relacionados con el cambio en el ordenamiento jurídico, realizado por la Ley N° 6835 del 22 de diciembre de 1982, que reformó varios artículos de la Ley de Salarios de la Administración Pública, N° 2166 del 7 de octubre de 1957. 

Para la Dirección Jurídica se hace necesario hacer del conocimiento del Consejo Superior los efectos jurídicos de la norma indicada, los cuales son:

El inciso d) del artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública es de aplicación general, debido a que la norma dispone que es para “los servidores del Sector Público”. Además, en dicha norma se establece que se reconocerá el tiempo prestado en otras entidades del Sector Público, para efectos de aumentos anuales.

Además, el artículo 15 de la Ley de Presupuesto Extraordinario, establece que el primero de estos aumentos se reconoció a partir del 1 de enero de 1985, para los funcionarios con un año o más de servir interinamente o conforme cumplieran un año de servicio. 

Asimismo, la Corte Plena en la sesión celebrada el 28 de mayo de 1984, artículo LXXI,  acordó reconocer a los servidores judiciales que laboraron anteriormente en otras dependencias públicas, el beneficio por antigüedad que les puede corresponder de acuerdo con el tiempo de servicio que laboraron.  En dicha sesión, la Corte Plena ordenó al Departamento de Personal que incluyera en el presupuesto del año 1985 una partida para atender ese pago.

Existen sendas conductas administrativas en el sentido de que a don Jorge Fournier se le dio un incremento en sus acciones de personal en el año 1985, conforme lo indican los informes de la Dirección de Gestión Humana y que deben ser tomadas en consideración a la hora de valorar los cambios favorables y generadores de derechos que a partir de dicho año operaron en su esfera patrimonial con motivo de su relación de empleo con el Poder Judicial.  

(…).”

-0-   

Manifiesta la máster Romero Jenkins: “Aquí el tema es que el trasfondo de todo esto era para reconocerle tiempo para efectos jubilatorios, pero ya ese extremo ya no es competencia del Consejo, lo que quería sugerirles es que tengan por rendido el informe, pero trasladarlo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que con base en este informe valore el eventual trámite de cobro de tiempo servido al señor Fourier, porque ya esto sería resorte de la Junta.”

Agrega el Integrante Montero Zúñiga: “Hay que ajustarle la jubilación también, era un año y un poco más, porque el falleció.”

Prosigue la máster Romero: “Porque si se generó alguna deuda, ver si hay alguna responsabilidad de recuperación.”

Indica el Integrante Montero: “La familia tendría que valorar si paga ese tiempo, pero hay que ajustarle la pensión que es como año y medio el cálculo, que de alguna manera le mejoraría el monto que hay que pagar, como 4 millones es lo que veo que quedaron pendientes.”  

Se acordó:  Tener por rendido el informe N° DJ-AJ-C-69-2021, del 12 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, y trasladarlo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que valore el eventual trámite de cobro de tiempo servido del jubilado fallecido Jorge Fournier Estrada.”

-0-

Se retira de la sesión momentáneamente la integrante Moya a las 11am

[bookmark: _Hlk66712265]Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 15-2021 celebrada el 23 de febrero de 2021, artículo XIX, mediante el cual se conoció el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial N° DJ-AJ-C-69-2021, del 12 de febrero de 2021. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que actualice el cálculo a valor presente del tiempo servido del jubilado fallecido Jorge Fournier Estrada, a fin de informarle posteriormente a la cónyuge sobreviviente si desea que se le reconozca ese tiempo servido para efectos de recalcularle el beneficio de la pensión, con la advertencia que tendría que cancelar de previo el monto, para proceder al reajuste del beneficio. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450563]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 365-2021
Mediante oficio N° SP-258-2021 del 02 de marzo de 2021, el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de División Regímenes Colectivos, dirigido al máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, comunicó:
“Mediante oficio 072-SC-2021 del 19 de febrero de 2021, se consulta a esta Superintendencia sobre el tipo de cambio a emplear para el registro contable de las operaciones en moneda extranjera que realice el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; señalando varias normas que se refieren a este asunto.

Sobre el particular, se cita lo siguiente:

1. El artículo 89 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica (LOBCCR) aplica para las entidades del sector público no bancario respecto a sus transacciones de compra y venta de divisas por medio del Banco Central o de los bancos comerciales del Estado.

1. En línea con lo anterior, el Manual de Información de la Supen, en el numeral 4) del capítulo II Valor Cuota y Saldos Contables, exceptúa a los fondos de pensiones especiales o básicos gestionados por instituciones del sector público no bancario, a utilizar el tipo de cambio de compra de referencia vigente al cierre de cada mes y, en su lugar, proceder según lo estipulado en el artículo 89 de la LOBCCR.

1. El artículo 15 de la ley 9635, al que se hace referencia en su oficio, se refiere a materia impositiva y, por ende, aplica para el registro y presentación de documentación o declaraciones de impuestos ante el Ministerio de Hacienda, materia que no viene al caso con respecto a lo consultado. 

Conforme lo anterior, para el registro contable de las operaciones en moneda extranjera, el Fondo debe atender lo establecido en el artículo 89 al que se hizo referencia anteriormente y a lo indicado en el capítulo II del Manual de información de la Supen.”
- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1) Tener por conocido el oficio N° SP-258-2021 del 02 de marzo de 2021, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de División Regímenes Colectivos, dirigido al máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, en atención a la consulta realizada con oficio N° 072-SC-2021, sobre el tipo de cambio a emplear para el registro contable de las operaciones en moneda extranjera que realice el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2) Trasladar el presente acuerdo al Departamento Financiero Contable para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme
[bookmark: _Toc66450565]ARTÍCULO XIX 
Documento N° 401-2021
En sesión N° 32-20 celebrada el 05 de octubre de 2020, artículo IX, se tuvo  por conocido el oficio 1272-TE-2020 del 22 de setiembre de 2020, suscrito por los másteres Miguel Ovares Chavarría, Floribel Campos Solano y Xinia Campos Solís, por su orden, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa de Subproceso de Egresos y correo electrónico de fecha 15 de setiembre de 2020, referente a la disconformidad presentada por la jubilada judicial María Villalobos Rodríguez, a la respuesta brindada por el Macroproceso Financiero Contable con oficio N° 1194-TE-2020 a la solicitud de no aplicación de deducciones de la entidad Coopesparta R.L y se hizo de conocimiento de la jubilada que esta Junta Administradora comparte la respuesta brindada, misma que como lo expuso el Macroproceso Financiero Contable, se ajusta a la normativa citada. Al respecto, consideró esta Junta Administradora que puede acudir a la vía judicial competente, en caso de mantener su disconformidad.
Mediante nota del 8 de marzo de 2021, el señor Ricardo Medina Gutiérrez, Jubilado, manifestó lo siguiente:
“Quien suscribe Ricardo Medina Gutiérrez, mayor, casado, jubilado, cédula de identidad número 6-189-696, por medio de la presente reciban un cordial saludo y a la vez me permito solicitar lo siguiente.

Mi persona tiene ante la entidad financiera COOPEALIANZA R.L. diversos créditos, de los cuales algunos de ellos se me rebajan de forma automática de mi salario como jubilado. 

En el mes de enero recién pasado, solicité la desautorización del rebajo de dos de mis créditos, los cuales mi persona deberá cancelarlos por otro medio, y a partir del mes de febrero del presente año dicha entidad financiera dejó de realizar dichos rebajos.

Ahora bien, el motivo de la presente es para indicar muy respetuosamente que los créditos que hasta el día de hoy se están rebajando automáticamente de mi salario, los mismos se mantengan, es decir, que en caso de que se quisieran realizar o aplicar otros rebajos por parte de la Cooperativa citada, los mismos no se hagan efectivos, ya que mi persona no los ha autorizado.

Adjunto a la presente, oficio remitido por mi persona a la entidad financiera Coopealianza R.L. y la contestación de la misma.

(…)”



- 0 -
Seguidamente, se transcribe la respuesta que remitió la señora Hilary Sofía Quesada Salazar de Coopealianza R.L., que dice:
“Cordial saludo estimado asociado MEDINA GUTIERREZ RICARDO ELIECER, quedo al pendiente de la constancia detallada de su pensión para poder hacer la capacidad de pago requerida, en este momento ya se excluyeron los créditos datos 001 de su planilla, ahora corresponde hacer el pago por cajas, según lo conversado por correo adjunto las cuentas que tiene la Cooperativa en el Banco de Costa Rica y el Banco Nacional, si realiza el pago utilizando estas cuentas debe de reportar el comprobante de pago y lo puede hacer por este mismo medio o bien llamando al 4800-2574.”

- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1) Tomar nota de la comunicación del señor Ricardo Medina Gutiérrez, Jubilado judicial, con relación a que los créditos que mantiene con la entidad financiera COOPEALIANZA R.L., se le sigan rebajando automáticamente de su salario. 2) Tomar nota de la comunicación remitida por la señora Hilary Sofía Quesada Salazar de Coopealianza R.L. 3) Indicar al señor Medina Gutiérrez, que la Junta Administradora del FJPPJ no intermedia en la relación contractual que posean las personas beneficiarias del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y las entidades deductoras, ya que el procedimiento de aplicación de las deducciones a las personas jubiladas y pensionadas está basado en la “Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de Sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, donde se establecen los deberes y responsabilidades de las entidades deductoras para aplicar rebajos a las jubilaciones y pensiones, en razón de lo cual deberá gestionar ante la entidad externa con la cual mantiene obligación dineraria, la solicitud formal del cese de deducciones automáticas, sin que esto implique responsabilidad alguna de este cuerpo colegiado sobre su récord crediticio, historial, nivel de morosidad o similares. 
El Macroproceso Financiero Contable tomará nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450567]ARTÍCULO XX
Documento N° 367-2021
Mediante oficio N° HT-0219-2021 del 26 de febrero de 2021, el señor Roger Porras Rojas, Gerente General del Banco Popular S.A., informó lo siguiente:
Para lo correspondiente, me permito remitir el “Convenio de Cooperación entre la Operadora de Planes de Pensiones Complementarias del Banco Popular y de Desarrollo Comunal y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, debidamente firmado.

Adicionalmente, de acuerdo a la clausula Tercera: De las Autorizaciones, me permito indicar las personas encargadas de realizar las consultas en el sistema del fondo, con el fin de brindarles el acceso correspondiente:

	Nombre
	Teléfono
	Correo electrónico

	David Cedeño Blanco
	2010-0300
	dcedeno@bp.fi.cr

	Karol Vallejos Carrillo
	2010-0300
	kavallejo@bp.fi.cr

	Keilyn Ramírez Hernández
	2010-0300
	keramirez@bp.fi.cr

	Lizbeth Calero Chaverri
	Datos 001
	lcalero@bp.fi.cr

	Mariela Aguilar Aguilar
	Datos 002
	marieaguilar@bp.fi.cr

	Mauricio Ruiz Herrera
	Datos 003 
	osruiz@bp.fi.cr



DATOS 004
(…).”
- 0 -

	Se acordó por unanimidad: 1) Tomar nota del oficio N° HT-0219-2021 del 26 de febrero de 2021, el señor Roger Porras Rojas, Gerente General del Banco Popular S.A, mediante el cual remite el convenio firmado, así como comunica el nombre de las personas encargadas de realizar las consultas en el sistema del fondo, con el fin de brindarles el acceso correspondiente. 2) Hacer este oficio de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable para que cree los accesos y los comunique a las personas autorizadas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450569]ARTÍCULO XXI 
Documento N° 411, 412-2021
En sesión N° 08-21 celebrada el 22 de febrero de 2021, artículo XXV; entre otras cosas, se resaltó que para el periodo 2020, la inflación anual acumulada del índice de precios al consumidor fue de 0.89%, según los datos oficiales del INEC, misma que considera el efecto neto de los dos semestres del año 2020 (I Semestre -0.24% y II Semestre 1.13%). Asimismo, se aprobó el incremento por costo de vida para el primer semestre 2021 por un 0.89% a todas las jubilaciones y pensiones activas al 01 de enero 2021 y se canceló lo correspondiente de manera retroactiva desde dicha fecha.
Mediante correo electrónico del 10 de marzo de 2021, el señor Bernardo Amador Arias, Jubilado Judicial, comunicó lo siguiente: 
“Con el respeto y objetividad acostumbrados, externo lo siguiente en favor del bien común de nuestro fondo y los servidores activos, jubilados y pensionados:

Fui el único, respaldado por un solo jubilado judicial, en criticar algunas de las resoluciones que estimo no a derecho, a veces por las presiones internas que de los miembros de esta junta, por la falta de un mayor  conocimiento académico, desde el campo del derecho y de los derechos humanos de los miembros de esta junta y la Administración Judicial, y sus más altas jerarquías, que aún estudiosos del derechos no conceden en su plenitud los mismos relacionados con este fondo de retiro, tan fortalecido con $1000 millones ( de dólares), como por primera vez se publicó en este año. 

Meses atrás expuse unos comentarios, objetivos para el mejoramiento del bienestar de los beneficiarios de este Fondo, que reconozco no son populares para esta administración o de sus superiores, con críticas a derecho, y por ser los derechos humanos, iguales a todo ser humano en el planeta, y en esta medida deben de aplicarse en Costa Rica y este fondo de retiro judicial, cite el ejemplar comportamiento de los países desarrollados, por ser modelos a seguir siempre en los pobres como el nuestro, que no se cumplen en los diferentes fondos de pensiones nacionales, no sólo el del Poder Judicial. Desde esta perspectiva de comentario, por ser jurídicos, deben de equipararse los sistemas de administración también en nuestros fondos de pensiones y del Poder Judicial, concediéndose todos los aumentos del costo de vida semestralmente, en un porcentaje mayor, de más del doble, del declarado por la administración del Poder Ejecutivo competente, INEC, por ser manipulada, y de esto nos damos cuenta cada semestre cuando compramos los productos básicos en supermercados y pulperías, que dan un mejor precio, basta la inteligencia y el sentido común para conocer que el dinero ya no es suficiente  desde hace varios años para el pago de servicios públicos y comestibles, para saber que el costo de vida es muy superior al declarado por el gobierno de forma semestral u anual, y que los salarios y fondos de pensiones deben de reconsiderar para conceder el aumento exacto correspondiente, porque el deterioro social y de pobreza extrema y de la “gran anemia”, viene en aumento, automáticamente, aún más en tiempos de pandemia del COVIC-19, porque el ser humano debe de alimentarse diariamente al menos 3 veces al día, con sus familias. Todos los aumentos en el costo de vida de semestres anteriores, deben de reintegrarse a los jubilados y pensionados del Poder Judicial, con intereses de ley, porque no existe ninguna excusa en la denegación de sus derechos adquiridos de este fondo, tan solvente y en su fortalecimiento, deben de existir mayores aportes presupuestarios anualmente. La junta directiva de este fondo, tiene facultades legales para tomar resoluciones de fondo necesarias, por ley de su creación, y los convenios de derechos humanos, del derecho internacional, con rango superior que la ley les respaldan para resolver, para el mayor bienestar de sus administrados del fondo de retiro, sin consulta previa al Consejo Superior o Corte Plena, porque confían en sus conocimientos y capacidad académica, para entender todo este planteamiento y administración de los fondos de retiros y las diferentes normas del Ordenamiento y tratados que las regulan, incluso de la OIT, con la confianza de su decoro y honestidad que les distinguen a todos sus miembros. Deben tener nota, en mi carácter personal como jurista, tienen todo el derecho de tomar un acuerdo reglamentario, para el pago de sus dietas y gastos en sus funciones y giras en todo el país o internacionalmente, porque son funciones laborales extraordinarias que deben de reconocerse y ninguna legislación u urden administrativa les obliga a cumplir estas funciones tan especializadas, gratuitamente, pueden aprobarse por ser reorganización reglamentaria, si la ley de creación, definió estos gastos positivamente y después deja dudas en su aprobación de su salario, dietas y gastos que deben de devengar los miembros de la junta y sus subalternos, se debe de resolver de acuerdo al principio laboral de lo “más favorable”, que sería que por este esfuerzo extra sean remunerados, por todo su tiempo ocupado, y que recomiendo, sean fuera del horario laboral del Poder Judicial, mientras algún día pueda contratarse no servidor judicial o al menos que sean  jubilados porque gozan de tiempo y no riñen con el horario de trabajo internamente. Porque no se trata de que por su esfuerzo, pierdan dinero por su trabajo tan responsable que física y laboralmente deban de cumplir y sean retribuidos, porque cualquier miembro ahora y a futuro lo merece. Deben de aprobar todos los reglamentos y directrices internas apegadas al “principio constitucional de legalidad, 11 de la carta Magna, 11 y siguientes, 190 y siguientes,  de la Ley General de la Administración Pública, les concede esa facultad de resolución, como “órgano desconcentrado” del Poder Judicial, sin necesidad de alguna autoridad superior judicial, deba de homologarles, por cuanto toda la normativa y responsabilidad administrativa les respaldan y al respecto no existen dudas o lagunas legales en nuestro Ordenamiento en esta materia o así operan todas las juntas de pensiones creadas por ley en nuestro país, el Poder Judicial, no puede ser la excepción, porque es la voluntad del legislador, en favor del bien común y de los beneficiarios de los fondos de retiro o pensiones. 

Después de esta introducción objetiva y jurídicamente recomendando, retomo el sistema de pensiones de los países desarrollados, como en USA y UE, que son los más distinguidos, debemos de incorporar por razones humanas, sus administraciones y ordenanzas, que cite en el ensayo jurídico anterior remitido a esta junta, agremias del Poder Judicial y que fueron obviadas o no tomadas en  cuenta, al menos se concedió el mínimo, como es el aumento de 0.89 %, para este primer semestre, que pensamos que no se iban a aprobar más, falta el de los semestres anterior con intereses legales, justos, mayores a los declarados por INEC y el gobierno, para los diferentes intereses económicos nacionales, como el PIB. Ya para terminar y no aburrirlos, se recomienda y en este fondo de pensiones y los demás, al menos tomar algunos de los lineamientos tomados en estos países de gran riqueza comentados como ejemplo: al jubilado o pensionado, no se debe de rebajar su cuota mensual jubilatoria, para su asistencia básica mensual humana, no debe ser inferior a $2.000 y las mayores no deben de superar los %10.000. el plazo laboral máximo, para su disfrute, no puede superar los 25 años de labores y cuotización, seguros colectivos de retiro, que actualmente sólo lo tienen las agremiadas judiciales, a parte de otras regulaciones como la Ley de Socorro Mutuo. Invito a todos los jubilados y pensionados y vinculados. Y agremiadas Judiciales, a que se animen a criticar u comentar de esta misma forma jurídica, pacífica y objetiva que externo, pacífica, que no ser “tildado” con “mal de ojo o de enemigo del pueblo”, Confiamos en Dios de que sus sagradas escrituras siempre de cumplan en su creación, que incluyen a los ateos o no creyentes, que no vayan a pensar que por su errado pensamiento, se van salvar del “juicio personal con Jesucristo.  Amén.” 
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Seguidamente, en correo electrónico del 10 de marzo de 2021, remitido al señor Erick Tenorio Rojas, Asistente Administrativo de Subproceso de Egresos del Departamento Financiero Contable, el señor Amador Arias; en su citada condición, manifestó:
 “Sólo espero que puedan jurídicamente cada punto expuesto en este ensayo, con toda propiedad legal que tiene la junta y resolución, de preferencia, con algún asesor jurídico externo, independiente nacional o costarricense, para que no se exceda en gastos.  Buen día. Atte. Bernardo Amador Arias.”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocido el correo electrónico del 10 de marzo de 2021, remitido por el señor Bernardo Amador Arias, Jubilado Judicial. 2.) Hacer de conocimiento del señor Amador que los integrantes de esta Junta Administradora no reciben salario, dietas, ni realizan giras ni a lo interno del país ni en el extranjero con motivo de su participación en este órgano, de conformidad con el principio de legalidad financiera; asimismo, se le reitera lo que anteriormente se le había señalado en lo concerniente a su disconformidad, no se cumple con los supuestos exigidos en la ley 9544, que reforma el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en su artículo 225 indica: “[…]. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”. Por lo que debe estarse a lo dispuesto en sesión 32-20 celebrada el 5 de octubre del 2020, artículo XXXVI, donde se hizo de su conocimiento el criterio jurídico N° 001-2020, rendido por el abogado Billy Quirós Muñoz. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc66450572]ARTÍCULO XXII
DOCUMENTO N° 132-21, 399-21

En sesión N° 05-2021 celebrada el 01 de febrero del 2021, artículo XI, se tuvo  por rendido el oficio número 08-PI-2021 del 21 de enero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones, en el que remitieron el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2020. 
Además, se hizo una instancia ante la Gerencia del Banco de Costa Rica, para que se dé cumplimiento a lo indicado en el oficio N° 07-PI-2021, en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo. 
El señor Douglas Soto Leitón, Gerente General del Banco de Costa Rica, mediante correo electrónico del 8 de marzo de 2021, remitió los oficios N° GG-03-134-2021 / BCR-CEV-049-2021 del 3 de febrero de 2021, que literalmente dice:
“En respuesta al Oficio N° 134-2021, enviado al Banco de Costa Rica el pasado 04 de febrero, sobre el “acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 05-2021 celebrada el 01 de febrero del 2021”, le manifestamos lo siguiente:

“Como se mencionó en informes anteriores, el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes la custodia del BCR, mantiene inconsistencias para realizar la conciliación de títulos valores.”

Con la implementación del nuevo sistema de Custodia Electrónica, se definió el formato estándar del estado de cuenta, considerando para ello los lineamentos generales del regulador, los criterios expertos de nuestra unidades de control (Auditoría, Riesgo, TI, Legal, entre otros) e información adicional que a criterio del BCR es relevante para el cliente.

Adicionalmente, se han valorado las recomendaciones de los clientes y cuando proceden mejoras que benefician a todos, estas son desarrolladas por nuestro equipo de BCR-TI, por ejemplo la que su representada nos hizo llegar sobre detallar por operación los valores no estandarizados, la que fue implementada y se refleja actualmente en los estados de cuenta.

“Para que el Poder Judicial realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial.”

Tal y como lo comentamos en la carta anterior y en las reuniones presenciales, el Custodio BCR pone a disposición de los clientes y del regulador tres web service para el consumo de información. Estos funcionan bajo demanda y no tiene ningún costo adicional.

Según se nos había comentado, existe un interés de parte de ustedes por aprovechar las ventajas que tiene la estandarización de las conciliaciones contra los insumos de estos web service, por lo que los motivamos a retomar la implementación de las conexiones y ponemos a su disposición nuestros expertos de TI en caso de requerir alguna asesoría o acompañamiento en el proceso, similar como lo hemos realizado con otros clientes y con SUPEN

En estos web service el cliente puede obtener:

Los saldos faciales diarios por Cliente - Cuenta - ISIN, ideal para conciliar de forma automática.

La renta (ISR) que tienen pendiente de cobro según el estado de cada una. Vencimientos diarios

“Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio los agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación.”

Mediante el Reglamento de Custodia, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 47 del 9 de marzo del 2015, se detalla en el artículo 24 del capítulo II: Obligaciones de las Entidades de Custodia, los elementos que exige la Superintendencia General de Valores, para los estados de cuenta. Así como el artículo 11. Estados de cuenta, SGV-A-198, Acuerdo para la implantación del Reglamento de Custodia.

Los estados de cuenta que remitimos a ustedes y a los demás clientes cuentan con los criterios que la Ley satisface, mismo que han sido avalados por el Reguardo en las auditorías hechas por su personal a nuestro Departamento.

Es nuestra sugerencia, que el instrumento de conciliación no debería ser su estado de cuenta dado el formato de presentación, para la información que sus Departamentos utilizan disponemos de información adicional que les ayudaría a cumplir con dicha tarea mediante los web service.

“Algunas operaciones no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reportó al BCR; las demás diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses anteriores fueron comunicadas y a la fecha no se cuenta con la respuesta correspondiente.”

Las operaciones que en su momento no se presentaban fueron corregidas de acuerdo con el plazo acordado y las diferencias reportadas en meses siguientes (tasas, cálculo de días, entre otras), se han subsanado en los meses posteriores, de acuerdo con un plan de mejora implementado en el Custodio. No obstante, las inconsistencias presentadas en este momento obedecen principalmente a temas pendientes en la conciliación que realizan y que serán explicadas al final de esta carta.

Al respecto, queremos agradecer la comunicación que hacen de toda inconsistencia que sea encontrada, pues aunque inicialmente eran varias y ahora no, esto nos permite mejorar y monitorear nuestros procesos y controles internos. Por ejemplo, hemos desarrollado la automatización de la carga de las emisiones desde la Bolsa, así como el registro automático de las operaciones que nuestros clientes realizan en dicho sistema.

“Se mantuvo reunión con los representantes de la Custodio del BCR el pasado 12 de agosto de 2020, en la cual se detallaron las diferencias, siendo que el citado custodio se comprometió que, al cierre del mes de agosto 2020, dar respuesta a los oficios que se han remitido desde noviembre 2019 y que a la fecha no han sido respondidos, de lo cual en el momento que se obtenga más información se estará comunicando.”

Efectivamente está pendiente la respuesta de algunas de las cartas mensuales recibidas, que contemplan en su mayoría los mismos casos cada mes y que fueron consideradas para las mejoras de nuestro sistema, viendo los cambios solicitados en los estados de cuentas siguientes. Las inconsistencias reportadas con corte a diciembre 2020, fueron vistas con el departamento de ustedes encargado de las conciliaciones y obedece principalmente a temas pendientes del lado del cliente y no del Custodio.

Considerando lo expuesto, agradecemos valorar la opción de realizar un equipo de trabajo junto con uno de los expertos de nuestra Custodia Electrónica, con el fin de revisar cuando existe alguna inconsistencia menor y corregirla a la brevedad, pues usualmente es un tema de decimales en tasas, una fecha mal parametrizada, entre otros. Este proceso lo hemos implementado exitosamente con otros clientes y consideramos que nos puede ser de mucho beneficio.

“Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…”

Es grato saber que no existen diferencias en cuanto a faciales del sistema de ustedes contra el nuestro, similar al resultado de nuestras conciliaciones diarias contra nuestras entidades de depósito, esto genera seguridad a todos y nos permite enfocarnos en las inconsistencias que se puedan presentar en los cupones.

“Oficio N.º007-PI-2021”

“Asunto: Resultado conciliación títulos valores diciembre 2020”

“1. Los cupones de las siguientes operaciones presentan diferencias en la tasa de interés; además, el monto del cupón es distinto de los reflejados en el estado de cuenta recibido”

Se hizo la revisión del caso presentado para el ISIN CRMUCAPB1532, se corrigió la fecha de vencimiento y se volvió a generar el plan de pagos, quedando corregido y visible para ustedes en el estado de cuenta de febrero 2021.

Reportes del Poder Judicial:
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Reporte del Custodio:
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Para el caso del ISIN CRG000000593, se hizo la verificación de la inclusión en nuestro sistema y todo se encuentra bien, no obstante, el último cupón (desigual) de un día, aparece en el plan de pago pero sin monto. Este caso fue reportado a nuestro equipo de TI y estamos dándole prioridad para su debida corrección, el cual será visible en su estado de cuenta de marzo 2021.

“2. Se reflejan en el estado de cuenta de ese Custodio, las inversiones con diferencias en fechas, monto y tasa de interés, que se adjuntan en el anexo N.° 1 cupones dólares y diferencia en el monto del reporte de los UDES, anexo N.° 2 UDES, no aparecen reflejados en los estados de cuenta del Custodio”

Lamentablemente los anexos mencionados no nos fueron suministrados en las cartas mensuales a partir de octubre 2020. No obstante, hicimos la verificación con el último detalle que nos suministraron y las conclusiones, vistas con el encargado de hacer la conciliación de ustedes, son:
Metodología tasa variable: el Custodio BCR coincide en su cálculo con el pago de los emisores para el cupón actual. En el caso de los cupones futuros, los proyecta diariamente con la última tasa de referencia conocida, con el fin de reflejar la realidad actual del mercado en dichas proyecciones. Está pendiente la valoración de ustedes para la adopción de esta metodología o bien la implementación del mecanismo para conciliarlos.

Decimales en la tasa bruta: la mayoría de inconsistencias que nos reportaron obedece a que el Custodio BCR utiliza más de 10 decimales en las tasas, lo que le permite calcular el monto exacto a recibir. Pero el sistema de ustedes tiene el registro de la tasa bruta redondeado con 2 decimales, lo que genera diferencias importantes en el cálculo de los cupones.

Error manual en la conciliación: el estado de cuenta del Custodio contiene el interés bruto y el neto, pero en algunos casos vistos con el área de ustedes encargada de las conciliaciones, se tomó por error la columna incorrecta. No obstante, se nos informó que para el mes de enero se percataron de lo sucedido y ya las diferencias no se les presentaron.

5 cupones faltantes: este error corresponde al Custodio BCR y obedece a:

o ISIN CRMUCAPB1532: Se incluyó por error con vencimiento 30/03/2022, siendo lo correcto 30/03/2023. Lo corregimos inmediatamente y en el estado de cuenta de febrero es visible para ustedes los 4 cupones trimestrales en cuestión.

5. ISIN CRG000000593: Requerimos hacer un cambio a nuestro sistema porque la emisión está bien creada pero el último cupón es desigual, por un día y está generándose en cero. Este cambio le dimos prioridad 1 en TI y lo tendremos corregido para el estado de cuenta con corte a marzo 2021.

Con el fin de finiquitar las diferencias que puedan existir en cuanto a fechas de cupones, omisión de los mismos, diferencias en tasas o en criterios metodológicos para el cálculo de los cupones, agradecemos coordinar una sesión con el señor Luis Esteban Sánchez Peñaranda, supervisor de la Unidad de Custodia Electrónica, al correo luissanchez@bancobcr.com, él y los expertos del área les estarán colaborando para aclarar o corregir lo pertinente.

“Se requiere que se refleje en el Reporte de ese Custodio la cartera completa que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para realizar la citada conciliación.”

“Adicionalmente, es necesario que en el Reporte (hoja 2) se incluya la columna de “fecha de vencimiento de la operación”, por cuanto este dato es requerido en el proceso de
conciliación. Asimismo, este Poder de la República requiere que se muestren los cupones para las operaciones conforme fueron adquiridos y se venían reflejando y no de forma agrupada como se muestra en el estado de cuenta”

“Dado lo anterior, considerando las diferencias que se presentan a partir del cambio de formato de dicho estado, es indispensable que se tomen las medidas necesarias con el fin de que se incluya en los estados de cuenta toda la información con respecto a los principales y los cupones de las inversiones, dado que, se debe informar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los resultados de la conciliación mensual y la solución a las inconsistencias que se presenten. ”

Estos puntos se relacionan con el formato de presentación del estado de cuenta estandarizado, indicado en puntos anteriores.

“Finalmente, se reiteran los oficios Nº 787-TI-2019, 914-TI-2019, 965-TI-2019, 26-TI- 2020, 142-PI-2020, 179-PI-2020, 227-PI-2020, 254-PI-2020, 291-PI-2020, 387-PI-2020, 436-PI-2020 y 478-PI-2020, correspondientes a las diferencias presentadas en los meses de agosto, octubre, noviembre, diciembre de 2019, así como marzo, abril, mayo, junio, julio, setiembre, octubre y noviembre 2020 respectivamente, en el cual los representantes del Custodio del BCR se comprometieron a dar respuesta a estos oficios antes indicados al cierre del mes de noviembre 2020 y a la fecha se encuentran pendientes de respuesta.”

La respuesta se brindó en los párrafos anteriores.

Con esta nota se da respuesta al oficio citado inicialmente, así como a todos los anteriores relacionados, invitándolos a que utilicen los servicios tecnológicos del Custodio puestos a su disposición, para que lleven a cabo las conciliaciones correspondientes, como parte del proceso contable y de control que realizan.”
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Por unanimidad se acordó: 1) Tener por conocidos los oficios N° GG-03-134-2021 / BCR-CEV-049-2021 del 3 de febrero de 2021, remitidos por el señor Douglas Soto Leitón, Gerente General del Banco de Costa Rica, mediante correo electrónico del 8 de marzo de 2021. 2) Trasladar el presente acuerdo al Departamento Financiero Contable a fin de instituir grupo encabezado por máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo que coordine lo necesario para realizar los ajustes correspondientes con el Banco de Costa Rica, conforme lo solicitado por el señor Soto Leitón.
[bookmark: _Toc66450574]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 52-2021 / 337-2021.
Mediante oficio número 1751-2021 del 22 de febrero de 2021, el licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario interino de la Secretaría General de la Corte, remitió la siguiente comunicación:

“Por medio de la presente someto a consideración lo siguiente, para lo que ha bien estimen resolver:

En sesión N° 35-2020 del 26 de octubre de 2020, artículo IX, la Junta Administradora en lo que interesa tomo el acuerdo en el inciso 6), que dice: “… Deberá la administración informar del presente acuerdo a las diversas entidades deductoras para que a partir del mes de diciembre 2020 ajusten sus procedimientos y validaciones internas en apego a lo acá acordado, de igual forma se emitirá comunicación masiva a la población beneficiaria para que tome las medidas que consideren pertinentes.”

Debido a lo anterior, la señora nombre 001, en nota del 11 de enero de 2021, expuso lo siguiente:

“De acuerdo a lo indicado en ese documento le comento que yo solicité la NO aplicación de la deducción del crédito que tengo con el Banco Popular y me fue rechazada alegando que no es una orden de un Juez sino un oficio de una Junta de Pensiones. El punto 6 de ese acuerdo se indica que la Administración procederá a informar a las entidades deductoras sin embargo parece ser que el Banco Popular no tiene conocimiento de ese documento.

En razón de lo anterior me interesa conocer si ya informaron al Banco Popular.”

Al respecto, esa Junta en lo que interesa, en sesión N° 4-2021 del 25 de enero de 2021, artículo XXIII, tomó en lo que interesa el siguiente acuerdo: “…Comunicar a la gestionante, que por omisión no se realizaron las comunicaciones indicadas en el punto N° 6 de la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX. En razón de lo anterior, hacer el presente acuerdo de conocimiento del Prosecretario de Ejecución de la Secretaría General de la Corte, con la finalidad de que comunique el citado acuerdo a las entidades deductoras. En caso de requerir la información de las citadas entidades, el Departamento Financiero Contable cuenta con la información necesaria.”

Acatando lo dispuesto, por parte de la Secretaria General de la Corte se procedió a solicitar la información de las entidades deductoras al Departamento de Financiero Contable, y con ellos dar cumplimiento a las comunicaciones del acuerdo adoptado en la sesión N° 35-2020, artículo IX.

En respuesta, a lo solicitado licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en correo electrónico del 11 de febrero en curso, informa lo siguiente: 

[bookmark: _Toc54281266]“…Cabe señalar que, de acuerdo a lo acordado por la Junta Administradora en la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX, en el punto 6 de la parte dispositiva es que se haga un comunicado a todas las entidades deductoras que aplican rebajos a las personas jubiladas y pensionadas judiciales, no solamente a las que aplican rebajos al señor nombre 002.

Además en virtud de dicho acuerdo esta oficina en el mes de diciembre de 2020, efectuó el comunicado respectivo a todas las entidades deductoras. En el caso particular del Banco Popular y de Desarrollo Comunal a pesar que se hicieron 2 comunicaciones por parte de esta oficina, no brindó el recibido conforme.”

Por lo anterior, someto a consideración lo siguiente, para lo que ha bien estime resolver la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto de la nota remitida por la licenciada nombre 001, se desprende que el Departamento de Financiero, efectuó los comunicados a todas las entidades deductoras, y que a la fecha se hicieron dos comunicados al Banco Popular y Desarrollo Comunal, sin que ese Departamento haya recibido respuesta de esa entidad bancaria. Lo cual está relacionada con la gestión presentada por la señora nombre 001, en su nota del 11 de enero en curso.”
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En sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“(…)

Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 1390-TE-2020 del 14 de octubre de 2020, suscrito por los másteres Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso, Floribel Campos Solano, Jefa Proceso de Tesorería y Andrea Valerín Arroyo, Jefa Subproceso Egresos, todos del Macroproceso Financiero Contable, mediante el que trasladan gestión del señor nombre 002, jubilado judicial, relacionada con la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación. 2) Tener por conocido el oficio DVME-0526-2020 del 9 de octubre de 2020 del Ministerio de Hacienda, mediante el cual se comparten las conclusiones de la Procuraduría General de la República en su dictamen C-310-2020 con fecha 24 de agosto del 2020. 3) Resaltar de las conclusiones de dicho dictamen lo siguiente: a) La naturaleza jurídica del salario (de un trabajador activo) es distinta a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social (jubilado o pensionado) y aunque nada impide que la Asamblea Legislativa regular las deducciones que sea posible practicar a las pensiones que otorgan los regímenes especiales para asegurar el pago de una prestación mínima suficiente, no es posible homologar con la legislación actual, la protección que “SI” goza el salario de un trabajador conforme al artículo 172 del Código de Trabajo, debido a lo cual no existe a hoy una prestación mínima suficiente definida para las jubilaciones y pensiones en general. b) Conforme a lo indicado en los incisos 2 y 4 de dicho dictamen, se aplicará el criterio que hace referencia al art. 59 de la Ley Constitutiva de la CCSS, así como lo estipulado en el art. 984, inciso 2 del Código Civil en el sentido de que las prestaciones en dinero acordadas a los beneficiarios del FJPPJ no podrán ceder, compensarse ni gravarse y no son susceptibles de embargo, ni secuestradas de forma alguna salvo en la mitad por concepto de pensiones alimenticias, debido a lo cual, las jubilaciones y pensiones del FJPPJ no estarán sujetas a deducciones no autorizadas por la persona beneficiaria. c) Según lo estipulado en el inciso 3) de dicho dictamen, las deducciones expresamente dispuestas por Ley deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, dado que estas se consideran retenciones legales al no ser formas de cesión de la pensión en sentido estricto, no dependen de la voluntad de la persona beneficiaria, sino en apego a lo dispuesto en la legislación costarricense. 4) Interpreta esta Junta Administradora que, las deducciones acordadas a las prestaciones económicas que cancela en las jubilaciones y pensiones del FJPPJ, son por mutuo acuerdo entre las partes, nacen de su propia voluntad, libre, autónoma y sin ningún tipo de coacción, en razón de lo cual en caso de que una persona beneficiaria decida retirar su autorización para la no aplicación de dicha deducción a la jubilación y/o pensión, deberá tramitar ante cada entidad deductora nota formal en la que se solicite el cese de dicha deducción automática a partir del siguiente mes calendario de recibida la misma. 5) Deberá la persona beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomar nota de que la “NO” aplicación de la deducción automática del rebajo respectivo no lo exime del cumplimiento de contratos o compromisos de diversa índole, debido a lo cual podrá verse afectado su récord crediticio, historial, nivel de morosidad o similares sin que el FJPPJ ni la Junta Administradora asuman responsabilidad alguna por dicha situación. 6) Deberá la administración informar del presente acuerdo a las diversas entidades deductoras para que a partir del mes de diciembre 2020 ajusten sus procedimientos y validaciones internas en apego a lo acá acordado, de igual forma se emitirá comunicación masiva a la población beneficiaria para que tome las medidas que consideren pertinentes. 7) La Dirección de Gestión Humana y el Macroproceso Financiero Contable del Poder Judicial tomarán nota para lo que a cada una corresponda. 8) Hacer de conocimiento del señor nombre 002 que esta Junta Administradora no embarga ni secuestra en forma alguna las jubilaciones, sino que brinda el servicio de deducciones a las entidades deductoras para que se apliquen a las personas jubiladas y pensionadas que han convenido con ellas y que la responsabilidad de dichos rebajos es entre las partes y no de esta Junta Administradora, como se señala en la Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo que no se tienen nuevos argumentos jurídicos que hagan variar el criterio de esta Junta. Se declara este acuerdo firme.”
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Luego, en la sesión N° 04-2021 celebrada el 25 de enero de 2021, artículo XXIII, tuvo por conocido el correo electrónico del 11 de enero de 2021, remitido por la señora nombre 001, jubilada judicial, mediante el cual consultó sobre la comunicación del acuerdo de sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX y se comunicó a la gestionante, que por omisión no se realizaron las comunicaciones indicadas en el punto N° 6 de la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX. En razón de lo anterior, se hizo ese acuerdo de conocimiento del Prosecretario de Ejecución de la Secretaría General de la Corte, con la finalidad de que comunicara el citado acuerdo a las entidades deductoras y que en caso de requerir la información de las citadas entidades, el Departamento Financiero Contable contaba con la información necesaria.
Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio número 1751-2021 del 22 de febrero de 2021, el licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario interino de la Secretaría General de la Corte. 2.) Comisionar al máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo para que reitere por tercera y última vez la publicación correspondiente al Banco Popular. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario interino de la Secretaría General de la Corte y de la señora nombre 001, jubilada judicial. Se declara acuerdo firme.
 Al ser las once con treinta y tres minutos, se reincorpora nuevamente a la sesión la integrante Ingrid Moya.
[bookmark: _Toc66450576]ARTÍCULO XXIV
DOCUMENTO N° 427-21

La señora Silvia Artavia periodista de la Sección de Política del periódico la Nación, mediante correo electrónico de 12 de marzo de 2021, solicitó al Departamento de Prensa lo siguiente:
“Buenos días, colegas. Espero que estén bien. Los molesto con la siguiente solicitud: 
Agradezco que me faciliten la lista de pensionados y jubilados del Poder Judicial, durante los últimos 10 años, cuyas pensiones sean superiores a los ¢2,2 millones.
Requiero el detalle de la entidad de procedencia de cada uno, es decir, el lugar en donde hicieron su vida laboral.
Como siempre, muchas gracias por su colaboración. Saludos cordiales.”
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Se acordó: 1) Tener por conocida la solicitud de la señora Silvia Artavia periodista de la Sección de Política del periódico “La Nación”, mediante correo electrónico de 12 de marzo de 2021. 2) Trasladar al Macroproceso Financiero Contable, para que remita la información de la cantidad de casos durante los últimos 10 años, que superan en monto los ¢2,2 millones de colones de salario después de deducciones y cuanto representa este monto del promedio total de pensiones, sin identificar nombres y cédulas de personas jubiladas, de conformidad a la ley de protección de datos. 3) Se comisiona al máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo coordinar con la licenciada Sandra Castro Mora, del Departamento de Prensa, lo correspondiente a la respuesta al periódico la Nación. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXV
Documento N° 328-21, 444-21
En la sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, artículo VII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

El máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N°290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:

“En atención al oficio No. 209-2021 del 24 de febrero de 2021, comunicado por correo electrónico a esta Auditoría Interna en fecha 25 de febrero del presente año, mediante el cual solicita que en el plazo de 8 días me pronuncie “acerca de si la oficina que representa incluirá dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora, esto conforme al dictamen vinculante emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, mediante el cual se aclara que este cuerpo colegiado es un órgano más del Poder Judicial. Lo anterior para que dicha oficina continúe brindando el apoyo necesario respectivo en la ejecución de actividades de su especialidad. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del honorable Consejo Superior y de la Superintendencia de Pensiones.”

Al respecto, se reitera lo indicado en los oficios N° 1152-17-UJ-2018 de fecha 11 de setiembre de 2018 y N° 206-09-UJ-2021 del 09 de febrero de 2021, donde se expone el criterio vinculante y obligatorio que la Contraloría General de la República (DFOE-PG-0436-2018) le remitió a esta Auditoría Interna y donde expresamente concluye:

1) La Auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 

Por lo anterior, esta Auditoría Interna no puede actuar contrario a lo señalado por el Órgano Contralor. Para mayor detalle de lo expuesto en el criterio DFOE-PG-0436-2018 se adjunta de manera integral:
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Criterio de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 y Criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-43-2021 del 01 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico:
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibido el oficio N° 290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo de 2021, suscrito por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante el cual reitera a la Junta Administradora, el criterio de la Contraloría General de la República (DFOE-PG-0436-2018), comunicado con oficios N° 1152-17-UJ-2018 de fecha 11 de setiembre de 2018 y N° 206-09-UJ-2021 del 09 de febrero de 2021. 2.) Solicitar al máster García González, remita a esta Junta Administradora el nuevo pronunciamiento de la Contraloría General de la República, basada en el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-21-2021, el cual es vinculante, asimismo, tomando en consideración el criterio N° DJ-C-43-2021 del 01 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 3.) Hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronuncie en cuanto a que la Junta Administradora y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sea auditada por la Auditoría Judicial considerando el criterio de la Procuraduría General de la República, en donde concluyó: 1- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 2- La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público. Se declara acuerdo firme.”
En relación con lo anterior el presidente de esta Junta licenciado Arnoldo Hernández Solano, plantea a los integrantes la necesidad de hacer una consulta a la Contraloría General de la Republica para que se pronuncie con base en el criterio de la PGR C-21-2021 y C-43-2021 de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, si la Auditoría Judicial debe considerar a la Junta Administradora y al Fondo de Jubilaciones y Pensiones dentro del universo auditable. Dado lo anterior, por unanimidad se acordó: Autorizar al integrante presidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano para que realice y firme la respectiva consulta a la Contraloría General de la Republica para que se pronuncie con base en el criterio de la PGR C-21-2021 y C-43-2021 de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, si la Auditoría Judicial debe considerar a la Junta Administradora y al Fondo de Jubilaciones y Pensiones dentro del universo auditable, asimismo, se comisiona al Máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo coordinar lo necesario para su ejecución. 
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena, Consejo Superior y de la Auditoría Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVI
Documento N° 329-21, 443-21
Antecedentes de interés 
En sesión Consejo Superior en sesión N° 05-2021 celebrada el 19 de enero de 2021, artículo XCI, se otorgó permiso con goce de salario y sustitución al máster Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, a partir del 20 de enero y hasta el 31 de marzo de 2021, a fin de que continúe colaborando en las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
En la sesión de esta Junta N° 07-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXXV se solicitó al Consejo Superior autorizar un permiso con goce de salario y sustitución al máster Bryan Calvo Calderón, plaza N° 377206 para que asuma de manera interina el rol de oficial de cumplimiento a partir del 01 de marzo del 2021. Lo anterior fue conocido por el Consejo Superior en Sesión en sesión N° 18-2021 celebrada el 04 de marzo de 2021, artículo XXVIII, no obstante, dicho órgano remitió la gestión a Dirección de Gestión Humana a fin de que indicara si se cuenta con el contenido presupuestario correspondiente.
Debido a que está próximo a vencer el permiso del máster Oslean Mora Valdez, se estima esta Junta que necesario solicitar a la brevedad al Consejo Superior del Poder Judicial, la ampliación del permiso con goce de salario fundamentado en el esquema de la administración de proyectos. Adicionalmente, reiterar al Consejo Superior la necesidad de contar con el permiso con goce de salario, para el puesto de oficial de cumplimiento, para el servidor judicial Bryan Calvo Calderón, a fin de que se tomé en cuenta en el bloque permisos con base en el artículo 44 de la ley Orgánica del Poder Judicial, considerando que es suma importancia las labores sustantivas que tienen que llevar a cabo en los próximos meses, como son conciliar la estructura administrativa que está en proceso, realizar el presupuesto operativo del fondo y darle seguimiento a las acciones de formulación del presupuesto de la Junta.
Por unanimidad se acordó: 1) Solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, la ampliación del permiso con goce de salario por espacio de tres meses al servidor Oslean Mora Valdez, como Apoyo Administrativo de esta Junta, a fin de que se dedique a coordinar lo relativo a los nuevos requerimientos impuestos por la Superintendencia de Pensiones y a darle seguimiento a los planes de acción. 2) Solicitar se retome el permiso con goce de salario, para el puesto de oficial de cumplimiento, para el servidor judicial Bryan Calvo Calderón, considerando que es suma importancia las labores sustantivas que tiene que llevar a cabo en los próximos meses, como son conciliar la estructura administrativa que está aún proceso, realizar el presupuesto operativo del fondo y a dar seguimiento a las acciones de formulación del presupuesto de la Junta. 3) Se comisiona al Máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo coordinar lo necesario para remitir a Consejo Superior el informe y reportes bajo el esquema de la Administración de Proyectos para la solicitud de los permisos con goce de salario para los señores Mora Valdez y Calvo Calderón. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVII
Documento N° 312-21, 442-21
[bookmark: _gjdgxs]De conformidad con las manifestaciones de la integrante Moya Aguilar, la Junta Administradora acuerda modificar el punto 5 del acuerdo tomado por esta Junta de sesión N° 9-2021, del 01 de marzo de 2021, artículo IV, que literalmente dice:
“En sesión N° 4-2021 celebrada el 14 de febrero de 2021, artículo VII, de conformidad con la normativa vigente, artículo 228 de la Ley Orgánica y artículo 29 del Reglamento General del Régimen, se mantuvo el beneficio de pensión del nombre 001 a partir de la primera quincena de enero de 2021, dado que demostró mediante documento idóneo que actualmente se encuentra estudiando, y proceder con el estudio de sumas giradas en demasía para el cuatrimestre anterior, debido a que no demostró buenos rendimientos en las materias matriculadas y mediante el debido proceso comunicarlo al pensionado para la devolución respectiva de recursos. 

La licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Área Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Departamento Financiero Contable, por medio de correo electrónico del 17 de febrero de 2021 informó lo siguiente:
"De manera atenta y respetuosa se traslada solicitud de aclaración remitida por el pensionado judicial nombre 001 vía correo electrónico el día 17-02-2021:
“Pregunta. ¿Si la pensión no solo cubre estudio sino también alimentación, recreación y demás no se paga el monto solo de los pagado en la universidad? Al momento de realizarme el estudio de pensión se me solicitó gastos personales adicionales a los de estudio, ya que todo es un conjunto. Solo se está tomando en cuenta todos los montos girados, pero parte de estos montos representan gastos de alimentación y otros rubros también, la parte tal vez no aprovechada en este caso fueron los montos pagados a la universidad, que se desaprovecharon por mi bajo rendimiento en ese cuatrimestre, lo cual es entendible devolver. Me pueden aclarar este punto por favor. Por último, es claro que no poseo una suma de dinero tan grande.”
Lo anterior, en virtud de la notificación del oficio N° 197-TE-2021 por parte de esta oficina, relacionado con el cobro de sumas giradas de más según el oficio N° 113-2021 de esa Junta Administradora."
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Se acordó: 1) Tomar nota del correo electrónico emitido por la licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Área Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Departamento Financiero Contable, sobre la consulta efectuada por el pensionado estudiante nombre 001. 2 ) Resaltar que la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) establece en su artículo 227 inciso 1) la siguiente regla: “…Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: (…) 1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”. 3) Manifestar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial considera lo siguiente: a) La LOPJ establece una separación en el trato de los pensionados por orfandad que son menores de edad (a los cuales no se les exige ningún tipo de condición para percibir el derecho de pensión) y aquellos que son mayores de edad (a los que se les exige cumplir algún requisito para mantener dicho derecho por un plazo determinado). b) Dicha ley considera que las personas mayores de 18 años (ya considerados adultos en general ante cualquier ley) que se mantengan estudiando, podrán continuar percibiendo el beneficio, hasta alcanzar como máximo la edad de 25 años. c) Una vez alcanzada dicha edad, la pensión correspondiente caducará, independientemente de la situación socioeconómica del beneficiario o de si ha concluido o no sus estudios, entre otros factores. d) En su rol, la Junta Administradora del FJPPJ deberá velar porque exista un adecuado uso del beneficio que se otorga a la población conocida como “persona pensionada estudiante” mayor de edad, para lo cual se exige un satisfactorio rendimiento académico. 4) Señalarle al estimable pensionado estudiante nombre 001, que al cumplir mayoría de edad, todos los elementos que señala en su correo se ven supeditados a la obtención de resultados académicos satisfactorios y como máximo hasta cumplir los 25 años de edad, considerando que el beneficio económico que se percibe por parte de la población beneficiaria se considera como un todo, sin hacer separaciones en los montos que se destinen a entretenimiento, alimentación, vestido, matricula, entre otros; ya que en caso de aplicar su lógica, esta Junta Administradora del FJPPJ debería ajustar el monto de pensión para cubrir únicamente el equivalente al costo de matrícula de cada periodo lectivo. 5) En el caso bajo estudio, al tenerse como probado que el beneficiario no se encuentra cumpliendo con el requisito sine-quo-nom, cual es el estar cursando estudios en instituciones avaladas por esta Junta, se confirma el acto denegatorio del derecho de pensión tomado en sesión en la sesión N° 5-2021 del 01 de febrero del 2021, art VII. 6) El Macroproceso Financiero Contable, tomará nota para lo correspondiente. Se declara este acuerdo firme.”

Analizada por esta Junta la solicitud plantada por la integrante Moya Aguilar, se acordó por unanimidad: Revocar parcialmente el punto N° 5 del acuerdo tomado en sesión N° 9-2021, del 01 de marzo de 2021, artículo IV, para que se lea de la siguiente forma: 5) En el caso bajo estudio, al tenerse como probado que el beneficiario se encuentra cumpliendo con el requisito sine-quo-nom, cual es el estar cursando estudios en instituciones avaladas por esta Junta, se confirma el acuerdo tomado en sesión N° 5-2021 del 01 de febrero del 2021, artículo VII. En lo demás se mantiene incólume el acuerdo. Se declara acuerdo firme. 


Lic. Arnoldo Hernández Solano                      Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Presidente Junta Administradora                   Secretaria  Junta Administradora 

-o0o-
A las 12:22 horas terminó la sesión.
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29 de enero de 2021 
C-021-2021 


 
 
 
 
Señor 
Carlos Alberto Montero Zúñiga  
Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 
 
Estimado señor: 
 
Con la aprobación del señor Procurador General de la República me refiero a su oficio n.°393-
2020, del 26 de junio del 2020, que ingresó el 13 de julio siguiente, en el que nos pone en 
conocimiento del acuerdo del artículo X de la sesión n.°21-20, de las 8:30 horas del 22 de 
junio de 2020, de esa Junta Administrativa – en adelante la Junta –  en el que se dispuso en 
firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta 
consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue 
otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel 
presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. 
 
Sucede que las interrogantes a las que alude no están expresamente formuladas y remite al 
criterio legal emitido por la asesora jurídica de esa Junta, centrado en las competencias y la 
naturaleza jurídica del órgano consultante, las implicaciones que se derivan de esta, así como 
su ubicación dentro de la estructura del Poder Judicial, a partir de lo dispuesto por la Ley 
n.°9544 del 24 de abril de 2018, que modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial (n.°7333, del 
5 de mayo de 1993) – en adelante LOPJ o Ley n.°7333 – en lo relativo al régimen de 
jubilaciones y pensiones de dicho poder. Así, luego de referirse a los antecedentes normativos 
y administrativos que dieron lugar al nacimiento y puesta en funcionamiento de la Junta, 
señala que a tenor del artículo 239 de dicha ley, 83 de la  Ley General de la Administración 
Pública (n.°6227, del 2 de mayo de 1978) – en lo sucesivo LGAP –; el Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
emitido por la Corte Plena en su sesión n° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, 
así como con fundamento en las sentencias de la Sala Constitucional, números 2005-3629 de 
las 14:58 horas del 5 de abril de 2005 y 2019-21271 de las 12:10 horas del 30 de octubre de 
2019, así como de la Sala Primera de la Corte, n.°000221-A-2006, de las 15:40 horas del 26 
de abril del 2006 y nuestros pronunciamientos OJ-115-2005 y C-178-95, el órgano consultante 
ostenta un grado de desconcentración máxima – lo que según el aludido criterio, “también 
incluye la dotación de personería (sic) jurídica instrumental” – para la “administración plenaria 
respecto del Fondo”; adicionalmente, goza de autonomía administrativa y técnica en la toma 
de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, abarcando el conocimiento y aprobación 
de las solicitudes presentadas, así como el total manejo en los dineros que nutren el régimen 
(recaudo e inversiones), al igual que en la regulación y decisión de nombramientos, 
suspensión, remoción y sanción del personal que le asista. También, se le permitió modificar 
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– cuando proceda – los parámetros de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes 
y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley. Lo que la lleva a afirmar que ni la Corte Plena, ni el Consejo Superior podrían sustituirla 
en el ejercicio de esas competencias, toda vez que la Ley n.° 9544 y, en particular, su 
transitorio I, vino a derogar las funciones que el Consejo Superior tenía con respecto al Fondo 
(plasmadas en los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la LOPJ). Tampoco, añade, podrían 
girarle ordenes, directrices o circulares respecto de la labor sustancial que a esa Junta le fue 
encomendada legalmente. Agrega, que se le confirió “personería (sic) instrumental para que 
pueda representar en pleno al Fondo y ejerza sus labores sustanciales sin injerencia alguna y 
pueda con mayor agilidad gestionar recursos materiales y humanos para dar cumplimiento a 
las competencias asignadas”. Apunta que, para el cumplimiento de sus cometidos, la Junta 
cuenta con la potestad reglamentaria, de conformidad con el artículo 242 de la Ley n.°7333, 
para emitir el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
que deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Por otro lado, señala 
que la Junta tendría su propia fuente de financiamiento, que sería una comisión por gastos 
administrativos, producto de la deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen 
los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos, aclarando que “no implica la 
autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades presupuestarias 
y de recursos que requiere su continuidad, para el buen funcionamiento del Fondo”; pues se 
está en presencia de una desconcentración y no de una descentralización de instituciones 
públicas. En otro orden de consideraciones, señala que de conformidad con el artículo 240 de 
la Ley n.°7333, el mecanismo de elección estaría a cargo del colectivo judicial y de la Corte 
Plena, para lo que emitió el citado Reglamento de integración de la Junta, que regula la 
escogencia de sus miembros, en el que por la participación de distintos órganos del Poder 
Judicial en dicho procedimiento de designación (Dirección de Gestión Humana, Comisión de 
Nombramientos, Tribunal Electoral Judicial), le resulta “evidente que el Poder Judicial proveyó 
de toda su estructura administrativa, a la Junta, en lo relativo a su conformación y entrada en 
funciones, así como respecto de su continuidad cuando deba elegirse nuevamente a los 
integrantes de esta, por lo que se visualiza una activa transferencia de actuaciones 
administrativas de este Poder para con la Junta.” 
 
El criterio legal anterior fue ampliado mediante informe de fecha 7 de diciembre de 2020, 
intitulado “Determinación del régimen jurídico de los colaboradores de la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir si se encuentran o no, 
cubiertos por el régimen aplicable a los funcionarios del Poder Judicial”, que indica, se emite 
por solicitud de la SUPEN. Por lo que, tomando en consideración la naturaleza jurídica de esa 
Junta, el artículo 239 de la LOPJ – con su reforma por la Ley n.°9544 – y nuestro dictamen C-
282-2004, del 1 de octubre, concluye en lo que interesa:  
 


“5.4. Los colaboradores de la Junta, aunque adscritos a esta, son empleados 
del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica 
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instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo 
que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, 
pues, la Junta sigue aunque independiente, siendo un órgano del Poder 
Judicial (norma 239 de la LOPJ). 
5.5. El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es 
el mismo que el que se contempla para el colectivo judicial, claro está, con 
las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus 
competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero 
en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder 
Judicial.” 
 


Por otro lado, se estimó oportuno contar con el criterio de la SUPEN acerca de la presente 
consulta, antes de emitir el pronunciamiento solicitado, el que fue rendido mediante oficio n.° 
SP-1399-2020, del 30 de octubre, en el que señala que coincide con la apreciación acerca de 
que la Junta es un órgano desconcentrado en grado máximo con personalidad jurídica 
instrumental del Poder Judicial, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de 
decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de 
dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del 
fondo, a tenor de los artículos 239 y 240 de la LOPJ, sin bien no se halla desligado 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento. En ese 
sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia 
exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún 
el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones 
de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la 
independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la 
administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe 
sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la SUPEN. Como parte de esa independencia y de contar con 
personalidad jurídica instrumental, la Junta puede dictar normas para el nombramiento, la 
suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así como aprobar el plan anual operativo, 
el presupuesto de operación, sus modificaciones y liquidación anual. Además, concuerda 
también en que, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta 
se financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
propio Fondo. También se refiere a la necesidad y relevancia de establecer la naturaleza 
jurídica de la Junta como un órgano de máxima desconcentración, con personalidad jurídica 
instrumental y con las capacidades técnicas necesarias, destinadas exclusivamente a la gestión 
del Fondo, ya que exige una administración especializada y con amplios conocimientos en 
administración, contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros; como así lo 
expuso en el expediente legislativo n.°19.922. Por lo mismo, apunta que aun cuando el 
Convenio de cooperación interinstitucional que suscribió desde el 27 de enero de 2020 con el 
Poder Judicial, para su constitución y puesta en operación le ha permitido a la Junta contar 
con los recursos y el apoyo logístico necesario, a través de la Dirección Ejecutiva, el 
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Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 
Área Jurídica del Poder Judicial, aparte de proporcionársele un espacio físico, la normativa de 
Conassif y la SUPEN, en especial, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el 
primer órgano en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 
celebradas el 8 de noviembre del 2016, exige que la Junta satisfaga una serie de 
requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de las inversiones 
(verbigracia, el nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de 
un encargado de la función de cumplimiento), los que explica no han sido ejecutados debido 
a las dudas que la Junta mantiene acerca de su naturaleza jurídica y el alcance de sus 
potestades a nivel presupuestario, disciplinario y de manejo del recurso humano. En particular, 
si el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que para 
esa Superintendencia justifica la pertinencia de contar con un pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que evacue estas inquietudes para el proceso de 
conformación de la estructura con que debe contar la Junta consultante.  
 
 
A. LA NATURALEZA DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA COMO UN ÓRGANO DE 
DESCONCENTRACIÓN MÁXIMA DEL PODER JUDICIAL DOTADO DE PERSONALIDAD 
JURÍDICA INSTRUMENTAL 
 
Según se indicó al inicio, se plantea de forma muy general la duda acerca de la naturaleza 
jurídica de la Junta y los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos 
presupuestario y de personal. Siendo la SUPEN la que pide precisar, como parte de la consulta, 
si el recurso humano de la Junta se halla cubierto o no por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial.  
 
La amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos 
que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta, ante la 
posibilidad de que nos extralimitemos indebidamente en aspectos no peticionados 
expresamente por la Administración consultante, dado el carácter vinculante de nuestros 
dictámenes; sin perjuicio de que cualquier precisión adicional que requieran acerca de su 
constitución y competencias, puedan formularla después a la Procuraduría en una gestión 
futura.  
 
Dicho esto, tenemos que, en efecto, fue con la modificación hecha por la Ley n.°9544 a la 
LOPJ, que se creó la aludida Junta, se establecieron sus funciones y fuente de financiamiento; 
determinando también su forma de integración y operación. Interesa, en particular, de esta 
reforma, el artículo 239 vigente que dispone: 
 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 
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con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 
las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias. 
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 
inválidos. 
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 
normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen). 
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 
normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 
Pensiones. 
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 
sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 
presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de 
la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar 
los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 
elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 
Régimen. 
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 
deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 
Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 
administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 
previsto en el artículo 237 de esta ley.” (El subrayado no es del original).  
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Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito, la Junta al tiempo que 
se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, 
se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones 
técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo 
la potestad contenida en la letra h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover 
y sancionar a su personal – aspecto al que nos referiremos en el apartado siguiente – así como 
para aprobar su plan anual operativo. 
 
La forma jurídica más adecuada para compaginar estas dos características dadas por el 
legislador a la Junta – como órgano con independencia plena o completa –  es entendiendo, 
según se indica en los dos criterios precedentes de la asesora jurídica y de la SUPEN, que 
tiene la naturaleza de un órgano desconcentrado en grado máximo, en los términos del artículo 
83 de la LGAP.  
 
Como sabemos del tenor literal del apartado 3 de la citada disposición, por virtud del grado 
máximo de desconcentración, el órgano inferior que la ostenta queda exceptuado de órdenes, 
instrucciones o circulares del jerarca en el ámbito competencial o materias que en función de 
esta técnica organizativa, le corresponde resolver en definitiva a aquél con carácter exclusivo 
y excluyente, aun cuando siga perteneciendo a la misma estructura jerárquica del titular 
originario de dichas atribuciones (ver al respecto, entre muchos otros, nuestros 
pronunciamientos C-086-91, del 23 de mayo y C-104-91, del 19 de junio, ambos de 1991; C-
004-1993, del 4 de enero de 1993; C-159-96, del 25 de setiembre y C-171-96, del 18 de 
octubre, ambos de 1996; C-033-2002, del 28 de enero de 2002; C-217-2007, del 3 de julio de 
2007; C-203-2008, del 13 de junio de 2008; C-003-2009, del 19 de enero, OJ-004-2009, del 
21 de enero, C-084-2009, del 20 de marzo, C-276-2009, del 13 de octubre todos del año 2009 
y C-166-2016, del 5 de agosto de 2016). 
 
En ese sentido, en el dictamen C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvimos:  
 


“2.- La competencia desconcentrada 
La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor 
de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 
ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.  
Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 
competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una 
materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la 
necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera 
que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa 
perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 
órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la 
estructura originaria.  
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Normalmente se considera que la desconcentración es uno de los límites más 
importantes a la jerarquía. Esta es una técnica de descongestión de la 
jerarquía, que ya que la transferencia de competencias decisorias implica un 
cambio en la titularidad de las competencias y no solo en su ejercicio, como 
sí sucede en la delegación. Por medio de este mecanismo, el órgano inferior 
se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad, no obstante lo 
cual mantiene su condición de órgano y por ende, parte de la organización 
que desconcentra. 
Como indicamos en el dictamen N° C-159-96 de 25 de setiembre de 1996, 
con la desconcentración se quiebra el principio jerárquico por cuanto el 
jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia 
desconcentrada, así como existe la posibilidad de que se elimine el 
agotamiento de la vía administrativa. En último término, en el caso de 
desconcentración máxima el jerarca pierde el poder de mando e instrucción 
sobre el órgano desconcentrado. Así, el órgano desconcentrado puede 
ejercer en propio nombre, y no en el de otro ente u órgano al que pertenece, 
la correspondiente competencia desconcentrada. La desconcentración 
máxima se convierte, de esa forma, en el mayor límite a la relación de 
jerarquía, en cuanto impide al jerarca el ejercicio de los poderes de mando 
y de instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación. 
En palabras de la Sala Constitucional: “De manera que existe 
desconcentración administrativa cuando por norma legal se atribuye a un 
órgano inferior del ente una competencia exclusiva, con algún grado de 
autonomía, con lo que se produce la pérdida de la competencia por parte del 
superior jerárquico, de donde, su condición nunca puede ser igual a la del 
superior, aun cuando se trate del grado máximo de la desconcentración”. 
Sala Constitucional, resolución 9563-2006 antes citada. 
 


De conformidad con lo expuesto, se justifica la configuración de la Junta como un órgano de 
desconcentración máxima, tomando en cuenta la especialidad técnica de la materia tan 
sensible sobre la que le corresponde resolver y que la letra a) del artículo 239 bajo estudio, 
resume en “Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder 
Judicial”, con todo lo que ello supone y que los demás incisos del mismo precepto terminan 
de desarrollar, tal como  estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión de 
los afiliados al fondo y de reingreso, hacer estudios actuariales, decidir cómo se van a invertir 
los recursos del fondo de acuerdo con la normativa aplicable; que en su conjunto constituye 
la materia desconcentrada que se le arrebata, por así decirlo, al poder de decisión del superior 
jerarca. 
 
En efecto, de forma correlativa a las competencias que se le atribuyen al órgano consultante 
por el referido artículo 239, el artículo 2 de la Ley n.°9544 derogó las propias que tenía el 
Consejo Superior del Poder Judicial sobre el particular, en los incisos 12, 13, 14 y 15 del 
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artículo 81 de la LOPJ, órgano al que se le confiaba la administración del Fondo de Pensiones 
y Jubilaciones del Poder Judicial, “de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la 
Corte Suprema de Justicia”, así como el otorgamiento de toda clase de jubilaciones y pensiones 
judiciales; reforzando de esta forma la noción de que el poder de decisión último en la 
administración del fondo le corresponde en este momento exclusivamente a la Junta.  
 
Por otro lado, la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se 
garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo 
Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, 
se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio 
de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca 
dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la 
mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ. 
 
Pero, en todo caso, el artículo 241 de la misma Ley confía la supervisión y regulación de la 
materia desconcentrada a favor de la Junta a la SUPEN y al Conassif, respectivamente, 
mientras que el artículo siguiente, sujeta a la aprobación de la Superintendencia la aprobación 
del Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial elaborado 
por la Junta; como claros ejemplos de que la competencia desconcentrada se guíe por criterios 
técnicos y objetivos, en aras de asegurar la seguridad, liquidez y sostenibilidad del fondo en 
beneficio de todos sus afiliados.  
 
En otro orden de consideraciones, el antepenúltimo párrafo del aludido artículo 239 le otorga 
personalidad jurídica instrumental a la Junta. Contrario a lo afirmado por la asesoría jurídica 
de la Junta, el dotar de personalidad instrumental – no de “personería”, como por error se 
suele confundir, pese a tratarse de nociones distintas1 – a un órgano no es una consecuencia 
de la desconcentración de competencias.  
 
En otras palabras, para ejercer las competencias desconcentradas no se requiere de 
personalidad jurídica. Por el contrario, el otorgamiento de la personalidad instrumental cobra 
sentido cuando al órgano se le permite administrar determinados recursos, como con toda 
claridad sucede con la Junta a la que, como ya indicamos, se le encomienda la administración 
del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, a la vez que le 


                                                           
1 Ya en otras ocasiones la Procuraduría ha advertido de esa confusión en el uso de ambos conceptos: “Es necesario 


aclarar, en todo caso, que jurídicamente los términos "personería jurídica" y "personalidad jurídica" no son 


sinónimos. El primero se refiere a la representación de un determinado ente. La persona pública tiene personeros 


porque es un centro de imputación de derechos y obligaciones y como tal requiere representantes. La persona 


jurídica actúa a través de sus representantes, que son sus personeros. Ciertamente, en algunas ocasiones el 


legislador confunde "personalidad" y "personería" y en otras, señala que determinados funcionarios serán los 


personeros de un órgano. No obstante, estas deficiencias técnicas en que incurre el legislador no pueden conducir 


a considerar que el órgano constituya persona jurídica y pueda, entonces, ser considerado un ente público 


descentralizado” (dictamen C-201-2003, del 27 de junio, y en el mismo sentido, el pronunciamiento OJ-144 -


2016, del 18 de noviembre).  
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sirve para ejercer las acciones de cobro necesarias a que hace referencia la letra c) del artículo 
239 de repetida cita.  
 
Según lo hemos advertido también en otras oportunidades, el efecto propio de la personalidad 
jurídica instrumental reside en la titularidad de un presupuesto propio, por ende, 
independiente del presupuesto del organismo del que forma parte y la posibilidad de contratar 
con base en ese presupuesto: “Típicamente, la personalidad jurídica instrumental habilita al 
órgano inferior para administrar y ejecutar su presupuesto, con independencia de la gestión 
presupuestaria del Ente al que pertenece. Igualmente, la personalidad jurídica instrumental le 
permite celebrar contratos con cargo a su propio presupuesto. Pero, en modo alguno, esto 
conduce a considerar que el órgano con personalidad jurídica instrumental, constituya una 
suerte de ente autónomo.” (OJ-125-2008, del 14 de noviembre de 2008, el subrayado no es 
del original y en igual sentido, puede verse el dictamen C-305-2009, ya mencionado). 
 
Esta última consideración es importante resaltarla, respecto a que el otorgamiento de 
personalidad jurídica instrumental a la Junta no debe confundirse en modo alguno con la 
creación de una nueva persona jurídica, ni lleva implícita una descentralización de funciones 
o considerarla parte de la Administración descentralizada; pues debe quedar claro que forma 
parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder, según lo precisamos líneas atrás.  
 
Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos 
párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en 
que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo 
cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es 
titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.  
 
Por lo demás, la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta cumplir con las 
competencias que tiene encomendadas con mayor eficiencia y celeridad en la contratación de 
personal, bienes y servicios que le fueren indispensables para el cumplimiento de la función 
que le fue transferida, en el entendido de que la ley le faculte expresamente para ello (ver en 
esa línea, la sentencia de la Sala Constitucional n.° 2006-9563 de las 16:06 horas del 5 de 
julio del 2006). 
 
Finalmente, la atribución de personalidad jurídica instrumental a la Junta le permite asumir la 
representación del Fondo, como universalidad o patrimonio separado o autónomo que es del 
patrimonio de la propia Junta y del patrimonio del Poder Judicial, según lo establece el 
antepenúltimo párrafo del artículo 239 y el artículo 235 de la LOPJ.  
 
 
B. LA POTESTAD DE LA JUNTA EN EL MANEJO DEL RECURSO HUMANO A SU 
CARGO EL QUE, EN TODO CASO, SE HALLA CUBIERTO POR EL RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE AL RESTO DE FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL 
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Uno de los ámbitos en que la Junta solicita criterio de cómo se manifiesta su naturaleza como 
órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial es lo relativo al manejo del recurso 
humano a su cargo y la potestad disciplinaria, ante lo que la SUPEN plantea la inquietud de si 
el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que la 
asesoría jurídica del órgano consultante responde afirmativamente con fundamento en nuestro 
dictamen C-282-2004. 
 
En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la 
competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, 
la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina 
parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de 
los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”.  
 
Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya 
desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo 
del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero).  Obsérvese, en primer 
lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, 
remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el 
conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – 
sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores 
en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, 
se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. 
En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el 
procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de 
esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso 
sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración 
reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. 
 
Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta 
se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir 
que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus 
funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la 
gestión de los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de 
desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial.    
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por 
el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, 
ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación 
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de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina 
reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 


“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS 
DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad 
Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el 
Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son 
órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello 
no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una ordenada 
distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. 
Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio 
de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. 
A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que 
prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el 
ente u órgano al que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de 
imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea 
una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de 
competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido 
expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir 
siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra… 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se 
desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la 
estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones 
desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan 
sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como 
servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado 
en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 
junio; y C-280-2019, del 1 de octubre). 


 
 
C. CONCLUSIÓN:  
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:  
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es 
un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el 
aludido fondo. 
 


2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes 
– incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos 
a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público. 


 
 


Atentamente,  
 
 
 


Alonso Arnesto Moya  
Procurador 


AAM/hsc 
 
C:  Señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente, Superintendencia de Pensiones 
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Administración del Fondo de Jubilaciones y 


pensiones del Poder Judicial (FJPPJ): 


El FJPPJ fue creado el 09 de junio de 1939 bajo la 


administración directa del estimable Consejo Superior y de la 
honorable Corte Plena; no obstante, el 22 de mayo de 2018 se 


crea la Junta Administradora del FJPPJ en adelante (la Junta), 


la cual es el órgano encargado de administrar este régimen de 
pensiones, y está debidamente constituida, conformada y 


habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al 


amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 


A continuación, se muestra la conformación y puestos de la 
Junta periodo 2020. 


 
Cuadro N°1. 


Conformación de la Junta Administradora 


Representación Corte Plena 


Nombre Puesto 


Titulares 
Máster Carlos Montero 


Zúñiga.  


Presidente 


Licenciada Ingrid Moya 


Aguilar. 


Tesorera 


Máster Miguel Ovares 


Chavarría. 


Director 1 


Suplentes 


Licenciado Parris Quesada Madrigal 


Licenciado Juan Carlos Segura Solís 


Máster Rodrigo Arroyo Guzmán 


 


Cuadro N°2. 


Conformación de la Junta Administradora 


Representación Colectivo Judicial 


Nombre Puesto 


Titulares 
Licenciado Arnoldo 


Hernández Solano. 


Vicepresidente 


Licenciada Ana Lucrecia 


Ruiz Rojas. 


Secretaria 


Máster Mauricio Villalta 


Fallas. 


Director 2 


Suplentes 


Licenciado. Freddy Chacón Arrieta 


Máster Alexander Arguedas Vindas. 


Destaca que, el 27 de enero de 2020 la Junta y el Poder Judicial 


acordaron un convenio donde establecieron los términos y 


condiciones bajo los cuales el Poder Judicial dará servicios, 
recursos, y el apoyo logístico necesario en préstamo temporal 


a la Junta Administradora. De ahí que, posee una estructura 


administrativa consolidada y liderada por la Dirección 
Ejecutiva. Además, de acuerdo con las buenas prácticas y como 


lo establece la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), 


cuenta con comités técnicos, los cuales se detallan a 
continuación:  


 
Gráfico N°1. 


Conformación de los Comités Técnicos 


Al 31 de diciembre de 2020.


 


 
Es importante mencionar que, los miembros de los comités 


técnicos cuentan con la experiencia y formación en materia 


económica, financiera y bursátil. Además, cumplen con los 
requisitos que establece la SUPEN. 


Declaración de los riesgos del portafolio y resumen del 


apetito por riesgo:  


 
Al 31 de diciembre de 2020, la cartera de inversiones del FJPPJ 


posee un valor facial colonizado de ¢607.350.647.649,32; 
contiene 505 títulos valores, concentrados en 48 instrumentos 


financieros. Destaca que, el portafolio de inversiones tiene un 


valor de mercado de ¢607.775.238 .193,18 
 


Indudablemente, los mercados financieros, están expuestos a 


riesgos. Los cuales se exponen en la Declaración de Apetito por 
Riesgos aprobada por la Junta en la sesión N° 20-2020 


celebrada el 15 de junio del 2020. 


 
Es importante mencionar que, la SUPEN consideró razonable 


y pertinente clasificar los activos financieros adoptando la 


Norma Internacional de Información Financiera (NIIF 9). De 
ahí que, en función de los objetivos del FJPPJ, se optó por 


clasificar los instrumentos del portafolio de inversiones y 


calcular los indicadores de riesgos financieros de acuerdo con 
su clasificación como: al costo amortizado (CA) y al valor 


razonable con cambios en otros resultados integral (VRCRI). 


 
A continuación, se muestra la conformación de la cartera de 


acuerdo con el modelo de negocio:  


 
Gráfico N°2. 


Composición del Portafolio de Inversiones a Valor de Mercado 


De acuerdo con el Modelo de Negocio 


 
Fuente: Proceso de Riesgos y Proceso de Inversiones. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, al cierre de diciembre 


de 2020, los instrumentos de la cartera de inversiones 


clasificados como VRCRI corresponden al (76,00%) y CA al 
(24,00%). En síntesis, los instrumentos clasificados como CA 


se mantienen hasta el vencimiento y los VRCRI mantienen 


dentro de un modelo da opción, su venta antes de su 
vencimiento. 
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es • MBA. Carlos Montero 
Zuñiga (Presidente) (voz y 
voto).


• MBA. Mauricio Villalta 
Fallas (Vicepresidente) (voz 
y voto).


• MBA. Miguel Ovares 
Chavarría (Director) (voz y 
voto).


• Licda. Ana Lucrecia Ruiz 
Rojas (Directora) (voz y 
voto).


• MBA. Eddy Velásquez 
Chávez (Asesor externo) 
(voz y voto).


• MPM. Oslean Mora Valdez 
(Secretario de Actas).


• Lic. Fabián Salas Fernández 
(Apoyo Técnico). 


C
o


m
it
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d
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R
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sg


o
s • M.Sc. Ronald Chaves Marín.  


(Presidente y Asesor 
externo) (voz y voto).


• Licda. Ingrid Moya 
Aguilar(Vicepresidenta) (voz 
y voto).


• MGR. Alexander Arguedas 
Vindas (Director) (voz y 
voto).


• MBA. José Andrés Lizano 
Vargas. (Secretario de 
Actas).


• MBA. Rodolfo Román Taylor  
(Apoyo Técnico).


Comité de    
Auditoría


• Lic.Arnoldo Hernández Solano. (Presidente) (voz y voto).


• Lic. Óscar Víquez Trejos. (Vicepresidente) (voz y voto).


• Lic. Parris Quesada Madrigal. (Director) (voz y voto).


• Lic. Rodrigo Arroyo Guzmán. (Director)  (voz y voto).


146 985 784 279,22; 
24%


460 789 453 913,96; 
76%


Costo Amortizado Valor Razonable







 


En general, el apetito por riesgo va ligado al perfil de riesgos 


“Moderado” del FJPPJ, el cual busca un balance entre 


estabilidad, diversificación y apreciación de la cartera. Apunta 
hacia una rentabilidad real positiva. 


 
Gráfico N°3. 


Conformación por Sector del Portafolio de Inversiones con 


respecto del activo total de FJPPJ. 


Según el Valor de Mercado al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Proceso de Riesgos y Proceso de Inversiones. 


 


Activos administrados y proporciones autorizadas: 
 
La supervisión y la regulación del FJPPJ está a cargo de la 


SUPEN. En el Reglamento de Gestión de Activos (R.G.A) se 
establecen los lineamientos que se deben aplicar en la 


administración de los activos, los cuales incluyen los emisores, 


los tipos de transacción y los límites autorizados. 
 


No obstante, los límites del RGA no constituyen la política de 


inversión para los fondos administrados, por lo cual, se cuenta 
con un margen prudencial sobre cada límite de inversión 


normativo considerando el Marco de Gestión de Riesgos, la 


volatilidad y composición del portafolio de inversiones, la 
estructura del mercado costarricense y las restricciones de 


inversión que se tienen actualmente. 


 
Destaca que, los limites prudenciales fueron aprobados por la 


Junta en la sesión N° 20-2020 celebrada el 15 de junio del 2020, 


y son actualizados al menos una vez al año. 
 


 


 


Portafolio de inversiones y su comparación con los 


límites establecidos. 
 


Considerando los límites actuales de la SUPEN y los límites 
prudenciales normativos, se están tomando las medidas para 


ajustar los siguientes límites: 


 
Tabla N°1. 


Exceso de límites de acuerdo con el (R.G.A) y los límites 


prudenciales del FJPPJ. Al 31 de diciembre de 2020 
Artículo Criterio Límite 


R.G.A 
Límite 


Prudencial 
FJPPJ 


Actual Diferencia 


N°70. Instrumentos “no 


autorizados”. 


0,00% 0,00% 21,24


% 


21,24% 


Fuente: Proceso de Riesgos y Proceso de Inversiones. 


 


Es importante mencionar que, el portafolio invirtió en 


instrumentos que el marco normativo aplicable en su momento 


permitía, pero que en el nuevo marco normativo de la SUPEN 


clasifica como instrumentos “no autorizados”, mismos que están 


siendo gestionados para su alineamiento.  


 


De hecho, se están clasificando como instrumentos no 


autorizados, pero en ningún momento se ha irrespetado la 


normativa actual. 


 


Resumen de políticas ante excesos de inversiones y 


pérdida de requisitos. 


 
Antes que nada, se respetarán los límites internos y los 
establecidos en el Reglamento de Gestión de Activos, así como 


la normativa vigente.  


 
En definitiva, en caso de presentarse algún exceso o pérdida de 


requisito de valores se cumplirá con lo establecido en la circular 


SP-A-208-2019 de la SUPEN. 
 


Porcentaje de comisiones al afiliado y pensionado: 
 


Para cubrir gastos administrativos, de los salarios de los 


servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones 
a cargo del FJPPJ, se aportan ¢5 por cada ¢1000 recibidos. 


 


 


 


 


Detalle de rendimientos reales de los últimos cinco 


trimestres: 


 
Gráfico N°4. 


Rendimiento Real del Portafolio de Inversiones. 


Al 31 de diciembre de 2020 


 
Fuente: Proceso de Riesgos y Proceso de Inversiones. 


 
Es importante mencionar que, el rendimiento objetivo es 


calculado en función a un portafolio benchmark. A partir del año 
2020 se estableció un rendimiento real objetivo del 4,90%. 


 


Datos del contacto:  


 


 
 


Ingrese a: https://fjp.poder-judicial.go.cr/index.php/informes/folleto-


anual-fjppj  
 
 


Fecha de actualización del documento: 31 de diciembre 2020.  
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INFORME MENSUAL DE COYUNTURA ECONOMICA 


FEBRERO 2021 


 


I.  RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO NACIONAL 
 


 
Resumen de las principales variables macroeconómicas nacionales.    


 


• Inflación. La inflación de enero, medida con la variación interanual del IPC, se 


ubica en 0,18%. Este indicador presenta un aumento interanual de 7 p.b., 


cerrando en 0.96% en enero 2021; por debajo del rango meta del BCCR (3%+-


1 p.p.). 


 


• Tasas de interés. La tasa básica no ha sufrido cambios desde el 4 de febrero, 


cuando había bajado 5 puntos porcentuales (3.55% a principios de dicho mes). 


 


• Índice Mensual Actividad Económica. La tendencia ciclo del IMAE, exhibe 


tasas de variación interanuales negativas desde marzo 2020.  


En diciembre, la variación en el nivel de la tendencia ciclo respecto del mismo mes 


de 2019 fue de -4,7%. A pesar de la profunda contracción interanual, diciembre es 


el quinto mes consecutivo en el que la aceleración del indicador es positiva. 


 


• El tipo de cambio.  En ventanilla al 17 de febrero se ubica en ₡618,0/ ₡605,0, 


con relativa estabilidad. Por su parte, el tipo de cambio promedio Monex a 


finales de enero disminuye respecto del mes anterior en ₡1.12, cerrando dicho 


mes en ₡614.31; al 17 de febrero el promedio ponderado se ubica en ₡ 612,64.  


En las últimas semanas se ha observado una relativa estabilidad del precio de 


la divisa, lo que ha permitido al Banco Central disminuir sus intervenciones en 


el mercado cambiario, lo que, junto con una demanda moderada del SPNB, ha 


permitido un crecimiento de las reservas internacionales. 


 


• Tasas de interés y rendimientos.  En la variación mensual, la curva soberana 


en colones muestra un nivel similar en la mayoría de nodos y en algunos plazos 


se presentan desplazamientos mixtos. En los nodos de muy corto plazo se 
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presentan desplazamientos al alza, que alcanzan un máximo de 32 pb en el 


nodo de 120 días; en nodos superiores a los dos años la curva se desplazó 


hacia la baja, hasta una disminución máxima de 85 pb en el nodo de 4 años. En 


cuanto a la curva de dólares locales, en el último mes predominan los 


movimientos a la baja, principalmente en los nodos de 150 días y superiores. 


La disminución más significativa corresponde a 168 pb en el nodo a tres años.  


 


• El Banco Central no reporta nuevos datos sobre el sector externo, ni sobre la 


evolución reciente de la situación fiscal. 


 


• Ingreso. El golpe de la crisis ocasionada por la pandemia ha sido devastador, no 


solo en términos fiscales para el país, sino también para la economía de los 


ciudadanos, lo cual se demuestra en los recursos disponibles que tuvo el 


costarricense para consumir o ahorrar. En efecto, el ingreso nacional disponible 


per cápita de los costarricenses cayó en 356.000 en 2020 y se estima que lo 


perdido no se recuperará este año, probablemente hasta el 2022 se vuelvan a 


ver cifras similares a la pre pandemia. 


 


 


Información gráfica. 
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II. RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO INTERNACIONAL 


• La incertidumbre mundial alcanzó un nivel sin precedentes al comienzo 


del brote de COVID-19 y sigue siendo elevada. El índice de incertidumbre 


mundial muestra que, aunque la incertidumbre ha disminuido en torno a un 60% 


desde el máximo observado al inicio de la pandemia en el primer trimestre de 


2020, sigue estando aproximadamente un 50% por encima de su promedio 


histórico entre 1996 y 2010. 


 


• El crecimiento económico de las principales economías de importancia sistémica, 


como son las de Estados Unidos y la Unión Europea, es un factor 


impulsor fundamental de la actividad económica en el resto del mundo. En este 


caso también se trata o refleja el nivel de incertidumbre mundial.  Por tanto, 


mientras persista la incertidumbre en esas dos zonas, es de esperar que tengan 


fuertes repercusiones en la actividad económica del resto del mundo.  


 


• Los indicadores anticipados, como la producción industrial y las ventas 


minoristas, señalaban a que el repunte habría continuado en el último trimestre 


de 2020, impulsado por un considerable estímulo fiscal, condiciones financieras 


internacionales favorables y la resiliencia y adaptación de los agentes 


económicos ante la nueva realidad. 


 


• No obstante, esta recuperación que ya de por sí era desigual en muchos países, 


incluyendo América Latina, se ha visto amenazada por el reciente 


recrudecimiento de la pandemia y la reintroducción de medidas de contención 


más estrictas en algunos países, así como por las repercusiones de la 


desaceleración de la economía mundial.  Por ejemplo, las cifras de nuevas 


infecciones y muertes han aumentado en los últimos dos meses en América del 


Sur y América Central, si bien se notan indicios de estabilización más 


recientemente. Los sistemas de salud se encuentran bajo intensa presión en 


muchos países y la intensidad con la que se realizan las pruebas de detección 


sigue siendo baja en comparación con la de las economías avanzadas y otras 


economías emergentes, pese a ciertas mejoras registradas desde agosto. 


 


• Riesgos para la recuperación.  Los costos sociales y humanos de la pandemia 


han sido enormes, y hacen que se cierna una gran sombra los pronósticos.  Por 


ejemplo, en América Latina más de 18 millones de personas han sido infectadas 


y la cifra de muertos asciende a medio millón.  Se estima que más de 17 millones 


de personas han entrado en una situación de pobreza, el empleo permanece 


por debajo de los niveles previos a la crisis y es probable que la desigualdad 


haya aumentado en la mayoría de los países. 


 



https://blogs.imf.org/2020/04/04/global-uncertainty-related-to-coronavirus-at-record-high/

https://worlduncertaintyindex.com/

https://worlduncertaintyindex.com/
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• La incapacidad para contener las nuevas infecciones, la imposición de nuevos 


confinamientos y el consiguiente cambio de comportamiento de la gente 


supondrán, en suma, un lastre para el crecimiento. Una recuperación más débil 


en los mercados laborales infligiría un daño social más permanente. 


 


• Por otra parte, un cambio repentino en la actitud de los inversionistas 


internacionales podría generar presiones sobre los países que adolecen 


vulnerabilidades fiscales y externas.  


 


• Por el lado positivo, la eficacia de las campañas de vacunación y contención de 


la pandemia, que cuentan con el firme compromiso de la mayoría de los países, 


y un apoyo fiscal adicional, sentarían las condiciones para una recuperación 


más rápida. 


 


 


III. EFECTO SOBRE LOS PORTAFOLIOS DE INVERSIÓN 
 


➢ Rendimiento. Las menores tasas de interés que siguen prevaleciendo 


significan menor rendimiento de las carteras, por lo que, posiblemente 


estaremos ante ese impacto adverso y generalizado en los meses siguientes. 


 


➢ Liquidez. Aunque el país no ha presentado problemas de liquidez, este sigue 


siendo un tema prioritario, tanto para el sector financiero como para el Gobierno 


Central. Se sigue insistiendo en la necesidad de que el FJPPJ mantenga un 


seguimiento continuo a esta variable (efectivo y del mercado). 


 


➢ Tipo de cambio.   Como se ha venido indicando y a pesar de la relativa 


estabilidad de las últimas semanas, el valor de la divisa es una variable muy 


sensible a la actividad de los sectores generadores de divisas y a las 


negociaciones con el FMI. Bajo ciertas condiciones, se estima que la 


devaluación de este año pueda estar alrededor del 7%, con lo que el tipo de 


cambio (venta) podría llegar a un monto entre ¢645 y ¢650. Se recomienda 


cautela, no colonizar posiciones en dólares y seguir impulsando   el proyecto 


estratégico de incursionar en los mercados internacionales. 


 


➢ Inflación.  Continúan las fuerzas deflacionarias, tanto a nivel nacional como 


mundial, lo que se traducen en más presiones hacia la baja en tasas de interés 


y, por ende, la tendencia de menor rendimiento para las carteras. 


 


➢ Situación fiscal.  Persiste y se profundiza la grave situación en el 2021, con los 


agravantes indicados en la sección de coyuntura nacional.  Esta situación podría 


implicar fuertes presiones de liquidez para el Gobierno, por lo que, la falta de 


respuestas convincentes y efectivas por parte del país mantienen latentes los 
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dos riesgos ya mencionados en informes anteriores: la probabilidad de un 


default por parte del Gobierno y la posibilidad de una nueva degradación en la 


calificación del riesgo país de Costa Rica; ambos con efectos desastrosos para 


los inversionistas en general y para los fondos de pensión en particular.  


También durante las últimas semanas se han dado indicios de imponer un 


tributo a los fondos de pensión, lo cual traería consecuencias importantes, 


principalmente, en materia de rendimiento, que afectaría directamente las 


pensiones vigentes y futuras de los afiliados. 


 


➢ Mercados internacionales. Aunque presenta algunos indicios de mejora, 


continúa latente la amenaza de una eventual crisis financiera mundial, producto 


de la pandemia, así como la incertidumbre que pueda causar la intensificación 


de nuevos rebrotes, así como cambios geopolíticos (principalmente por el 


cambio de Gobierno en los EEUU). .  Es posible que continúen las bajas tasas 


de interés, lo que lógicamente seguiría afectando fuertemente a la economía 


costarricense y sus agentes.   


 


 


 


 


 


 


 


 


Ronald Chaves Marín 


Miembro Externo del Comité de Riesgos y Asesor de Riesgos 
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PE-DAE-1052-2020 
09 de Noviembre de 2020 


 
 
 
Ingeniero 
Luis Gerardo Ramírez Salas, Jefe 
Subárea Administración de Cuenta Individual - 9112 
 
 
ASUNTO: Traslado de cuotas aportadas, del Régimen de Pensiones y Jubilaciones 


del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. 
 
Estimado señor: 
 
En respuesta al oficio GP-DAP-SACI-2118-2020 con fecha 05 de noviembre de 2020 y de 
conformidad con los artículos 234, 236 y 238 de la Ley 7333 del 5 de mayo de 1993, Ley 
Orgánica del Poder Judicial, reformado mediante la Ley 9544 del 22 de mayo del 2018, artículo 
46 del Reglamento de Invalidez Vejez y Muerte y según criterio de la Subgerencia Jurídica 
(oficio S.J.9848-2008 del 16 de diciembre del 2008), le remito el resultado del cálculo para el 
traslado de las cuotas aportadas, del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense del Seguro 
Social. 
 


Cuadro N°1: Resumen total de casos 
 


N° Nombre  Cédula Cuotas a trasladar Monto  a trasladar


1 Carlos Miugel Barrantes Barrantes 5-0163-0787 63 ₡9.447.644,15


2 Manuel Gerardo Bonilla Ulate 1-0417-1494 79 ₡5.701.548,32
 


 
Cabe destacar, que los cálculos se realizaron con base en la información enviada mediante 
oficio GP-DAP-SACI-2118-2020 con fecha 05 de noviembre de 2020 emitido por la Subárea 
Administración Cuenta Individual y los archivos electrónicos que aporta la misma Unidad 
enviado mediante mensaje electrónico al Sistema de Correspondencia Institucional, el cual fue 
recibido por esta dependencia en la fecha  06 de noviembre de 2020. 
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A continuación se presenta el detalle de la liquidación actuarial para cada caso: 
 
 


Cuadro Nº2 


Nombre: Carlos Miguel Barrantes Barrantes Oficio Referencia:GP- DAP-SACI- 2118- 2020


N° Cédula: 5-0163-0787 Fecha de envío de cálculos:06/11/2020


Empleado de:Poder Judicial


1.BASES: Tasas promedio de rendimientos de las reservas IVM


Fecha de inicio de cotización: ene-99


Fecha de Liquidación: 09/11/2020


2.VALOR ACUMULADO DE LOS APORTES:


Año
Meses 


co tizados
Salarios anuales


Cuotas a 


liquidar


Tasa de  


actualización


Factor de  


actualización


Valor presente  de  


cuotas a liquidar


1999 12 ₡1.783.194,85 ₡133.739,61 0,1760 12,9309 ₡1.729.375,43


2000 12 ₡2.879.090,20 ₡215.931,77 0,1690 11,0310 ₡2.381.942,58


2001 12 ₡3.645.091,70 ₡273.381,88 0,1721 9,4238 ₡2.576.290,82


2002 12 ₡2.031.125,05 ₡152.334,38 0,1729 8,0373 ₡1.224.363,19


2003 12 ₡2.455.315,60 ₡184.148,67 0,1721 6,8549 ₡1.262.316,03


2004 3 ₡626.733,31 ₡47.005,00 0,1854 5,8155 ₡273.356,09


TOTAL 63 ₡9.447.644,15


CÁLCULO DE LIQUIDACIÓN ACTUARIAL


No ta: La tas a de  ac tualizac ió n para e l año  de  liquidació n, co rres po nde  a la tas a de  rendim iento  pro m edio  de l últim o  m es  co n que  s e  cuenta co n la 


info rm ació n.
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Cuadro Nº3 


Nombre: Manuel Gerardo Bonilla Ulate Oficio Referencia:GP-DAP-SACI-2118-2020


N° Cédula: 1-0417-1494 Fecha de envío de cálculos:06/11/2020


Empleado de:Poder Judicial


1.BASES: Tasas promedio de rendimientos de las reservas IVM


Fecha de inicio de cotización: jun-77


Fecha de Liquidación: 09/11/2020


2.VALOR ACUMULADO DE LOS APORTES:


Año
Meses 


co tizados
Salarios anuales


Cuotas a 


liquidar


Tasa de  


actualización


Factor de  


actualización


Valor presente  de  


cuotas a liquidar


1977 7 ₡15.443,00 ₡1.158,23 0,0643 268,9590 ₡311.515,02


1978 12 ₡29.380,00 ₡2.203,50 0,0625 256,2063 ₡564.550,63


1979 12 ₡36.416,00 ₡2.731,20 0,0794 239,2350 ₡653.398,55


1980 12 ₡48.048,00 ₡3.603,60 0,0571 223,9630 ₡807.073,02


1981 12 ₡55.382,00 ₡4.153,65 0,0630 211,2784 ₡877.576,43


1982 12 ₡71.898,00 ₡5.392,35 0,0549 199,5160 ₡1.075.859,90


1983 11 ₡95.816,00 ₡7.186,20 0,0795 186,9638 ₡1.343.559,32


1984 1 ₡5.283,00 ₡396,23 0,0989 171,6587 ₡68.015,45


TOTAL 79 ₡5.701.548,32


CÁLCULO DE LIQUIDACIÓN ACTUARIAL


No ta: La tas a de  ac tualizac ió n para e l año  de  liquidació n, co rres po nde  a la tas a de  rendim iento  pro m edio  de l últim o  m es  co n que  s e  cuenta co n la 


info rm ació n.
 


 
El GP-DAP-SACI-2118-2020 indica que el número de cédula del señor Manuel Gerardo Bonilla 
Ulate es 1-0417-0194, sin embargo según el reporte de períodos cotizados y la confirmación 
hecha en el Tribunal Supremo de Elecciónes el número de cédula correcta es 1-0417-1494, por 
lo cual fue el usado para la liquidación actuarial respectiva. 
 


Atentamente, 
Dirección Actuarial y Económica 


Subárea Estudios Actuariales de Corto Plazo 
 
                                                                                  


Elaborado por: Revisado por: 
 
 
 


 
 
 


Licda. Margoth Ureña Ramírez 
Funcionaria 


 
 
 
 
 
 


Licda. Ivannia Miranda Sánchez 
Jefe 


 
 
IMS/mur       
Copiar: Archivo   
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Resolución Traslado de Cuota – PJ-IVM-044-104171494-2020 
 
San José, 20 de noviembre de 2020, Gerencia de Pensiones, la Dirección Administración de Pensiones, 
Subárea Administración de la Cuenta Individual, mediante resolución PJ-IVM.-044-104171494-20 
resuelve: 
  


RESULTANDO: 
  


1. Que el (la) señor (a) MANUEL GERARDO BONILLA ULATE, cédula número 104171494, solicitó en la 
Plataforma de Servicios de la Gerencia de Pensiones una pensión por Vejez el día 13 de febrero de 
2020. Igualmente, mediante nota de fecha 26 de octubre de 2020, solicita el traslado de las 
cotizaciones aportadas al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de 
Pensiones IVM.   


 
2. Que mediante Certificación N°3398-2020 del 09 de octubre de 2020 extendida por Contabilidad 


Nacional del Ministerio de Hacienda, se comprueba que el (la) interesado (a) laboró y cotizó para el 
Poder Judicial durante 79 meses en el (los) siguiente (s) período (s): de junio 1977 a julio 1983, de 
setiembre 1983 a enero 1984. 


 
3. Que mediante Certificación Nº.09956CC-FJP-2020 del 21 de octubre de 2020, el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hace constar que el (la) interesado (a) no es beneficiario 
de ese Régimen de Pensiones.  


 
4. Que mediante revisión del Sistema Integrado de Pensiones IVM, se comprueba que el (la) interesado 


(a) tiene una edad de 66 años 10 meses y ha aportado al Régimen de Pensiones de Invalidez, Vejez 
y Muerte 102 cotizaciones. 


 
CONSIDERANDO: 


 
1. Que procede tomar en consideración las 79 cuotas aportadas por el (la) interesado (a) al Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial indicadas en el Resultando 2 al Régimen de Pensiones de 
IVM, de acuerdo con el Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, reforma publicada en el 
Diario La Gaceta N°89 del 22 de mayo del año 2018, el cual establece: 
 


“…Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de 


sus cargos sin haber obtenido beneficios de jubilación o pensión tendrán derecho a que se les 
devuelva el monto de cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones. 
 


Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales  y 
estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense 
de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les 
vaya a otorgar la jubilación o pensión. 
 


La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o 
la pensión,  indicando el monto que se debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte 
mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá 
enviar lo determinado actuarialmente. ...” (El resaltado no es del original). 
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2. Que conforme a lo indicado en el considerando primero, procede trasladar las 79 cuotas aportadas al 


Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, las cuales aunadas a las 102 cotizaciones 
del Seguro de Pensiones IVM que administra la Caja Costarricense de Seguro Social, sumaría un total 
de 181 cuotas, con las cuales el (la) interesado (a) podría gestionar una Pensión de Vejez 
Proporcional, conforme lo establece el Artículos 5º del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte.  


 
No obstante, durante los períodos a trasladar cotizó simultáneamente durante 01 mes para el 
Seguro de Pensiones IVM (junio 1977 patrono La Nación),  por lo que procede tomar en cuenta 
una sola cotización por mes en dicho período, razón por la cual la cantidad de cotizaciones para 
tramitar el beneficio citado es de 180 cuotas. 
 
Lo anterior, con base en lo que establece el Artículo 2º del Reglamento citado que señala “Se 
registrará una sola cuota por cada mes, ya sea que el aporte provenga de uno o varios patronos, o 
bien cuando se encuentre cotizando como asalariado y trabajador independiente”.  


 
3. Que mediante oficio PE-DAE-1052-2020 de fecha 09 de noviembre de 2020, la Dirección Actuarial y 


Económica comunica lo correspondiente al resultado del cálculo actuarial por un monto de 
₡5.701.548,32 que corresponde a la cuota obrera, patronal y del Estado como tal.  
 


4. Que de acuerdo con el análisis emitido por la Subárea Administración Cuenta Individual mediante 
GP-DAP-SACI-2112-2020 de fecha 04 de noviembre de 2020, se determina que procede trasladar 
las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial indicadas en el 
Resultando Segundo de la presente resolución. 
 


POR TANTO 
 
Procede cobrar al fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial la suma de ₡5.701.548,32 (cinco 
millones setecientos un mil quinientos cuarenta y ocho colones con treinta y dos céntimos), según 
los términos detallados en la presente resolución. El monto total indicado debe depositarse en la cuenta 
cliente 15201001021023232 del Banco de Costa Rica, a favor de la Gerencia de Pensiones de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, con copia a esta Área de la transferencia del pago indicado, para 
proceder a la adjudicación de las cuotas en la base de datos del Sistema Integrado de Pensiones. 
 
Comuníquese lo anterior a el (la) interesado (a) y a las dependencias de la Caja respectivas.  
 
 


SUBÁREA ADMINISTRACIÓN CUENTA INDIVIDUAL 


 
 
 


 
 


Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas, 
Jefe 


 
 


 Sr. Manuel Gerardo Bonilla Ulate, mb25431954@gmail.com ; mara2713@yahoo.com  
 Encargado de registros contables, Subarea administración de cuenta Individual. 
 Archivo 
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GP-DAP-1056-2020 
27 de noviembre 2020 


 
 
MPM  
Oslean Mora Valdez, Jefe Proceso de Inversiones  
PODER JUDICIAL   
 
Estimado señor: 
 


ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la 
CCSS 


 
Con el propósito de brindar atención a la solicitud de traslado de cuotas, del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Pensiones IVM que administra esta 
Institución, me permito adjuntar resoluciones originales debidamente firmadas por Ing. Luis 
Gerardo Ramírez Salas, Jefe Subárea Administración del a Cuenta Individual, así como los 
oficios DAE-1052/1048-2020, con los cálculos Actuariales a nombre de las siguientes personas:  
 


# Nombre Cédula Resolución Monto 


1 Barrantes Barrantes Carlos 501630787 PJ-IVM-043-501630787-2020 ₡9.447.644,15 


2 Barrera Cordero Carlos 900700328 PJ-IVM-041-900700328-2020 ₡14.705.345,42 


3 Bonilla Ulate Manuel Gerardo 104171494 PJ-IVM-044-104171494-2020 ₡5.701.548,32 


4 Jimenez Vega Rigoberto 103981157 PJ-IVM-042-103981157-2020 ₡1.921.275,21 


5 Vindas Mora Carlos 104930646 PJ-IVM-040-104930646-2020 ₡19.466.514,05 


 TOTAL ₡51,242,327.15 


 


El monto total por la suma de  ₡51,242,327.15 (cincuenta y un millones doscientos cuarenta 
y dos mil trescientos veintisiete colones con quince céntimos), debe depositarse en la 
cuenta cliente del Banco de Costa Rica número 15201001021023232, a nombre de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. 
 
Para el trámite del pago solicitado, se adjunta: 


 
✓ Nota de solicitud de traslado suscrita por el/la interesado (a). 
✓ Original de las Resoluciones indicadas en el cuadro anterior emitidas por el suscrito. 
✓ Oficio emitido por la Dirección Actuarial y Económica de la CCSS, con el “Cálculo de 


Liquidación Actuarial” de los casos citados. 
 
De acuerdo con lo anterior, se solicita realizar el pago del traslado de aportaciones del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte respectivo, y 
remitir copia digital de los comprobantes de pago (transferencia SINPE), al siguiente correo: 
gp_sci@ccss.sa.cr con el fin de continuar con el trámite de pensión de los casos descritos. 
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Atentamente,  


 
DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES 


 
 
 
 
 
 
 


Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA 
director 


 
ucc/epe 


 
 Firma Digital Subárea Administración de la Cuenta Individual gp_sci@ccss.sa.cr 
 Encargado Registros Contables, Subárea Administración Cuenta Individual 


 Archivo digital. 
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PE-DAE-1048-2020 


06 de Noviembre de 2020 


 


 
Ingeniero 
Luis Gerardo Ramírez Salas, Jefe 
Subárea Administración de Cuenta Individual - 9112 
 
ASUNTO: Traslado de cuotas aportadas, del Régimen de Pensiones y Jubilaciones 


del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. 
 
Estimado señor: 
 
En respuesta al oficio GP-DAP-SACI-2115-2020 con fecha 04 de noviembre de 2020 y de 
conformidad con los artículos 234, 236 y 238 de la Ley 7333 del 5 de mayo de 1993, Ley 
Orgánica del Poder Judicial, reformado mediante la Ley 9544 del 22 de mayo del 2018, artículo 
46 del Reglamento de Invalidez Vejez y Muerte y según criterio de la Subgerencia Jurídica 
(oficio S.J.9848-2008 del 16 de diciembre del 2008), le remito el resultado del cálculo para el 
traslado de las cuotas aportadas, del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense del Seguro 
Social. 
 


Cuadro N°1: Resumen total de casos 
 


N° Nombre  Cédula Cuotas a trasladar Monto  a trasladar


1 Carlos Barrera Cordero 9-0070-0328 96 ₡14.705.345,42


2 Carlos Vindas Mora 1-0493-0646 120 ₡19.466.514,05


3 Rigoberto Jiménez Vega 1-0398-1157 46 ₡1.921.275,21
 


 
Cabe destacar, que los cálculos se realizaron con base en la información enviada mediante 
oficio GP-DAP-SACI-2115-2020 con fecha 04 de noviembre de 2020 emitido por la Subárea 
Administración Cuenta Individual y los archivos electrónicos que aporta la misma Unidad 
enviado mediante mensaje electrónico al Sistema de Correspondencia Institucional, el cual fue 
recibido por esta dependencia en la fecha 05 de noviembre de 2020. 
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A continuación se presenta el detalle de la liquidación actuarial para cada caso: 
 


Cuadro Nº2 


Nombre: Carlos Barrera Cordero Oficio Referencia:GP- DAP-SACI- 2115- 2020


N° Cédula: 9-0070-0328 Fecha de envío de cálculos:05/11/2020


Empleado de:Poder Judicial


1.BASES: Tasas promedio de rendimientos de las reservas IVM


Fecha de inicio de cotización: jun-83


Fecha de Liquidación: 06/11/2020


2.VALOR ACUMULADO DE LOS APORTES:


Año
Meses 


co tizados
Salarios anuales


Cuotas a 


liquidar


Tasa de  


actualización


Factor de  


actualización


Valor presente  de  


cuotas a liquidar


1983 7 ₡65.546,00 ₡4.915,95 0,0795 183,9099 ₡904.091,76


1984 12 ₡118.850,00 ₡8.913,75 0,0989 171,5485 ₡1.529.140,78


1985 9 ₡101.577,00 ₡7.618,28 0,1340 153,6766 ₡1.170.750,29


1986 12 ₡193.076,00 ₡14.480,70 0,1545 134,3079 ₡1.944.872,18


1987 12 ₡221.516,00 ₡16.613,70 0,1573 116,1897 ₡1.930.340,94


1988 12 ₡259.232,00 ₡19.442,40 0,1720 99,7629 ₡1.939.629,53


1989 12 ₡327.642,00 ₡24.573,15 0,1909 84,4443 ₡2.075.063,28


1990 12 ₡373.190,00 ₡27.989,25 0,2110 70,3192 ₡1.968.182,77


1991 8 ₡289.070,00 ₡21.680,25 0,2417 57,3459 ₡1.243.273,89


TOTAL 96 ₡14.705.345,42


CÁLCULO DE LIQUIDACIÓN ACTUARIAL


No ta: La tas a de  ac tualizac ió n para e l año  de  liquidació n, co rres po nde  a la tas a de  rendim iento  pro m edio  de l últim o  m es  co n que  s e  cuenta co n la 


info rm ació n.
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Cuadro Nº3 


Nombre: Carlos Vindas Mora Oficio Referencia:GP- DAP-SACI- 2115- 2020


N° Cédula: 1-0493-0646 Fecha de envío de cálculos:05/11/2020


Empleado de:Poder Judicial


1.BASES: Tasas promedio de rendimientos de las reservas IVM


Fecha de inicio de cotización: ene-83


Fecha de Liquidación: 06/11/2020


2.VALOR ACUMULADO DE LOS APORTES:


Año
Meses 


co tizados
Salarios anuales


Cuotas a 


liquidar


Tasa de  


actualización


Factor de  


actualización


Valor presente  de  


cuotas a liquidar


1983 12 ₡103.092,00 ₡7.731,90 0,0795 186,8243 ₡1.444.506,74


1984 12 ₡117.546,00 ₡8.815,95 0,0989 171,5485 ₡1.512.363,33


1985 12 ₡163.742,00 ₡12.280,65 0,1340 153,6766 ₡1.887.248,04


1986 12 ₡200.806,00 ₡15.060,45 0,1545 134,3079 ₡2.022.737,18


1987 12 ₡201.265,00 ₡15.094,88 0,1573 116,1897 ₡1.753.869,10


1988 12 ₡284.846,00 ₡21.363,45 0,1720 99,7629 ₡2.131.278,98


1989 12 ₡364.654,00 ₡27.349,05 0,1909 84,4443 ₡2.309.472,31


1990 12 ₡425.112,00 ₡31.883,40 0,2110 70,3192 ₡2.242.016,44


1991 12 ₡511.506,00 ₡38.362,95 0,2417 57,3459 ₡2.199.958,68


1992 11 ₡527.052,00 ₡39.528,90 0,2301 46,4009 ₡1.834.177,29


1995 1 ₡65.918,65 ₡4.943,90 0,2348 26,0697 ₡128.885,96


TOTAL 120 ₡19.466.514,05


CÁLCULO DE LIQUIDACIÓN ACTUARIAL


No ta: La tas a de  ac tualizac ió n para e l año  de  liquidació n, co rres po nde  a la tas a de  rendim iento  pro m edio  de l últim o  m es  co n que  s e  cuenta co n la 


info rm ació n.
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Cuadro Nº4 


Nombre: Rigoberto Jiménez Vega Oficio Referencia:GP- DAP-SACI- 2115- 2020


N° Cédula: 1-0398-1157 Fecha de envío de cálculos:05/11/2020


Empleado de:Poder Judicial


1.BASES: Tasas promedio de rendimientos de las reservas IVM


Fecha de inicio de cotización: mar-74


Fecha de Liquidación: 06/11/2020


2.VALOR ACUMULADO DE LOS APORTES:


Año
Meses 


co tizados
Salarios anuales


Cuotas a 


liquidar


Tasa de  


actualización


Factor de  


actualización


Valor presente  de  


cuotas a liquidar


1974 10 ₡12.648,00 ₡948,60 0,0494 321,2813 ₡304.767,44


1975 12 ₡21.410,00 ₡1.605,75 0,0568 306,3196 ₡491.872,69


1976 12 ₡25.094,00 ₡1.882,05 0,0609 289,3072 ₡544.490,70


1977 12 ₡28.410,00 ₡2.130,75 0,0643 272,2724 ₡580.144,38


TOTAL 46 ₡1.921.275,21


CÁLCULO DE LIQUIDACIÓN ACTUARIAL


No ta: La tas a de  ac tualizac ió n para e l año  de  liquidació n, co rres po nde  a la tas a de  rendim iento  pro m edio  de l últim o  m es  co n que  s e  cuenta co n la 


info rm ació n.
 


 


Atentamente, 
 


Dirección Actuarial y Económica 
Subárea Estudios Actuariales de Corto Plazo 


 
                                                                                  


Elaborado por: Revisado por: 
 
 
 


 
 
 


Licda. Margoth Ureña Ramírez 
Funcionaria 


 
 
 
 
 
 


Licda. Ivannia Miranda Sánchez 
Jefe 


 
 


 


IMS/mur       
 
Copiar: Archivo   
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Resolución Traslado de Cuota – PJ-IVM-042-103981157-2020 
 
San José, 20 de noviembre de 2020, Gerencia de Pensiones, la Dirección Administración de Pensiones, 
Subárea Administración de la Cuenta Individual, mediante resolución PJ-IVM.-042-103981157-20 
resuelve: 
  


RESULTANDO: 
  


1. Que el (la) señor (a) RIGOBERTO JIMÉNEZ VEGA, cédula número 103981157, solicitó en la 
Plataforma de Servicios de la Gerencia de Pensiones una pensión por Vejez el día 04 de setiembre de 
2020. Igualmente, mediante nota de fecha 20 de agosto de 2020, solicito el traslado de las 
cotizaciones aportadas al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de 
Pensiones IVM.   


 
2. Que mediante Certificación N°2723-2020 del 03 de agosto de 2020 extendida por la Contabilidad 


Nacional del Ministerio de Hacienda, se comprueba que el (la) interesado (a) laboró y cotizó para el 
Poder Judicial durante 46 meses en el (los) siguiente (s) período (s): de marzo 1974 a diciembre 
1977 


 
3. Que mediante Certificación Nº.31379-FJP-2020 del 17 de noviembre de 2020, el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hace constar que el (la) interesado (a) no es beneficiario 
de ese Régimen de Pensiones.  


 
4. Que mediante revisión del Sistema Integrado de Pensiones IVM, se comprueba que el (la) interesado 


(a) tiene una edad de 69 años y ha aportado al Seguro de Pensiones IVM 243 cotizaciones. 
 


CONSIDERANDO: 
 
1. Que procede tomar en consideración las 46 cuotas aportadas por el (la) interesado (a) al Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial indicadas en el Resultando 2 al Seguro de Pensiones de 
IVM, de acuerdo con el Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, reforma publicada en el 
Diario La Gaceta N°89 de fecha 22 de mayo del año 2018, el cual establece: 
 


“…Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de 


sus cargos sin haber obtenido beneficios de jubilación o pensión tendrán derecho a que se les 
devuelva el monto de cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones. 
 
Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales  y 


estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense 
de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les 
vaya a otorgar la jubilación o pensión. 
 
La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o 


la pensión,  indicando el monto que se debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte 
mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá 
enviar lo determinado actuarialmente. ...” (El resaltado no es del original). 
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2. Que conforme a lo indicado en el considerando primero, procede trasladar las 46 cuotas aportadas al 
Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, las cuales aunadas a las 243 cotizaciones 
del Seguro de Pensiones IVM que administra la Caja Costarricense de Seguro Social, sumaría un total 
de 289 cuotas, con las cuales el (la) interesado (a) podría gestionar una Pensión de Vejez 
Proporcional, conforme lo establece el Artículos 5º del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte.  
 


3. Que mediante oficio PE-DAE-1048-2020 de fecha 06 de noviembre de 2020, la Dirección Actuarial y 
Económica comunica lo correspondiente al resultado del cálculo actuarial por un monto de 
₡1.921.275,21 que corresponde a la cuota obrera, patronal y del Estado como tal.  
 


4. Que de acuerdo con el análisis emitido por la Subárea Administración Cuenta Individual mediante 


GP-DAP-SACI-2093-2020 de fecha 29 de octubre de 2020, se determina que procede trasladar las 
cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial indicadas en el 
Resultando Segundo de la presente resolución. 
 


POR TANTO 
 
Procede cobrar al fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial la suma de ₡1.921.275,21 (un 
millón novecientos veintiún mil doscientos setenta y cinco colones con veintiún céntimos), según 
los términos detallados en la presente resolución. El monto total indicado debe depositarse en la cuenta 
cliente 15201001021023232 del Banco de Costa Rica, a favor de la Gerencia de Pensiones de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, con copia a esta Área de la transferencia del pago indicado, para 
proceder a la adjudicación de las cuotas en la base de datos del Sistema Integrado de Pensiones. 
 
Comuníquese lo anterior a el (la) interesado (a) y a las dependencias de la Caja respectivas.  
 
 


Subárea Administración Cuenta Individual 
 
 
 
 
 
 


Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas,  
Jefe a.i 


  
 


 Rigoberto Jiménez Vega, consorciojyb@hotmail.com / mjimenez2611@hotmail.com  
 Encargado de registros contables, Subarea administración de cuenta Individual. 
 Archivo 
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03 de marzo de 2021 


 
        


Licenciado 
Arnoldo Hernández Solano 
Presidente, Junta Administradora 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
Poder Judicial 
S.             D. 


 
 


Referencia: Traslados de cuotas del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial tramitado mediante oficio 
GP-DAP-1056-2020 


 
 
Estimado señor: 
 
 
El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja 
Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-1056-2020, solicitó 
el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, 
del ex funcionario judicial Rigoberto Jiménez Vega, tal y como se detalla a continuación: 
 


Caso: Rigoberto Jiménez Vega  
Cédula:  
01-0398-1157 


Resolución N.°  
PJ-IVM-042-103981157-2020 


 


1 Que el señor RIGOBERTO JIMÉNEZ VEGA, cédula número 103981157, solicitó en la Plataforma 
de Servicios de la Gerencia de Pensiones una pensión por Vejez el día 04 de setiembre de 2020. 
Igualmente, mediante nota de fecha 20 de agosto de 2020, solicito el traslado de las cotizaciones 
aportadas al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Pensiones IVM.  
 
   
2. Que mediante Certificación N°2723-2020 del 03 de agosto de 2020 extendida por la Contabilidad 
Nacional del Ministerio de Hacienda, se comprueba que el  interesado laboró y cotizó para el Poder 
Judicial durante 46 meses en los siguientes períodos: de marzo 1974 a diciembre 1977  
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 
 
El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a 
liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación 
actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-
DAE-1048-2020 del 06 de noviembre de 2020, remitido a este Macroproceso mediante 
oficio GP-DAP-1056-2020. 
 
Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 
46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido 
por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 
16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, el cual indica: 
 


“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado 
en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no 
tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a 
la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a 
que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la 
formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen 
mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a 
la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la 
jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a 
otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto 
de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, 
si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará 
al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones 
complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder 


Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 
 
De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, 
considerando los siguientes aspectos: 
 
 
1. Reporte Salarios  
 
Certificación N.° 2723 del 03 de agosto de 2020 extendida por Contabilidad Nacional 
del Ministerio de Hacienda.  
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2. Porcentaje de aportes  


 
Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:  
 
 


    
 


 
 


3.  Herramienta liquidación actuarial, valor presente 
 
El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial, fue aprobado por el 
Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así 
mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 
y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 
de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con 
base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas 
de mortalidad. 
 
 
De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes 
resultados: 
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I. Tabla resumen de la liquidación actuarial: 


 


 
 


II. Resumen del monto a trasladar:  
 


 
 
 
Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos 
oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar 
con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro 
Social. 
 


 
Atentamente,  


 
 
 


Lic. Fabián Salas Fernández 
Jefe a.i. Proceso Inversiones  


MBA Miguel Ovares Chavarría 
Jefe a.i. Macroproceso Financiero Contable 


 
 VMA/BCH 


Nombre


No Cédula


Fecha de Ingreso


Fecha de Salida


Año
Meses 


cotizados


Salarios Brutos 


Anuales


Cotizado Patronal y 


Estatal Anual


Cotizado Obrero 


Anual
Monto costo actuarial


1974 10                      12,648.00                 1,897.20               632.40                       24,760.59        608,518.12             202,839.37 


1975 12                      21,410.00                 3,211.50            1,070.50                       36,665.90        810,744.79             270,248.26 


1976 12                      25,094.00                 3,764.10            1,254.70                       40,602.53        799,799.11             266,599.70 


1977 12                      28,410.00                 4,261.50            1,420.50                       49,115.87        869,347.86             289,782.62 


87,562.00                    13,134.30              4,378.10           151,144.88                    3,088,409.88    1,029,469.96         


Total 17,512.40         Total VPACT - CAC 3,966,734.96         


Monto total de Cotización Obrero Patronal y Estatal 17,512.40              


Monto solicitado por la CCSS 1,921,275.21         


Monto aporte a valor presente 3,966,734.96         


(*)Diferencia a trasladar al ROP 511,364.94            


Monto a girar a la CCSS 1,921,275.21     


Nota:


(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS.


Valor Presente Actuarial


Cálculo de Liquidación Actuarial


Rigoberto Jimenez Vega


01-0398-1157


01/03/1974


31/12/1977


Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula
Monto solicitados 


por la CCSS
Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP


GP-DAP-1056-2020  Rigoberto Jimenez Vega 01-0398-1157 1,921,275.21      3,966,734.96          1,921,275.21                       511,364.94         
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GP-DAP-1056-2020 
27 de noviembre 2020 


 
 
MPM  
Oslean Mora Valdez, Jefe Proceso de Inversiones  
PODER JUDICIAL   
 
Estimado señor: 
 


ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la 
CCSS 


 
Con el propósito de brindar atención a la solicitud de traslado de cuotas, del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Pensiones IVM que administra esta 
Institución, me permito adjuntar resoluciones originales debidamente firmadas por Ing. Luis 
Gerardo Ramírez Salas, Jefe Subárea Administración del a Cuenta Individual, así como los 
oficios DAE-1052/1048-2020, con los cálculos Actuariales a nombre de las siguientes personas:  
 


# Nombre Cédula Resolución Monto 


1 Barrantes Barrantes Carlos 501630787 PJ-IVM-043-501630787-2020 ₡9.447.644,15 


2 Barrera Cordero Carlos 900700328 PJ-IVM-041-900700328-2020 ₡14.705.345,42 


3 Bonilla Ulate Manuel Gerardo 104171494 PJ-IVM-044-104171494-2020 ₡5.701.548,32 


4 Jimenez Vega Rigoberto 103981157 PJ-IVM-042-103981157-2020 ₡1.921.275,21 


5 Vindas Mora Carlos 104930646 PJ-IVM-040-104930646-2020 ₡19.466.514,05 


 TOTAL ₡51,242,327.15 


 


El monto total por la suma de  ₡51,242,327.15 (cincuenta y un millones doscientos cuarenta 
y dos mil trescientos veintisiete colones con quince céntimos), debe depositarse en la 
cuenta cliente del Banco de Costa Rica número 15201001021023232, a nombre de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. 
 
Para el trámite del pago solicitado, se adjunta: 


 
✓ Nota de solicitud de traslado suscrita por el/la interesado (a). 
✓ Original de las Resoluciones indicadas en el cuadro anterior emitidas por el suscrito. 
✓ Oficio emitido por la Dirección Actuarial y Económica de la CCSS, con el “Cálculo de 


Liquidación Actuarial” de los casos citados. 
 
De acuerdo con lo anterior, se solicita realizar el pago del traslado de aportaciones del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte respectivo, y 
remitir copia digital de los comprobantes de pago (transferencia SINPE), al siguiente correo: 
gp_sci@ccss.sa.cr con el fin de continuar con el trámite de pensión de los casos descritos. 
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Atentamente,  


 
DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES 


 
 
 
 
 
 
 


Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA 
director 


 
ucc/epe 


 
 Firma Digital Subárea Administración de la Cuenta Individual gp_sci@ccss.sa.cr 
 Encargado Registros Contables, Subárea Administración Cuenta Individual 


 Archivo digital. 
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DGAN-DAH-120-2020 


 


Señoras 


Adriana Steller Hernández  


Coordinadora Unidad 3 


Unidad de Componentes Salariales 


Poder Judicial 


 


Maureen Siles Mata 


Jefa Administrativa  


Subproceso Administración Salarial 


Poder Judicial 


 


Asunto: Respuesta caso de Jorge Fournier Estrada 


 


Estimadas señoras:   


 


En atención a su oficio PJ-DGH-SAS-0931-2020 recibido el 20 de febrero del año en curso, por medio del 


cual solicitan una certificación de los años laborados por el señor Jorge Fournier Estrada, les informo que 


en el Archivo Nacional no se encuentran prontuarios, expedientes, planillas o índices relacionados con el 


personal que haya laborado para el Instituto Nacional de Seguros. Esto debido a que en el Archivo Histórico 


en materia específica de recursos humanos sólo se custodian planillas e índices de funcionarios de las 


entidades del Gobierno Central del periodo 1900 a 1965. 


  


Saludos cordiales,   


 


DEPARTAMENTO ARCHIVO HISTÓRICO 


  


 


 


 


Javier Gómez Jiménez 


Jefe 
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DGAN-DAH-121-2020 


 


Señoras 


Adriana Steller Hernández  


Coordinadora Unidad 3 


Unidad de Componentes Salariales 


Poder Judicial 


 


Maureen Siles Mata 


Jefa Administrativa  


Subproceso Administración Salarial 


Poder Judicial 


 


Asunto: Ampliación respuesta caso del señor Jorge Fournier Estrada 


 


Estimadas señoras:   


 


En atención a su oficio PJ-DGH-SAS-0931-2020 recibido el 20 de febrero del año en curso, y como 


complemento al oficio DGAN-DAH-120-2020, relacionado con el caso del señor Jorge Fournier Estrada, le 


informo que efectivamente el Departamento Archivo Histórico sí cuenta con documentos producidos por 


el Consejo Administrativo del Poder Judicial según se detalla:  


 


Código de 
Referencia 


Signatura 
Inicial 


Título 
Fecha 


Inicial 


Fecha 


Final 


CR-AN-AH-CSJ 056032 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión N.º 1 


a la 56 


1978-01-18 1978-12-20 


CR-AN-AH-CSJ 056033 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1978-01-18 1978-06-27 


CR-AN-AH-CSJ 056034 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1978-07-05 1978-12-20 


CR-AN-AH-CSJ 056035 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión N.º 1 


a la 51 


1979-01-03 1979-12-09 
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CR-AN-AH-CSJ 056036 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


51 


1979-01-03 1979-12-09 


CR-AN-AH-CSJ 056037 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1979-01-03 1979-06-27 


CR-AN-AH-CSJ 056038 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1979-07-04 1979-12-14 


CR-AN-AH-CSJ 056039 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 
1980-01-04 1980-12-23 


CR-AN-AH-CSJ 056040 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1980-01-04 1980-06-25 


CR-AN-AH-CSJ 056041 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1980-07-02 1980-12-17 


CR-AN-AH-CSJ 056042 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


51 


1980-01-04 1980-12-23 


CR-AN-AH-CSJ 056043 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


52 


1981-01-07 1981-12-23 


CR-AN-AH-CSJ 056044 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copia 1 a 52 
1981-01-07 1981-12-23 


CR-AN-AH-CSJ 056045 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1981-01-05 1981-06-24 


CR-AN-AH-CSJ 056046 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1981-07-01 1981-12-23 


CR-AN-AH-CSJ 056047 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


59 


1982-01-06 1982-12-28 


CR-AN-AH-CSJ 056048 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1982-02-06 1982-06-25 


CR-AN-AH-CSJ 056049 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1982-07-02 1982-12-23 
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CR-AN-AH-CSJ 056050 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


28 


1982-01-06 1982-06-25 


CR-AN-AH-CSJ 056051 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 25 a 


58 


1982-07-01 1982-12-28 


CR-AN-AH-CSJ 056052 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


55 


1983-01-07 1983-12-27 


CR-AN-AH-CSJ 056053 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


28 


1983-01-07 1983-06-28 


CR-AN-AH-CSJ 056054 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 29 a 


56 


1983-07-01 1983-12-27 


CR-AN-AH-CSJ 056055 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1983-01-07 1983-06-24 


CR-AN-AH-CSJ 056056 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1983-07-01 1983-12-23 


CR-AN-AH-CSJ 056057 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


57 


1984-01-06 1984-12-26 


CR-AN-AH-CSJ 056058 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


21 


1984-01-06 1984-05-25 


CR-AN-AH-CSJ 056059 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 54 a 


57 


1984-06-01 1984-12-26 


CR-AN-AH-CSJ 056060 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1984-01-06 1984-06-28 


CR-AN-AH-CSJ 056061 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1984-07-06 1984-12-19 


CR-AN-AH-CSJ 056062 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


55 


1985-01-02 1985-12-26 


CR-AN-AH-CSJ 056063 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


21 


1985-01-02 1985-04-30 
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CR-AN-AH-CSJ 056064 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 22 a 


38 


1985-05-08 1985-08-28 


CR-AN-AH-CSJ 056065 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 39 a 


55 


1985-09-04 1985-12-26 


CR-AN-AH-CSJ 056066 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1985-01-02 1985-06-26 


CR-AN-AH-CSJ 056067 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1985-07-03 1985-12-24 


CR-AN-AH-CSJ 056068 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


74 


1986-01-08 1986-12-26 


CR-AN-AH-CSJ 056069 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


86 


1987-01-05 1987-12-24 


CR-AN-AH-CSJ 056070 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1987-01-05 1987-06-30 


CR-AN-AH-CSJ 056071 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1987-07-02 1987-12-24 


CR-AN-AH-CSJ 056072 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 


23 


1988-01-04 1988-06-07 


CR-AN-AH-CSJ 056073 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 24 a 


35 


1988-06-14 1988-08-30 


CR-AN-AH-CSJ 056074 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 36 a 


43 


1988-09-06 1988-10-25 


CR-AN-AH-CSJ 056075 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 44 a 


54 


1988-11-01 1988-11-27 


CR-AN-AH-CSJ 056076 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1988-01-04 1988-03-28 


CR-AN-AH-CSJ 056077 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1988-04-05 1988-06-28 
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CR-AN-AH-CSJ 056078 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1988-07-06 1988-09-27 


CR-AN-AH-CSJ 056079 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1988-10-04 1988-12-27 


CR-AN-AH-CSJ 056080 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 9 
1989-01-03 1989-02-28 


CR-AN-AH-CSJ 056081 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 10 a 


17 


1989-03-07 1989-04-25 


CR-AN-AH-CSJ 056082 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 18 a 


29 


1989-05-03 1989-06-28 


CR-AN-AH-CSJ 056083 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 30 a 


39 


1989-07-04 1989-08-29 


CR-AN-AH-CSJ 056084 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 40 a 


52 


1989-09-05 1989-10-31 


CR-AN-AH-CSJ 056085 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copia 53 a 


62 


1989-11-07 1989-12-22 


CR-AN-AH-CSJ 056086 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1989-01-03 1989-02-28 


CR-AN-AH-CSJ 056087 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1989-03-07 1989-04-25 


CR-AN-AH-CSJ 056088 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1989-05-02 1989-06-27 


CR-AN-AH-CSJ 056089 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1989-07-04 1989-08-29 


CR-AN-AH-CSJ 056090 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1989-09-05 1989-10-24 


CR-AN-AH-CSJ 056091 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1989-11-07 1989-12-22 
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CR-AN-AH-CSJ 056092 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 1 a 


10 


1990-01-03 1990-02-27 


CR-AN-AH-CSJ 056093 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 11 a 


18 


1990-03-06 1990-04-24 


CR-AN-AH-CSJ 056094 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copia 19 a 


28 


1990-05-02 1990-06-28 


CR-AN-AH-CSJ 056095 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copia 29 a 


37 


1990-07-03 1990-08-28 


CR-AN-AH-CSJ 056096 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copias 38 a 


48 


1990-09-04 1990-10-30 


CR-AN-AH-CSJ 056097 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Copia 49 a 


58 


1990-11-06 1990-12-21 


CR-AN-AH-CSJ 056098 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1990-01-03 1990-02-27 


CR-AN-AH-CSJ 056099 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1990-03-06 1990-04-24 


CR-AN-AH-CSJ 056100 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1990-05-02 1990-06-26 


CR-AN-AH-CSJ 056101 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1990-07-03 1990-08-28 


CR-AN-AH-CSJ 056102 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1990-09-04 1990-10-30 


CR-AN-AH-CSJ 056103 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1990-11-06 1990-12-21 


CR-AN-AH-CSJ 056104 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 5 
1991-01-02 1991-01-29 


CR-AN-AH-CSJ 056105 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 6 a 


15 


1991-02-05 1991-03-26 
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CR-AN-AH-CSJ 056106 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 16 a 


20 


1991-04-02 1991-04-30 


CR-AN-AH-CSJ 056107 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 26 a 


29 


1995-05-07 1991-05-28 


CR-AN-AH-CSJ 056108 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 26 a 


29 


1991-06-04 1991-06-25 


CR-AN-AH-CSJ 056109 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 30 a 


34 


1991-07-02 1991-06-30 


CR-AN-AH-CSJ 056110 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 35 a 


43 


1991-08-06 1991-09-24 


CR-AN-AH-CSJ 056111 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 44 a 


48 


1991-10-01 1991-10-29 


CR-AN-AH-CSJ 056112 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 49 a 


52 


1991-11-05 1991-11-26 


CR-AN-AH-CSJ 056113 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 53 a 


56 


1991-12-03 1991-12-20 


CR-AN-AH-CSJ 056114 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-01-02 1991-01-29 


CR-AN-AH-CSJ 056115 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-02-05 1991-03-26 


CR-AN-AH-CSJ 056116 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-04-02 1991-05-28 


CR-AN-AH-CSJ 056117 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-06-04 1991-07-30 


CR-AN-AH-CSJ 056118 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-08-06 1991-09-24 


CR-AN-AH-CSJ 056119 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-10-01 1991-11-26 
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CR-AN-AH-CSJ 056120 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1991-12-03 1991-12-24 


CR-AN-AH-CSJ 056121 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 4 
1992-01-07 1992-01-28 


CR-AN-AH-CSJ 056122 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 5 a 9 
1992-02-04 1992-02-26 


CR-AN-AH-CSJ 056123 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 10 a 


14 


1992-03-04 1992-03-31 


CR-AN-AH-CSJ 056124 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 15 a 


18 


1992-04-07 1992-04-29 


CR-AN-AH-CSJ 056125 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 19 a 


22 


1992-05-05 1992-05-26 


CR-AN-AH-CSJ 056126 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 23 a 


26 


1992-06-02 1992-06-23 


CR-AN-AH-CSJ 056127 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 27 a 


31 


1992-07-01 1992-07-28 


CR-AN-AH-CSJ 056128 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 32 a 


35 


1992-08-04 1992-08-26 


CR-AN-AH-CSJ 056129 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 36 a 


40 


1992-09-01 1992-09-25 


CR-AN-AH-CSJ 056130 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 41 a 


44 


1992-10-06 1992-10-27 


CR-AN-AH-CSJ 056131 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 45 a 


49 


1992-11-03 1992-11-24 


CR-AN-AH-CSJ 056132 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 50 a 


53 


1992-12-01 1992-12-22 


CR-AN-AH-CSJ 056133 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-01-07 1992-01-28 
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CR-AN-AH-CSJ 056134 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-02-04 1992-02-25 


CR-AN-AH-CSJ 056135 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-03-03 1992-04-29 


CR-AN-AH-CSJ 056136 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-05-05 1992-06-30 


CR-AN-AH-CSJ 056137 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-07-07 1992-08-26 


CR-AN-AH-CSJ 056138 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-09-01 1992-10-27 


CR-AN-AH-CSJ 056139 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1992-11-03 1992-12-22 


CR-AN-AH-CSJ 056140 
Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 1 a 9 
1993-01-05 1993-02-23 


CR-AN-AH-CSJ 056141 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 10 a 


17 


1993-03-02 1993-04-20 


CR-AN-AH-CSJ 056142 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 18 a 


21 


1993-05-05 1993-05-26 


CR-AN-AH-CSJ 056143 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 22 a 


26 


1993-06-01 1993-06-30 


CR-AN-AH-CSJ 056144 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 27 a 


30 


1993-07-06 1993-07-27 


CR-AN-AH-CSJ 056145 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 31 a 


36 


1993-08-04 1993-08-31 


CR-AN-AH-CSJ 056146 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 37 a 


40 


1993-09-07 1993-09-28 


CR-AN-AH-CSJ 056147 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 41 a 


44 


1993-10-05 1993-10-26 
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CR-AN-AH-CSJ 056148 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 45 a 


50 


1993-11-02 1993-11-30 


CR-AN-AH-CSJ 056149 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta Sesión 51 a 


56 


1993-12-07 1993-12-22 


CR-AN-AH-CSJ 056150 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-01-05 1993-01-26 


CR-AN-AH-CSJ 056151 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-02-02 1993-02-23 


CR-AN-AH-CSJ 056152 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-03-02 1993-03-30 


CR-AN-AH-CSJ 056153 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-04-06 1993-04-27 


CR-AN-AH-CSJ 056154 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-05-04 1993-05-25 


CR-AN-AH-CSJ 056155 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-06-01 1993-06-30 


CR-AN-AH-CSJ 056156 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-07-06 1993-07-27 


CR-AN-AH-CSJ 056157 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-08-03 1993-08-31 


CR-AN-AH-CSJ 056158 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-09-07 1993-09-28 


CR-AN-AH-CSJ 056159 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-10-05 1993-10-26 


CR-AN-AH-CSJ 056160 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-11-02 1993-11-30 


CR-AN-AH-CSJ 056161 


Libro Actas de Consejo 


Administrativo Acta 


Nombramiento 


1993-12-07 1993-12-21 
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Por lo tanto, como le expliqué a la señora María Ester Ferrero Villa, la persona interesada debe apersonarse 


a nuestra Sala de Consulta e Investigación, y solicitar los documentos (según las referencias arriba 


indicadas) en un horario de lunes a viernes de 8:00 a.m. a 12:00 p.m., y puede permanecer hasta las 3:00 


p.m. 


 


Saludos cordiales,   


 


DEPARTAMENTO ARCHIVO HISTÓRICO 


  


 


 


 


Javier Gómez Jiménez 


Jefe 
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		JAVIER JOSE GOMEZ JIMENEZ (FIRMA)
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San José, 13 enero 2021.





Señorita

Hilary Sofía Quesada Salazar.

Coopealianza.



Reciba un cordial saludo de su servidor, Ricardo Medina Gutiérrez, mayor, casado, abogado, jubilado, cédula de identidad número 6-189-696.



Ante usted, muy respetuosamente expongo lo siguiente: Mi persona ha mantenido durante muchos años con esta entidad financiera diversos créditos, y siempre los he honrado, así como siempre lo haré.

Todos los pagos de dichos créditos, siempre se han realizado por medio de rebajo de planillas, como así fue autorizado. 

Ahora bien, por motivos de realizar un trámite personal, es que solicito que dos de los créditos, a saber los siguientes: Número 4122 23, y el crédito número 1216 04, no se continúen rebajando directamente de planillas, sino que los mismos los cancelaré directamente por medio de ventanilla, es decir, solicito la desautorización de ese rebajo automático de planillas.

No omito indicar que adjunto a la presente, lo resuelto por la Junta Administradora del Fondo de Jubilación y Pensiones del Poder Judicial, en relación a los rebajos de planillas de las personas jubiladas de este Poder de la República.

Agradeciendo se procesa al levantamiento de dichos rebajos en forma inmediata, a saber a partir del próximo mes del año en curso, y además señalando como medio de notificación, mi correo personal, mediguti65@gmail.com, y del cual esa entidad tiene registrado, se despide de usted, su servidor;



Lic. Ricardo Medina Gutiérrez.

Cédula 6-189-696.

Teléfono 88-08-56-36.



c.c. Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones

y Pensiones del Poder Judicial.  
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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales 


 


Contraloría General de la República 


T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


 


Al contestar refiérase 


al oficio Nº 11481 


 


10 de agosto, 2018 


DFOE-PG-0436 


 


Señor 


Roberth García González 


Auditor General 


PODER JUDICIAL 


Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr  


rgarciag@poder-judicial.go.cr  


 


Estimado señor: 


 


Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna 


respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial 


 


Se procede a dar respuesta a su consulta efectuada mediante oficio Nro. 713-AUD-2018 de 


fecha 4 de junio de 2018, al cual se previno mediante oficio del Órgano Contralor Nro. 07757 


(DJ-0711) de 6 de junio de 2018; el cumplimiento de requisitos para la admisibilidad de la 


consulta, los cuales fueron aportados según se aprecia del oficio Nro. 738-13-UJ-2018 de 8 de 


junio de 2018.  


 


I. OBJETO DE LA CONSULTA 


 


a) SOBRE EL FONDO: 


 


Aduce el consultante que mediante oficio emitido en su oportunidad por el Órgano Contralor, 


Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, se consideró que la Auditoría Interna del Poder 


Judicial tenía facultades para la fiscalización del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 


Judicial. 


 


Indica que en dicho oficio se externó el criterio que los recursos administrados por ese 


Fondo eran fondos públicos sujetos a fiscalización, de conformidad con las competencias 


otorgadas a las auditorías institucionales por el artículo 22 de la Ley General de Control Interno 


(LGCI). Que la administración del Fondo no salía del ámbito público al ser una labor normal y 


ordinaria del Poder Judicial a través del Consejo Superior y que por ello existe la obligación del 


Poder Judicial de responder con sus propios recursos por una administración deficiente. Que la 


fiscalización por parte de la Auditoría Judicial respecto a la forma como se llevaba a cabo esa 


labor de administración, es extensiva a la gestión del Fondo como tal y debía ser ejercida con 


arreglo a los parámetros ordinarios aplicables a la fiscalización de las actividades del Poder 



http://www.cgr.go.cr/
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Judicial como Administración. Que si la administración activa (representada por el Consejo 


Superior de la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 


y ordinarias la administración del Fondo de referencia, es evidente que la fiscalización respecto 


al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la administración judicial.  


 


Dicho esto, en criterio del consultante, con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma 


Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro 


fáctico y normativo analizado en el oficio DJ-3905-2010 por la Contraloría General varió 


sustancialmente, en razón de las siguientes consideraciones del consultante, las cuales se 


transcriben en su literalidad:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley, para la administración del Fondo. 
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer 
las atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, 
sus modificaciones y su liquidación anual" 
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de 
las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas 
de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. 
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la 
regulación de Ia Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); 
adicionalmente él artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con Ia 
legislación y la normativa que emitan ambos entes.”. 


 
Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:  


 
“Debido a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilaciones del Poder Judicial y de conformidad con sus competencias y 
potestades otorgadas en los artículos 239 y 241 de la Ley 9544: 
 
 ¿Tiene la Auditoría lnterna del Poder Judicial la facultad de fiscalizar, advertir o 
asesorar este nuevo órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental 
del poder Judicial? 



http://www.cgr.go.cr/
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En relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma 
Administrativa de dicha Junta Administradora del Fondo en mención: 
 
. ¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano? 
 
.¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


b) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL 


 


La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición mediante oficio Nro. 


738-13-UJ-2018 de 8 de junio de 2018, en el cual indica que efectivamente con la promulgación 


de la Ley Nro. 9544 de 2018, varió el cuadro fáctico y normativo analizado por la Contraloría 


General en su oficio Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, y aduce para dicha 


conclusión las siguientes consideraciones:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un Órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley, para la administración del Fondo.  
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación judicial y 
extrajudicial del Fondo.  
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 
modificaciones y su liquidación anual.  
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 
jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 
gastos administrativos.  
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de 
la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la 
citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos 
entes.”.  
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Indica además que el artículo 239 de la Ley 9544 en relación con el artículo 83 de la Ley 


General de la Administración Pública (LGAP) dan pie para afirmar que lo que se creó con la 


nueva Junta en la reforma operada a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) fue un órgano 


con desconcentración máxima, puesto que “el Jerarca del Poder Judicial se encuentra sustraído 


de avocarse la competencia de la Junta, revisar o sustituir su conducta o girarle órdenes, 


instrucciones o circulares”. En ese sentido, -aduce el auditor- el legislador dotó de personalidad 


jurídica instrumental al nuevo órgano y lo facultó “para que dicte las normas en relación con el 


nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan 


anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual”.  


 


Consecuentemente señala, que todas las competencias propias del jerarca (elección del 
personal, potestad disciplinaria, dirección presupuestaria, entre otras) son trasladadas por 
voluntad legislativa a Ia nueva Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
 


Continúa indicando el auditor, en otro orden de argumentación, que la Ley General de 
Control lnterno No. 8292 establece en el artículo 20 la obligación de todos los órganos de contar 
con auditoría interna y en consecuencia este nuevo órgano desconcentrado con personalidad 
jurídica instrumental debería contar con su propia Auditoría lnterna y establecer el sistema de 
control interno que corresponda, puesto que al no ser subordinado del jerarca del Poder Judicial 
y contar con su propio régimen disciplinario, el suscrito carecería de competencia para emitir los 
productos de auditoría, y en especial se encontraría en una imposibilidad material de aplicar los 
procedimientos establecidos en la Ley General de Control Interno para los casos de 
discrepancias con las recomendaciones que emite este Departamento. 
 


A modo de ejemplo y en apoyo de su anterior posición, el consultante enumera algunos 
órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental que cuentan cada uno con una 
auditoría interna separada e independiente al órgano al que están adscritos. 
 


Finaliza su posición argumentado que:  
 
“El Poder Judicial se encuentra imposibilitado a prestarle sus propios funcionarios remunerados 
con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a este 
nuevo órgano, pues para ello el legislador lo dotó con su propio presupuesto, así como la 
competencia para nombrar y sancionar al personal, de modo que se desnaturalizaría la relación 
de jerarquía con la Junta. Así tampoco brindarle recursos materiales, financieros, tecnológicos y 
de infraestructura a esa Junta Administradora, en el tanto estaría utilizando fondos públicos con 
un destino distinto a las funciones que le corresponden al Poder Judicial, violentando así el 
principio de legalidad que rige a la lnstitución y por ende, podría presentarse un eventual delito 
de malversación de fondos públicos.”.  
 
II. CONSIDERACIONES PREVIAS 


 


En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la 


Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce 


la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas 


que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos 
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pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. 


Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención 


de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el 


cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas 


como parte del ejercicio de la competencia consultiva. 


 


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio 


cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que 


se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina 


lo siguiente:  


 


"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 


1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor. 


2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a 


la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


(…)." 


 


De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias 


propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la 


Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al 


Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


 


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende 


sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han 


sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la 


emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se 


conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. 


De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se 


plantea sobre los temas en consulta. 


 


Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría 


General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el 


plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar 


entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o 


confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.  
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En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas 


relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de 


temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el 


entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no 


de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad 


consultante en la toma de sus decisiones. 


 


III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL 


 


1) ANÁLISIS DEL OFICIO NRO. 10369 (DJ-3905) DEL ÓRGANO CONTRALOR A LA LUZ DE LA LEY 


NRO. 9544 “REFORMA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


Como se indicó en el apartado anterior, siendo que el objeto de la consulta se dirige 


principalmente a una serie de puntos concretos, que además requieren pronunciamiento de 


asuntos que no corresponden definir por competencia al Órgano Contralor, es importante 


resaltar que la respuesta a la consulta se atiende en términos generales y sobre los temas que 


por Ley corresponde, lo cual implica no entrar a conocer por esta vía consultiva de situaciones 


específicas que sean de conocimiento por la Administración, en las que le atañe las valoraciones 


pertinentes, de frente a la adopción de conductas administrativas con efectos concretos. 


 


En primera instancia, conviene establecer si con la reforma operada a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder 


Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro fáctico y normativo 


analizado en el oficio de la Contraloría General No. 10369 (DJ-3905-2010) de 3 de noviembre de 


2010, varió sustancialmente o si en su defecto, se mantienen los presupuestos jurídicos 


analizados en dicha oportunidad. 


 


Preliminarmente, debe indicarse que en el 2010, año en que se emitió el oficio de referencia, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial era administrado por el Consejo Superior 
del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la Corte Suprema de 
Justicia1, lo cual significaba que su administración era una labor encargada al propio Poder 
Judicial, quien la ejercía como parte de sus atribuciones normales y ordinarias y asumiendo con 
sus recursos públicos los costos que implica y trae consigo dicha administración.  
 


Sin embargo, con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama 
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es 
trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que 
contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las 
facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad 
jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. 
Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos 
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).  


                                                 
1
 Competencia que era regulada en los incisos 12,13,14 y 15 del artículo 81 de la Ley 7333 del 5/5/1993, los cuales 


fueron derogados por el artículo 2 de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder Judicial del 24/4/2018. 
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Ahora bien, en el oficio del Órgano Contralor del año 2010 se indicó:  


 


“En ese sentido, si la Administración Activa (representada por el Consejo Superior y 
la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 
y ordinarias la administración del Fondo de marras, es evidente que la fiscalización 
respecto al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la 
Auditoría Judicial.”. 
 
Sin mayor rigor de análisis; a la luz de lo indicado, es de consecuencia lógica en el nuevo 


contexto de la reforma legal, que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del 
Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización 
ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial, como se verá con mayor 
detenimiento en el siguiente apartado. 
 


2) SOBRE EL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA JUDICIAL 


SOBRE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 


De seguido se impone el análisis de la estructura administrativa que el legislador diseña para 


la Junta Administrativa del Fondo, y si dicha configuración orgánica incide en las competencias 


fiscalizadoras de la Auditoría Judicial sobre aquella.  


 


En efecto, el nuevo órgano llamado Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, si bien su norma de creación no indica expresamente el tipo de 


desconcentración administrativa en los términos del artículo 83 de la LGAP;  la Procuraduría 


General de la República ha reconocido la posibilidad de la creación tácita de órganos 


desconcentrados. En ese sentido, ha indicado que un órgano desconcentrado requiere, al menos, 


independencia funcional, o sea la potestad de ejercer la competencia material que le ha sido 


transferida sin sujeción a un poder de mando o, en su caso, una potestad revisora2. Esta 


independencia funcional ha sido otorgada por el legislador a la Junta Administrativa en el artículo 


239 de la Ley 9544.  


 


Al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la 


correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y 


alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que 


tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades 


otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las 


disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en 


conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el 


cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido.  


 


                                                 
2 Dictamen C-255-2005 del 15 de julio, 2005. Procuraduría General de la República. 
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La Ley General de Control Interno, N.° 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos3, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, faltaría uno de los componentes orgánicos del sistema de control 


interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de lo dispuesto 


en el artículo 104 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI 


institucional, correspondiendo a la administración activa realizar las acciones necesarias para 


garantizar su efectivo funcionamiento. 


 


Siendo la Junta Administrativa un órgano con desconcentración; la Auditoría del Poder 


Judicial vería limitado su ejercicio funcional; el cual está circunscrito a su ámbito de pertenencia 


institucional, de conformidad con los artículos 7 y 21 de la Ley General de Control Interno que 


regulan el ámbito jurídico en que se ejerce legítimamente las funciones de auditoría, que es la 


propia organización a la que se pertenece o el ámbito de competencia institucional al que 


responde cada unidad de auditoría.  


 


Es importante anotar que, como parte de las competencias decisorias y resolutorias que la 


Ley le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, se incluyen, entre las más importantes administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de 


jubilación y pensión que se le presenten, recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y 


ejercer las acciones de cobro necesarias, atender las solicitudes de reingreso a labores 


remunerativas de jubilados inválidos, realizar los estudios actuariales con la periodicidad 


establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén), invertir los recursos del 


Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones, cumplir con la 


legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero como la Superintendencia de Pensiones, dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual, aparte de las facultades de 


operaciones financieras de inversión de los recursos acumulados del Fondo (arts. 239 y 240 bis). 


 


 


                                                 
3 Artículo 9. Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos 


sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de 


Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley 


General de Control Interno, Ley N.° 8292. 
4Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado 


establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la 


administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento”.  
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Como puede verse, y conforme a lo ya analizado, cualquier conflicto derivado de una 


fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría Judicial en estos temas reservados 


a la Junta, no podría ser solventada por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización 


y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior por 


parte del jerarca de disposiciones giradas por el auditor a la Junta en la materia de su 


competencia no sería legalmente posible.  
 


Asimismo, debe considerarse que el legislador diseñó un marco especializado de 


competencias; en cuanto a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta 


Administrativa, ya que el artículo 241 de la Ley 95445 reserva tales facultades por especialidad 


de la materia a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y el Consejo Nacional de Supervisión 


del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente.  
 


Por los argumentos esgrimidos, la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de 


fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial. 
 


No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades 


del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender a lo dispuesto por el artículo 


20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  
 


Dicho lo indicado, resta hacer referencia a los dos últimos extremos de la consulta, en 


relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma Administrativa de la 


Junta Administrativa del Fondo; interrogantes que el consultante plantea de la siguiente forma:  
 


“¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano?, y 
 


¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


El Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el 


ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual 


obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la 


forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, 


todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.  


                                                 
5 “Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 


Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del 


Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 


Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (El destacado no pertenece a su 


original)  
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Como se indicó en acápites anteriores, la potestad consultiva no debe verse como un medio 


por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de 


situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos 


internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración 


consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas o por adoptarse 


por la Administración activa. 


 


El artículo 2 del “Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011) dispone:  


 


“Artículo 2º—Alcance de la potestad consultiva. La Contraloría General de 


la República ejerce la potestad consultiva como parte de sus funciones. De 


acuerdo con ello le corresponde atender las gestiones que le dirijan los sujetos 


consultantes en las materias de su competencia constitucional y legal.”. 


(El destacado no pertenece a su original). 


 


 Por su parte, el artículo 5 de dicho Reglamento dispone:  


 


“Artículo 5º—Materias objeto de consulta ante la Contraloría General de la 


República. Los dictámenes que se emitan con efectos vinculantes deberán 


tener relación con los componentes de la Hacienda Pública y en general con el 


ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.”. 


 


 Igualmente, el artículo 8 inciso 1) del Reglamento dispone:  


 


“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 1.Tratarse de asuntos de 


competencia del órgano contralor.” 


 


 Finalmente, el artículo 9 del Reglamento señala:  


 


   “Artículo 9º—Admisibilidad de las consultas. Aquellas consultas que cumplan 


con los requisitos establecidos en el artículo anterior, se admitirán para su 


atención por el fondo y emisión del dictamen correspondiente por parte del 


órgano contralor. Se rechazarán de plano y sin más trámite las consultas 


que no sean competencia de la Contraloría General de la República, las 


que no hayan sido presentadas por el jerarca en el caso de la administración 


activa, por el auditor o subauditor internos o del representante legal en caso de 


sujetos privados, aquellas cuyo objeto principal consista en requerir la 


resolución de circunstancias concretas que correspondan al sujeto consultante, 
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así como las que se presenten por sujetos que no están legitimados para 


consultar conforme a lo dispuesto en el artículo 6, párrafo primero, de este 


reglamento. Con excepción de los supuestos antes indicados, la Contraloría 


General de la República se reserva la facultad de prevenir por única vez el 


cumplimiento de requisitos que no constituyan un impedimento para conocer 


por el fondo el objeto consultado. De igual manera valorará circunstancias de 


excepción relevantes, cuya procedencia quedará a criterio del órgano 


contralor.”. (Subrayado no pertenece a su original).  


 


 En consecuencia, y atendiendo a dicho marco normativo, al no ser dichas consultas objeto de 


la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 


IV. CONCLUSIONES:  


 


1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la 


Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto 


escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; 


además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano 


desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 


 


2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el 


artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) 


y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo 


cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 


 


3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los 


componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, 


junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, 


mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  


 


3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la 


Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no 


podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y 


cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de 


disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, 


al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.  
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4) No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le  resultará útil a las 


autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el 


artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  


 


5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 


Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que 


realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar 


recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 


2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la 


competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 
En los términos indicados, se tiene por atendida la consulta. 


 
 Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad 


Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de 


su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


Licda. Damaris Vega Monge 


GERENTE DE ÁREA 


 


 


 


Msc. Mario A. Pérez Fonseca 


ASISTENTE TÉCNICO 
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29 de enero de 2021 
C-021-2021 


 
 
 
 
Señor 
Carlos Alberto Montero Zúñiga  
Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 
 
Estimado señor: 
 
Con la aprobación del señor Procurador General de la República me refiero a su oficio n.°393-
2020, del 26 de junio del 2020, que ingresó el 13 de julio siguiente, en el que nos pone en 
conocimiento del acuerdo del artículo X de la sesión n.°21-20, de las 8:30 horas del 22 de 
junio de 2020, de esa Junta Administrativa – en adelante la Junta –  en el que se dispuso en 
firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta 
consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue 
otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel 
presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. 
 
Sucede que las interrogantes a las que alude no están expresamente formuladas y remite al 
criterio legal emitido por la asesora jurídica de esa Junta, centrado en las competencias y la 
naturaleza jurídica del órgano consultante, las implicaciones que se derivan de esta, así como 
su ubicación dentro de la estructura del Poder Judicial, a partir de lo dispuesto por la Ley 
n.°9544 del 24 de abril de 2018, que modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial (n.°7333, del 
5 de mayo de 1993) – en adelante LOPJ o Ley n.°7333 – en lo relativo al régimen de 
jubilaciones y pensiones de dicho poder. Así, luego de referirse a los antecedentes normativos 
y administrativos que dieron lugar al nacimiento y puesta en funcionamiento de la Junta, 
señala que a tenor del artículo 239 de dicha ley, 83 de la  Ley General de la Administración 
Pública (n.°6227, del 2 de mayo de 1978) – en lo sucesivo LGAP –; el Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
emitido por la Corte Plena en su sesión n° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, 
así como con fundamento en las sentencias de la Sala Constitucional, números 2005-3629 de 
las 14:58 horas del 5 de abril de 2005 y 2019-21271 de las 12:10 horas del 30 de octubre de 
2019, así como de la Sala Primera de la Corte, n.°000221-A-2006, de las 15:40 horas del 26 
de abril del 2006 y nuestros pronunciamientos OJ-115-2005 y C-178-95, el órgano consultante 
ostenta un grado de desconcentración máxima – lo que según el aludido criterio, “también 
incluye la dotación de personería (sic) jurídica instrumental” – para la “administración plenaria 
respecto del Fondo”; adicionalmente, goza de autonomía administrativa y técnica en la toma 
de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, abarcando el conocimiento y aprobación 
de las solicitudes presentadas, así como el total manejo en los dineros que nutren el régimen 
(recaudo e inversiones), al igual que en la regulación y decisión de nombramientos, 
suspensión, remoción y sanción del personal que le asista. También, se le permitió modificar 
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– cuando proceda – los parámetros de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes 
y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley. Lo que la lleva a afirmar que ni la Corte Plena, ni el Consejo Superior podrían sustituirla 
en el ejercicio de esas competencias, toda vez que la Ley n.° 9544 y, en particular, su 
transitorio I, vino a derogar las funciones que el Consejo Superior tenía con respecto al Fondo 
(plasmadas en los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la LOPJ). Tampoco, añade, podrían 
girarle ordenes, directrices o circulares respecto de la labor sustancial que a esa Junta le fue 
encomendada legalmente. Agrega, que se le confirió “personería (sic) instrumental para que 
pueda representar en pleno al Fondo y ejerza sus labores sustanciales sin injerencia alguna y 
pueda con mayor agilidad gestionar recursos materiales y humanos para dar cumplimiento a 
las competencias asignadas”. Apunta que, para el cumplimiento de sus cometidos, la Junta 
cuenta con la potestad reglamentaria, de conformidad con el artículo 242 de la Ley n.°7333, 
para emitir el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
que deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Por otro lado, señala 
que la Junta tendría su propia fuente de financiamiento, que sería una comisión por gastos 
administrativos, producto de la deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen 
los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos, aclarando que “no implica la 
autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades presupuestarias 
y de recursos que requiere su continuidad, para el buen funcionamiento del Fondo”; pues se 
está en presencia de una desconcentración y no de una descentralización de instituciones 
públicas. En otro orden de consideraciones, señala que de conformidad con el artículo 240 de 
la Ley n.°7333, el mecanismo de elección estaría a cargo del colectivo judicial y de la Corte 
Plena, para lo que emitió el citado Reglamento de integración de la Junta, que regula la 
escogencia de sus miembros, en el que por la participación de distintos órganos del Poder 
Judicial en dicho procedimiento de designación (Dirección de Gestión Humana, Comisión de 
Nombramientos, Tribunal Electoral Judicial), le resulta “evidente que el Poder Judicial proveyó 
de toda su estructura administrativa, a la Junta, en lo relativo a su conformación y entrada en 
funciones, así como respecto de su continuidad cuando deba elegirse nuevamente a los 
integrantes de esta, por lo que se visualiza una activa transferencia de actuaciones 
administrativas de este Poder para con la Junta.” 
 
El criterio legal anterior fue ampliado mediante informe de fecha 7 de diciembre de 2020, 
intitulado “Determinación del régimen jurídico de los colaboradores de la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir si se encuentran o no, 
cubiertos por el régimen aplicable a los funcionarios del Poder Judicial”, que indica, se emite 
por solicitud de la SUPEN. Por lo que, tomando en consideración la naturaleza jurídica de esa 
Junta, el artículo 239 de la LOPJ – con su reforma por la Ley n.°9544 – y nuestro dictamen C-
282-2004, del 1 de octubre, concluye en lo que interesa:  
 


“5.4. Los colaboradores de la Junta, aunque adscritos a esta, son empleados 
del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica 
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instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo 
que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, 
pues, la Junta sigue aunque independiente, siendo un órgano del Poder 
Judicial (norma 239 de la LOPJ). 
5.5. El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es 
el mismo que el que se contempla para el colectivo judicial, claro está, con 
las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus 
competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero 
en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder 
Judicial.” 
 


Por otro lado, se estimó oportuno contar con el criterio de la SUPEN acerca de la presente 
consulta, antes de emitir el pronunciamiento solicitado, el que fue rendido mediante oficio n.° 
SP-1399-2020, del 30 de octubre, en el que señala que coincide con la apreciación acerca de 
que la Junta es un órgano desconcentrado en grado máximo con personalidad jurídica 
instrumental del Poder Judicial, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de 
decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de 
dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del 
fondo, a tenor de los artículos 239 y 240 de la LOPJ, sin bien no se halla desligado 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento. En ese 
sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia 
exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún 
el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones 
de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la 
independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la 
administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe 
sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la SUPEN. Como parte de esa independencia y de contar con 
personalidad jurídica instrumental, la Junta puede dictar normas para el nombramiento, la 
suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así como aprobar el plan anual operativo, 
el presupuesto de operación, sus modificaciones y liquidación anual. Además, concuerda 
también en que, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta 
se financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
propio Fondo. También se refiere a la necesidad y relevancia de establecer la naturaleza 
jurídica de la Junta como un órgano de máxima desconcentración, con personalidad jurídica 
instrumental y con las capacidades técnicas necesarias, destinadas exclusivamente a la gestión 
del Fondo, ya que exige una administración especializada y con amplios conocimientos en 
administración, contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros; como así lo 
expuso en el expediente legislativo n.°19.922. Por lo mismo, apunta que aun cuando el 
Convenio de cooperación interinstitucional que suscribió desde el 27 de enero de 2020 con el 
Poder Judicial, para su constitución y puesta en operación le ha permitido a la Junta contar 
con los recursos y el apoyo logístico necesario, a través de la Dirección Ejecutiva, el 
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Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 
Área Jurídica del Poder Judicial, aparte de proporcionársele un espacio físico, la normativa de 
Conassif y la SUPEN, en especial, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el 
primer órgano en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 
celebradas el 8 de noviembre del 2016, exige que la Junta satisfaga una serie de 
requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de las inversiones 
(verbigracia, el nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de 
un encargado de la función de cumplimiento), los que explica no han sido ejecutados debido 
a las dudas que la Junta mantiene acerca de su naturaleza jurídica y el alcance de sus 
potestades a nivel presupuestario, disciplinario y de manejo del recurso humano. En particular, 
si el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que para 
esa Superintendencia justifica la pertinencia de contar con un pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que evacue estas inquietudes para el proceso de 
conformación de la estructura con que debe contar la Junta consultante.  
 
 
A. LA NATURALEZA DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA COMO UN ÓRGANO DE 
DESCONCENTRACIÓN MÁXIMA DEL PODER JUDICIAL DOTADO DE PERSONALIDAD 
JURÍDICA INSTRUMENTAL 
 
Según se indicó al inicio, se plantea de forma muy general la duda acerca de la naturaleza 
jurídica de la Junta y los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos 
presupuestario y de personal. Siendo la SUPEN la que pide precisar, como parte de la consulta, 
si el recurso humano de la Junta se halla cubierto o no por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial.  
 
La amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos 
que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta, ante la 
posibilidad de que nos extralimitemos indebidamente en aspectos no peticionados 
expresamente por la Administración consultante, dado el carácter vinculante de nuestros 
dictámenes; sin perjuicio de que cualquier precisión adicional que requieran acerca de su 
constitución y competencias, puedan formularla después a la Procuraduría en una gestión 
futura.  
 
Dicho esto, tenemos que, en efecto, fue con la modificación hecha por la Ley n.°9544 a la 
LOPJ, que se creó la aludida Junta, se establecieron sus funciones y fuente de financiamiento; 
determinando también su forma de integración y operación. Interesa, en particular, de esta 
reforma, el artículo 239 vigente que dispone: 
 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 
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con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 
las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias. 
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 
inválidos. 
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 
normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen). 
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 
normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 
Pensiones. 
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 
sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 
presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de 
la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar 
los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 
elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 
Régimen. 
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 
deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 
Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 
administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 
previsto en el artículo 237 de esta ley.” (El subrayado no es del original).  
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Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito, la Junta al tiempo que 
se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, 
se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones 
técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo 
la potestad contenida en la letra h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover 
y sancionar a su personal – aspecto al que nos referiremos en el apartado siguiente – así como 
para aprobar su plan anual operativo. 
 
La forma jurídica más adecuada para compaginar estas dos características dadas por el 
legislador a la Junta – como órgano con independencia plena o completa –  es entendiendo, 
según se indica en los dos criterios precedentes de la asesora jurídica y de la SUPEN, que 
tiene la naturaleza de un órgano desconcentrado en grado máximo, en los términos del artículo 
83 de la LGAP.  
 
Como sabemos del tenor literal del apartado 3 de la citada disposición, por virtud del grado 
máximo de desconcentración, el órgano inferior que la ostenta queda exceptuado de órdenes, 
instrucciones o circulares del jerarca en el ámbito competencial o materias que en función de 
esta técnica organizativa, le corresponde resolver en definitiva a aquél con carácter exclusivo 
y excluyente, aun cuando siga perteneciendo a la misma estructura jerárquica del titular 
originario de dichas atribuciones (ver al respecto, entre muchos otros, nuestros 
pronunciamientos C-086-91, del 23 de mayo y C-104-91, del 19 de junio, ambos de 1991; C-
004-1993, del 4 de enero de 1993; C-159-96, del 25 de setiembre y C-171-96, del 18 de 
octubre, ambos de 1996; C-033-2002, del 28 de enero de 2002; C-217-2007, del 3 de julio de 
2007; C-203-2008, del 13 de junio de 2008; C-003-2009, del 19 de enero, OJ-004-2009, del 
21 de enero, C-084-2009, del 20 de marzo, C-276-2009, del 13 de octubre todos del año 2009 
y C-166-2016, del 5 de agosto de 2016). 
 
En ese sentido, en el dictamen C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvimos:  
 


“2.- La competencia desconcentrada 
La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor 
de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 
ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.  
Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 
competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una 
materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la 
necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera 
que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa 
perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 
órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la 
estructura originaria.  
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Normalmente se considera que la desconcentración es uno de los límites más 
importantes a la jerarquía. Esta es una técnica de descongestión de la 
jerarquía, que ya que la transferencia de competencias decisorias implica un 
cambio en la titularidad de las competencias y no solo en su ejercicio, como 
sí sucede en la delegación. Por medio de este mecanismo, el órgano inferior 
se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad, no obstante lo 
cual mantiene su condición de órgano y por ende, parte de la organización 
que desconcentra. 
Como indicamos en el dictamen N° C-159-96 de 25 de setiembre de 1996, 
con la desconcentración se quiebra el principio jerárquico por cuanto el 
jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia 
desconcentrada, así como existe la posibilidad de que se elimine el 
agotamiento de la vía administrativa. En último término, en el caso de 
desconcentración máxima el jerarca pierde el poder de mando e instrucción 
sobre el órgano desconcentrado. Así, el órgano desconcentrado puede 
ejercer en propio nombre, y no en el de otro ente u órgano al que pertenece, 
la correspondiente competencia desconcentrada. La desconcentración 
máxima se convierte, de esa forma, en el mayor límite a la relación de 
jerarquía, en cuanto impide al jerarca el ejercicio de los poderes de mando 
y de instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación. 
En palabras de la Sala Constitucional: “De manera que existe 
desconcentración administrativa cuando por norma legal se atribuye a un 
órgano inferior del ente una competencia exclusiva, con algún grado de 
autonomía, con lo que se produce la pérdida de la competencia por parte del 
superior jerárquico, de donde, su condición nunca puede ser igual a la del 
superior, aun cuando se trate del grado máximo de la desconcentración”. 
Sala Constitucional, resolución 9563-2006 antes citada. 
 


De conformidad con lo expuesto, se justifica la configuración de la Junta como un órgano de 
desconcentración máxima, tomando en cuenta la especialidad técnica de la materia tan 
sensible sobre la que le corresponde resolver y que la letra a) del artículo 239 bajo estudio, 
resume en “Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder 
Judicial”, con todo lo que ello supone y que los demás incisos del mismo precepto terminan 
de desarrollar, tal como  estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión de 
los afiliados al fondo y de reingreso, hacer estudios actuariales, decidir cómo se van a invertir 
los recursos del fondo de acuerdo con la normativa aplicable; que en su conjunto constituye 
la materia desconcentrada que se le arrebata, por así decirlo, al poder de decisión del superior 
jerarca. 
 
En efecto, de forma correlativa a las competencias que se le atribuyen al órgano consultante 
por el referido artículo 239, el artículo 2 de la Ley n.°9544 derogó las propias que tenía el 
Consejo Superior del Poder Judicial sobre el particular, en los incisos 12, 13, 14 y 15 del 







 
Señor                                                                                                          29 de enero de 2021 


Carlos Alberto Montero Zúñiga                                                                                    C-021-2021 
Presidente                                                                                                                    Página 8 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 


 


 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  


Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 


artículo 81 de la LOPJ, órgano al que se le confiaba la administración del Fondo de Pensiones 
y Jubilaciones del Poder Judicial, “de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la 
Corte Suprema de Justicia”, así como el otorgamiento de toda clase de jubilaciones y pensiones 
judiciales; reforzando de esta forma la noción de que el poder de decisión último en la 
administración del fondo le corresponde en este momento exclusivamente a la Junta.  
 
Por otro lado, la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se 
garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo 
Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, 
se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio 
de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca 
dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la 
mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ. 
 
Pero, en todo caso, el artículo 241 de la misma Ley confía la supervisión y regulación de la 
materia desconcentrada a favor de la Junta a la SUPEN y al Conassif, respectivamente, 
mientras que el artículo siguiente, sujeta a la aprobación de la Superintendencia la aprobación 
del Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial elaborado 
por la Junta; como claros ejemplos de que la competencia desconcentrada se guíe por criterios 
técnicos y objetivos, en aras de asegurar la seguridad, liquidez y sostenibilidad del fondo en 
beneficio de todos sus afiliados.  
 
En otro orden de consideraciones, el antepenúltimo párrafo del aludido artículo 239 le otorga 
personalidad jurídica instrumental a la Junta. Contrario a lo afirmado por la asesoría jurídica 
de la Junta, el dotar de personalidad instrumental – no de “personería”, como por error se 
suele confundir, pese a tratarse de nociones distintas1 – a un órgano no es una consecuencia 
de la desconcentración de competencias.  
 
En otras palabras, para ejercer las competencias desconcentradas no se requiere de 
personalidad jurídica. Por el contrario, el otorgamiento de la personalidad instrumental cobra 
sentido cuando al órgano se le permite administrar determinados recursos, como con toda 
claridad sucede con la Junta a la que, como ya indicamos, se le encomienda la administración 
del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, a la vez que le 


                                                           
1 Ya en otras ocasiones la Procuraduría ha advertido de esa confusión en el uso de ambos conceptos: “Es necesario 


aclarar, en todo caso, que jurídicamente los términos "personería jurídica" y "personalidad jurídica" no son 


sinónimos. El primero se refiere a la representación de un determinado ente. La persona pública tiene personeros 


porque es un centro de imputación de derechos y obligaciones y como tal requiere representantes. La persona 


jurídica actúa a través de sus representantes, que son sus personeros. Ciertamente, en algunas ocasiones el 


legislador confunde "personalidad" y "personería" y en otras, señala que determinados funcionarios serán los 


personeros de un órgano. No obstante, estas deficiencias técnicas en que incurre el legislador no pueden conducir 


a considerar que el órgano constituya persona jurídica y pueda, entonces, ser considerado un ente público 


descentralizado” (dictamen C-201-2003, del 27 de junio, y en el mismo sentido, el pronunciamiento OJ-144 -


2016, del 18 de noviembre).  
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sirve para ejercer las acciones de cobro necesarias a que hace referencia la letra c) del artículo 
239 de repetida cita.  
 
Según lo hemos advertido también en otras oportunidades, el efecto propio de la personalidad 
jurídica instrumental reside en la titularidad de un presupuesto propio, por ende, 
independiente del presupuesto del organismo del que forma parte y la posibilidad de contratar 
con base en ese presupuesto: “Típicamente, la personalidad jurídica instrumental habilita al 
órgano inferior para administrar y ejecutar su presupuesto, con independencia de la gestión 
presupuestaria del Ente al que pertenece. Igualmente, la personalidad jurídica instrumental le 
permite celebrar contratos con cargo a su propio presupuesto. Pero, en modo alguno, esto 
conduce a considerar que el órgano con personalidad jurídica instrumental, constituya una 
suerte de ente autónomo.” (OJ-125-2008, del 14 de noviembre de 2008, el subrayado no es 
del original y en igual sentido, puede verse el dictamen C-305-2009, ya mencionado). 
 
Esta última consideración es importante resaltarla, respecto a que el otorgamiento de 
personalidad jurídica instrumental a la Junta no debe confundirse en modo alguno con la 
creación de una nueva persona jurídica, ni lleva implícita una descentralización de funciones 
o considerarla parte de la Administración descentralizada; pues debe quedar claro que forma 
parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder, según lo precisamos líneas atrás.  
 
Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos 
párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en 
que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo 
cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es 
titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.  
 
Por lo demás, la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta cumplir con las 
competencias que tiene encomendadas con mayor eficiencia y celeridad en la contratación de 
personal, bienes y servicios que le fueren indispensables para el cumplimiento de la función 
que le fue transferida, en el entendido de que la ley le faculte expresamente para ello (ver en 
esa línea, la sentencia de la Sala Constitucional n.° 2006-9563 de las 16:06 horas del 5 de 
julio del 2006). 
 
Finalmente, la atribución de personalidad jurídica instrumental a la Junta le permite asumir la 
representación del Fondo, como universalidad o patrimonio separado o autónomo que es del 
patrimonio de la propia Junta y del patrimonio del Poder Judicial, según lo establece el 
antepenúltimo párrafo del artículo 239 y el artículo 235 de la LOPJ.  
 
 
B. LA POTESTAD DE LA JUNTA EN EL MANEJO DEL RECURSO HUMANO A SU 
CARGO EL QUE, EN TODO CASO, SE HALLA CUBIERTO POR EL RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE AL RESTO DE FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL 
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Uno de los ámbitos en que la Junta solicita criterio de cómo se manifiesta su naturaleza como 
órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial es lo relativo al manejo del recurso 
humano a su cargo y la potestad disciplinaria, ante lo que la SUPEN plantea la inquietud de si 
el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que la 
asesoría jurídica del órgano consultante responde afirmativamente con fundamento en nuestro 
dictamen C-282-2004. 
 
En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la 
competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, 
la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina 
parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de 
los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”.  
 
Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya 
desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo 
del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero).  Obsérvese, en primer 
lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, 
remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el 
conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – 
sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores 
en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, 
se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. 
En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el 
procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de 
esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso 
sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración 
reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. 
 
Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta 
se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir 
que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus 
funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la 
gestión de los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de 
desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial.    
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por 
el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, 
ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación 
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de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina 
reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 


“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS 
DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad 
Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el 
Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son 
órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello 
no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una ordenada 
distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. 
Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio 
de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. 
A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que 
prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el 
ente u órgano al que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de 
imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea 
una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de 
competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido 
expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir 
siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra… 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se 
desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la 
estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones 
desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan 
sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como 
servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado 
en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 
junio; y C-280-2019, del 1 de octubre). 


 
 
C. CONCLUSIÓN:  
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:  
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es 
un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el 
aludido fondo. 
 


2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes 
– incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos 
a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público. 


 
 


Atentamente,  
 
 
 


Alonso Arnesto Moya  
Procurador 


AAM/hsc 
 
C:  Señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente, Superintendencia de Pensiones 
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San José, 01 de febrero del 2021 


Criterio DJ-C-43-2021 


 


 


 


Lic. Arnoldo Hernández Solano, Presidente 


Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


S.          D. 


 


Estimado señor: 


 


             Me refiero al oficio N° 907-2020 del 16 de noviembre de 2020, suscrito por la Licda. 


Ana Lucrecia Ruiz Rojas, mediante el cual se nos da traslado del acuerdo tomado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 34-


2020 celebrada el 19 de octubre del 2020 que dispone lo siguiente: “Solicitar a la Dirección 


Jurídica criterio que defina las potestades que otorga la personería jurídica instrumental 


con respecto a las actuaciones de esta Junta Administradora, tanto en la representación 


judicial y extrajudicial, con relación a lo que establece en la Ley 9544, artículo N° 239” 


 


 Al respecto nos permitimos expresar lo siguiente: 


 


 Con el fin de dar debida respuesta a lo planteado, esta unidad asesora ha hecho 


revisión de lo recomendado, con relación a lo que establece en la Ley 9544, artículo N° 239 


el cual indica lo siguiente:   


 


 “Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 


con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 


las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 


Le corresponde a la Junta: 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 


Poder Judicial. 


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 


le presenten. 


c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 


acciones de cobro necesarias. 


d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 


inválidos. 
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e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 


normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 


f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 


normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 


g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 


Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 


Pensiones. 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 


sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 


i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 


Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la 


Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los 


parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 


elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 


los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 


ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 


Régimen. 


La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 


atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 


judicial y extrajudicial del Fondo. 


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 


deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 


judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 


Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 


Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 


administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 


previsto en el artículo 237 de esta ley. 


(Así reformado por el artículo 1° d ela ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).” 


 


En el anterior sentido, estimamos oportuno indicar a la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizar las siguientes 


consideraciones: 


 


Del artículo N° 239 de cita, podemos determinar que en el mismo se encuentran 


definidas las competencias del órgano, siendo así que, para su ejercicio, en el párrafo ante 


penúltimo se indica: “La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para 


ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 


judicial y extrajudicial del Fondo”. 
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Conforme a lo anterior y en orden a la solicitud de criterio expresada, se advierte 


que el otorgamiento de la condición de órgano- persona a la Junta Administradora posee 


un carácter instrumental, toda vez que dicha condición es un medio para que se pueda hacer 


debido ejercicio de las competencias legales.     


 


En este orden de ideas, la personería jurídica instrumental va permitir la capacidad 


de administración de recursos de manera separada del ente al cual pertenece y en este 


sentido, la Sala Constitucional en su resolución 15716 - 2005 con fecha del 16 de noviembre 


del 2005 dispuso lo siguiente: 


 
“V.- Por otra parte, también ha indicado la Sala que en el Derecho Público 


costarricense existen varios ejemplos de la figura de la "personificación 


presupuestaria" según la cual en algunos casos el legislador opta por dar a 


ciertos Órganos desconcentrados la posibilidad de manejar sus propios 


recursos fuera del Presupuesto del Estado central al dotarlos de 


"personalidad jurídica instrumental". Sobre el particular se ha señalado por 


este Tribunal que resulta válido a la luz del Derecho de la Constitución, 


conferir a un órgano desconcentrado, personalidad jurídica instrumental 


para efectos de manejar su propio presupuesto y así llevar a cabo en forma 


más eficiente la función pública que está llamado a desempeñar.  


Precisamente esa personificación presupuestaria le permite administrar sus 


recursos con independencia del Presupuesto del ente público al que pertenece 


aún cuando continúa subordinado a éste en todos los aspectos no propios de 


la función que le fue dada por desconcentración y de los derivados de su 


personalidad jurídica instrumental (ver en ese sentido sentencia No.2001-


11657 de las catorce horas cuarenta y tres minutos del catorce de noviembre 


del dos mil uno) (…)." (Voto No. 2004-08474 de las 15:11 hrs. del 4 de agosto 


del 2004). 


Es menester tomar en consideración que la figura de la personificación 


presupuestaria, también llamada personalidad instrumental, interórganica, 


incompleta o legitimación separada, responde a claros y evidentes principios 


de orden constitucional que informan la organización y función 


administrativa tales como los de eficacia, eficiencia, celeridad y agilidad, 


frente a la usual rigidez y entrabamiento de la organización del Estado. 


Nótese, adicionalmente, que la personalidad instrumental resulta, per se, 


limitada para un sector de actividad determinado -contratación de recursos y 


servicios de orden material y humano- con el propósito de obtener una gestión 


presupuestaria independiente a la del Gobierno central -respecto de partidas 


incluidas, obviamente, en el presupuesto ordinario- que le permita al órgano 


respectivo actuar de formal ágil, flexible y expedita. Consecuentemente, la 


personalidad instrumental no se proyecta, indiscriminadamente, para todo 


tipo de contratación administrativa, por su ámbito limitado. 
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Consecuentemente, se debe denegar la acción en lo que a este punto 


corresponde” 


 


Siguiendo la misma línea de la función del órgano de personería jurídica 


instrumental en su función de facilitar y agilizar las funciones de la administración, la Sala 


Primera de la Corte en su resolución Nº00166 - 2018 con fecha del 01 de marzo del 2018 


dispuso la posibilidad de auto administración y la posibilidad de adquirir bienes y servicios 


de la siguiente manera: 


 
“En un principio esta Sala se decantó por achacarla en exclusiva al Estado. 


Posteriormente, se inclinó por imponerla al órgano con personería 


instrumental, en el caso de que el menoscabo se originara merced al ejercicio 


u omisión de alguna de sus competencias. Ha de hacerse observar, la 


asignación de personería jurídica instrumental a ciertos órganos tuvo su 


génesis en la necesidad de paliar en alguna medida las deficiencias 


operativas del Gobierno Central, así como de los entes descentralizados. Es 


indudable su objeto es que administren su propio presupuesto, realicen sus 


propias contrataciones, y en gran medida para simplificar el sistema de 


nombramiento de sus funcionarios. De ahí, que les proporcionara flexibilidad 


y los dotara de instrumentos de gestión óptimos, si se les compara con los de 


la Administración Pública tradicional. Así, para la doctrina y en opinión de 


la Procuraduría General de la República los órganos con personalidad 


jurídica instrumental se crean para facilitar su operación, evitar controles y 


simplificar requisitos. Pero, no puede dejarse de lado, continúan estando 


adscritos a un Ministerio o ente mayor con sujeción a directrices e 


instrucciones. Consecuentemente, es claro, en el caso de los adscritos a algún 


Ministerio, son parte integral de un todo más amplio, a saber, la 


Administración Central o Aparato Estatal que continúa siendo uno solo 


(unidad del Estado)”. 


 


No obstante, a pesar de que la función de un órgano con personería instrumental es 


facilitar, simplificar la administración no podemos dejar de lado que todavía siguen estando 


adscritos al ente, como así lo indica la Contraloría General de la Republica con el decreto, 


DAGJ-0056-2009 el 19 de enero, 2009, que dispuso, lo siguiente:  


 
       “Sin embargo, nuestro legislador ha dado forma a una figura de naturaleza 


especial que es la de los órganos desconcentrados con personalidad jurídica 


instrumental. Es decir, son aquellas administraciones del Estado que no 


constituyen entes descentralizados ni gozan por ende de personalidad jurídica 


plena, pero sí poseen personalidad jurídica instrumental que no es una 


personalidad jurídica plena como la de los entes descentralizados pues se 


mantienen adscritos a otra entidad, pero que sí se les otorga personalidad 
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especialmente para el trámite y manejo de su presupuesto. En consecuencia, 


si bien en principio un órgano desconcentrado carece de personalidad 


jurídica, en nuestra organización administrativa se ha reconocido una figura 


denominada “personalidad jurídica instrumental”. Ello con el fin de dotar a 


los órganos desconcentrados de la capacidad suficiente para administrar sus 


propios recursos, es decir, que el origen de esta categoría ha estado muy 


ligado al manejo presupuestario.        Este concepto sobre la personificación 


presupuestaria ha sido ampliamente desarrollado por la Procuraduría 


General de la República Al respecto véase oficios C-178-95, C- 115-89 del 4 


de julio de 1989, OJ-062-98 del 16 de julio de 1998, OJ-138-2004 del 02 de 


noviembre del 2004 y C-177-2007 del 4 de junio de 2007. Bajo este supuesto, 


son varios los órganos “adscritos” al Ministerio de Cultura que gozan de 


personalidad jurídica instrumental sobretodo en materia de presupuesto y el 


manejo financiero de sus recursos.  Por ejemplo, en el caso del Centro 


Costarricense de Producción Cinematográfica se ha considerado que  desde 


el origen de su creación, fue constituido como un órgano adscrito al 


Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, pero con personalidad jurídica 


instrumental, que no constituye una personalidad jurídica plena pues 


mantiene la adscripción del órgano a otro ente para efectos de uniformar 


políticas de acción, pero que le permite al órgano manejar su propio 


presupuesto y hasta tramitar sus contrataciones administrativas con sus 


propios fondos. En ese sentido y solo como ejemplo de muchos, el criterio de 


este Despacho es que el Centro es un órgano desconcentrado con 


personalidad y capacidad jurídica instrumentales, con presupuesto propio, y 


con competencia para el manejo de sus recursos financieros y de las 


contrataciones que realice. Debe interpretarse que la normativa confiere 


capacidad al Centro de trabajar en forma independiente, ajustándose a los 


procedimientos y normativa vigente, sus contrataciones administrativas, así 


como también goza de capacidad para las decisiones que involucren el 


manejo de su presupuesto (modificaciones y aprobaciones), manteniéndose 


siempre su condición de órgano adscrito al Ministerio de Cultura, Juventud y 


Deportes, procurándose así la uniformidad de políticas y criterios en materia 


de cultura costarricense. (el destacado es nuestro) 


 


 Conforme a lo anterior, la personería jurídica otorgada a los órganos personas, 


tiene un carácter típicamente instrumental, es decir es un medio para el cumplimiento de 


las competencias asignadas por el legislador, de una manera más eficaz y eficiente, 


conforme los principios del servicio público que se contemplan en el artículo 4 de la Ley 


General de la Administración Pública, que dispone lo siguiente: “Artículo 4º.-La actividad 


de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del 


servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio 


en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 


destinatarios, usuarios o beneficiarios”. 
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 Complementario con lo anterior, el artículo 5.b. de la Ley de la Administración 


Financiera y Presupuestos Públicos, dispone lo siguiente: “Principio de gestión 


financiera. La administración de los recursos financieros del sector público se orientará 


a los intereses generales de la sociedad, atendiendo los principios de economía, eficacia y 


eficiencia, con sometimiento pleno a la ley”. 


 


 Corolario de lo anterior, se advierte que los órganos persona tienen la posibilidad 


de ejercicio de la potestad reglamentaria, vía reglamentos de organización o de servicio, -


sea sin potestades de imperio, dado que esto es reserva de ley- en tanto que los mismos son 


instrumentos para el mejor cumplimiento de las competencias asignadas. 


 


 En este orden de ideas, se puede determinar las siguientes competencias 


generales, comunes a todo órgano con personalidad jurídica instrumental: 


 


 
  


 Complementario con lo anterior, debe tomarse en consideración que las 


competencias que le asignan a los órganos persona, implican que, al tener presupuesto propio 


y personería particular, deviene además en obligaciones y consecuencias jurídicas. 


 


Poseer su propia organización administrativa 
mínima que sea necesaria para el cumplimiento de 


sus competencias.


Administrar su presupuesto y adoptar las decisiones 
que correspondan sobre el mismo.


Realizar contrataciones administrativas para 
adquirir bienes y servicios, conforme a la Ley de la 


Contratación Administrativa.


Establecer relaciones de empleo público.


Auto regularse por la vía de reglamentos 
autónomos. 
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 En este orden de ideas, la Ley General de Control Interno cubre este tipo de órganos 


persona, toda vez que se incorporan dentro del concepto de administración activa, de la 


siguiente manera: “a) Administración activa: desde el punto de vista funcional, es la función 


decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista 


orgánico es el conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; 


incluyen al jerarca, como última instancia”. 


 


 En el mismo sentido el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de 


la República señala: “Artículo 4.- Ámbito de su Competencia. La Contraloría General de la 


República ejercerá su competencia sobre todos los entes y órganos que integran la Hacienda 


Pública”. 


 


 Por otra parte, la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito dispone sus 


alcances, dentro del cual se incorpora a los órganos persona, de la siguiente manera: 


 
“Artículo 2º-Servidor público. Para los efectos de esta Ley, se considerará 


servidor público toda persona que presta sus servicios en los órganos y en los 


entes de la Administración Pública, estatal y no estatal, a nombre y por cuenta 


de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de investidura 


y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, 


remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. Los términos 


funcionario, servidor y empleado público serán equivalentes para los efectos 


de esta Ley. 


Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los funcionarios de 


hecho y a las personas que laboran para las empresas públicas en cualquiera 


de sus formas y para los entes públicos encargados de gestiones sometidas al 


derecho común; asimismo, a los apoderados, administradores, gerentes y 


representantes legales de las personas jurídicas que custodien, administren o 


exploten fondos, bienes o servicios de la Administración Pública, por 


cualquier título o modalidad de gestión”. 


 


 Consecuentemente con este marco normativo y otros aplicables a la forma de 


operar en la administración pública -v.g. Ley de Simplificación de Trámites- el carácter 


instrumental del órgano, hace que sus directivos posean una serie de obligaciones 


particulares bajo la figura de responsables o titulares subordinados en cuanto al 


funcionamiento y organización general del mismo que deben ser tomados en consideración 


a la hora de delimitar el marco de sus competencias. 
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 Así la cosas, un listado muy básico de dichas responsabilidades sería el siguiente 


y en el entendido que no es excluyente de otras obligaciones legales: 


 


 
  


 Como se advierte, la existencia misma de una personería jurídica deviene en el 


cumplimiento de obligaciones legales de carácter insoslayable y necesarias para cautelar la 


seguridad y transparencia de las conductas que realicen los órganos respectivos, siendo un 


complemento necesario del ejercicio de sus competencias.  


 


 De manera adicional, debe tomarse en consideración que la instrumentalidad de 


la personería jurídica implica necesariamente que el órgano persona tiene la posibilidad de 


ejercer la defensa de sus intereses y la posibilidad de resolver los temas sometidos a su 


conocimiento en sede administrativa. 


 


 En este orden de ideas, el órgano persona puede demandar y ser demandado, en 


la vía contencioso administrativa conforme las siguientes normas: 


“ARTÍCULO 10.- 


1) Estarán legitimados para demandar: 


a) Quienes invoquen la afectación de intereses legítimos o derechos 


subjetivos. 


b) Las entidades, las corporaciones y las instituciones de Derecho público, y 


cuantas ostenten la representación y defensa de intereses o derechos de 


Rendir cuentas a los órganos internos y externos de 
control. (auditoría, Contraloría General de la República, 


SUPEN)


Establecer controles internos acordes con la Ley General de 
Control Interno.


Realizar su sistema específico de evaluación de riesgos 
(SEVRI)


Cumplir las regulaciones de la Contraloría General de la 
República.


Establecer los mecanismos internos para asegurar que sus 
integrantes rindan cuentas, garantías (pólizas de fidelidad), 


declaraciones de bienes, prohibiciones.


Establecer mecanismos de conservación de documentación 
conforme a Ley de Archivos.  
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carácter general, gremial o corporativo, en cuanto afecten tales intereses o 


derechos, y los grupos regidos por algún estatuto, en tanto defiendan intereses 


colectivos”. 


“ARTÍCULO 12.- Se considerará parte demandada: 


1) La Administración Pública autora de la conducta administrativa objeto del 


proceso, salvo cuando se trate de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial 


y del Tribunal Supremo de Elecciones; en este caso, se demandará al Estado. 


2) Los órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, en 


tanto sean autores de la conducta administrativa objeto del proceso, 


conjuntamente con el Estado o el ente al que se encuentren adscritos…” 


 


 En la vía ordinaria laboral, resulta de interés destacar que tal supuesto no se previó 


toda vez que se establece la representación de la Procuraduría General de la República en 


estos casos, de la siguiente manera: 


 
“Artículo 448.- 


En las demandas contra el Estado, por actuaciones de la Administración 


Central, de los Poderes del Estado, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la 


Contraloría General de la República y de la Defensoría de los Habitantes de 


la República, en tanto ejerzan función administrativa, la representación y 


defensa corresponderá a la Procuraduría General de la República”. 


 


 De conformidad con lo anterior, el órgano persona tiene además las siguientes 


atribuciones: 


   


 
 


Agotar la vía administrativa en los 
reclamos administrativos que le planteen.


Ejercer su propia representación legal 
como parte actora o demandada en sede 


contencioso administrativa.


Ser demandado y ejercer su propia 
representación legal en la vía de cobro.


Responder por sus propias conductas u 
omisiones frente a terceros. 
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En el caso concreto de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial se advierte que todas las anteriores consideraciones son 


plenamente aplicables, en tanto la ley le definen las siguientes competencias: 


 


Competencia Potestad 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder 


Judicial. 


Potestad de autoadministración, 


realizar contratos   


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes 


de jubilación y pensión que se le presenten. 


Potestad resolutiva y de agotamiento de 


la vía administrativa 


c) Recaudar las cotizaciones que 


corresponden al Fondo y ejercer las acciones 


de cobro necesarias. 


Potestad de autoadministración 


d) Atender las solicitudes de reingreso a 


labores remunerativas de jubilados inválidos. 


Potestad resolutiva 


e) Realizar los estudios actuariales con la 


periodicidad establecida en la normativa 


emitida al efecto por el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero 


(Conassif) y la Superintendencia de Pensiones 


(Supén). 


Potestad de administración y de 


contratación de servicios 


f) Invertir los recursos del Fondo, de 


conformidad con la ley y con la normativa que 


al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la 


Superintendencia de Pensiones. 


Potestad de administración 


g) Cumplir con la legislación y la normativa 


que dicten tanto el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero como la 


Superintendencia de Pensiones. 


Deber de cumplir controles y directrices 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del 


personal; así como aprobar el plan anual 


operativo, el presupuesto de operación, sus 


modificaciones y su liquidación anual. 


Potestad autonormativa. 


  


 


Conforme a las anteriores consideraciones, estima esta unidad asesora que la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, goza de un amplio 


marco de auto administración que le permite contratar bienes y servicios, establecer 
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relaciones de empleo público y controles para el cumplimiento de sus fines, toda vez que su 


personería jurídica posee un carácter evidentemente instrumental.  


 


Dejamos así evacuada su solicitud de criterio.  


 


Respetuosamente,                                                                      


 


 


 


 


 


Máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 


Director Jurídica   a.í. 


                                                                                      


 


 
Ref: 1777-2020 


LMB  
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Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 
 


San José, 24 de agosto de 2020 


N° 0564-2020 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


Licenciada 


Rocío Aguilar Montoya 


Superintendente de Pensiones 


 


Estimada señora: 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, me permito referirme en 


términos generales a la situación actual de operación en la que se encuentra la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) y en 


específico a la atención de los oficios SP-439-2020, SP-489-2020 y SP-626-2020, por lo cual 


respetuosamente se indica:  


 


I. Situación General de la Junta Administradora del FJPPJ: 


1) Que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es 


oficialmente conformada hasta el día 27 de enero del año 2020, fecha a partir de la cual se 


inician las gestiones y trámites de su competencia. 


2) Que a dicha fecha, existía una brecha importante de requerimientos normativos y de 


cumplimiento que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no había podido 


atender, dado el vacío legal del Órgano de Dirección para la toma de decisiones, aprobación 


y gestión respectiva. 


3) Que mediante el decreto ejecutivo N°. 4227-MP-S con fecha 16 de marzo 2020, se declara la 


emergencia nacional COVID-19 (actualmente vigente), situación que conlleva la adopción 


de medidas para la implementación del teletrabajo, replanteo de procesos y actividades 


necesarias para garantizar la continuidad de todas las tareas propias asignadas en general al 


Poder Judicial y en específico a la Junta Administradora, debido a lo cual se presenta un 


periodo de acomodo y ajuste ante esta condición que debe ser considerado.  


 


4) Que para el aseguramiento y atención de las operaciones normales del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, se suscribe el Convenio N°. 03-2020 el 27 de enero de 2020, 


con la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, con el fin de mantener el apoyo logístico 


temporal (por un plazo de 2 años prorrogable), que permita garantizar la continuidad y 


confiabilidad de las operaciones ejecutadas hasta esa fecha por el Poder Judicial, no así para 


la ejecución de nuevas tareas o actividades que, hasta ese momento, no hubiesen podido ser 


desarrolladas.  


 







Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 
 


5) Que a lo interno de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, se considera existe una 


imposibilidad material para el desarrollo de nuevas funciones o tareas relacionadas con el 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (el convenio da sostenibilidad 


únicamente a las funciones ya asumidas), debido al pronunciamiento de la Contraloría 


General de República mediante criterio N°. DFOE-PG-0436 (Oficio N°. 11481) del 10 de 


agosto de 2018, del cual se destaca: 


 
“5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 


Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, 


para que realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está 


facultado para brindar recursos materiales, financieros, tecnológicos y de 


infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la 


Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría General de la 


República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la competencia 


constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.” ** El resaltado no es del original ** 


 


6) Que dadas las limitaciones expuestas en los incisos 2), 4) y 5) anteriores de este oficio y 


conforme a las posibilidades y alcance del convenio establecido con la Corte Suprema de 


Justicia, Poder Judicial, se procede a remitir un criterio jurídico y consulta a la Procuraduría 


General de la República con el número de referencia 4942-2020 (actualmente pendiente de 


respuesta), mediante la cual se solicita aclaración sobre la naturaleza jurídica de la Junta, 


grado de desconcentración y nivel de autonomía con respecto al Poder Judicial. Lo anterior 


con el fin de aclarar inequívocamente la ruta estratégica de crecimiento, tanto para su 


personal, recursos tecnológicos, activos y demás elementos necesarios para la atención 


completa y correcto alineamiento a los requisitos generales de la SUPEN. 


 


7) Que con el fin de establecer una estructura adecuada, eficiente y capaz para la correcta gestión 


de la Junta Administradora del FJPPJ, se procede paralelamente a efectuar una invitación a 


proveedores especializados en el mercado, tomando la decisión de contratar la consultoría de 


PricewaterhouseCoopers (PwC) para que entre otros elementos, efectúe: 


 


a. Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta 


Administradora. 


b. Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos, así como la escala salarial 


para las organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora. 


c. Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la Junta 


Administradora. 


 


8) Que la Junta Administradora del FJPPJ ha atendido a lo largo de aproximadamente seis meses 


de conformación, lo relacionado con el alineamiento de los requerimientos normativos 


aprobando, entre otros elementos, los que a continuación se destacan: 


 


a. Aprobación y ajustes solicitados por la SUPEN sobre el estudio actuarial del FJPPJ 


para el periodo 2019. 
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b. Aprobación de normativa especializada: 


i. Política de Inversiones del FJPPJ (Reglamento de Gestión de Activos). 


ii. Planificación Estratégica de Inversiones (Reglamento de Gestión de 


Activos). 


iii. Política de Liquidez (Reglamento de Gestión de Activos). 


iv. Folleto para Público General (Reglamento de Gestión de Activos). 


v. Código de Gobierno Corporativo (Reglamento de Gobierno Corporativo). 


vi. Declaración de Apetito de Riesgo (Reglamento de Riesgos). 


vii. Perfil de Riesgo (Reglamento de Riesgos). 


viii. Marco de Gestión de Riesgos (Reglamento de Riesgos). 


ix. Metodología General de Valoración de Riesgos (Reglamento de Riesgos). 


x. Política de Administración de Riesgos (Reglamento de Riesgos). 


xi. Manual de Procedimiento Interno del Comité de Riesgos. 


xii. Política de Solvencia (Reglamento Actuarial). 


xiii. Política de Inversiones de la JAFJPPJ.  


xiv. Reglamento de Crédito (artículo 240 bis Ley 9544). 


xv. Reglamento General del FJPPJ (artículo 242 bis Ley 9544) en proceso de 


aprobación final y publicación. 


xvi. Plan y Hoja de Ruta para salida a Mercados Internacionales. 


c. Aprobación de informes y trámite especializados varios: 


i. Informe mensual de cartera FJPPJ. 


ii. Estrategia de Inversiones (I, II y III trimestre de 2020). 


iii. Informe Anual de Gobierno Corporativo periodo 2019. 


iv. Informe de Límites Prudenciales (RGA). 


v. Propuesta de Límites de Riesgos. 


vi. Modelo de Selección y Calificación de Emisores Locales y Primas por 


Riesgos. 


vii. Metodología de Cálculo de Indicadores por Riesgo Financiero. 


viii. Metodología para la Evaluación de Solicitudes de Crédito y Primas por 


Riesgo. 


d. Trámites de emisión de personería jurídica para la Junta Administradora, registro 


tributario, exención de impuestos, inscripción patronal ante la CCSS y demás propios 


de un órgano de reciente creación. 


e. Trámites administrativos bancarios (modificación de titularidad de cuentas corrientes 


del FJPPJ), apertura de cuentas corrientes propias para la Junta Administradora y 


demás gestiones necesarias para facultar la utilización de los recursos generados por 


la comisión de administración (5/1000). 


f. Constitución de concurso para la contratación de proveedores de servicios bursátiles 


y firma de contratos respectivos. 


g. Adopción del Reglamento de Información Financiera, ajustes a nivel de archivos de 


inversiones, compras-ventas y saldos contables, así como el catálogo de cuentas y 


emisión de estados financieros. 


h. Revisión y cancelación del canon de supervisión a partir del periodo de mayo 2018 
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(promulgación de la Ley N°. 9544) a la fecha. 


 


9) Que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fue constituido el 09 de junio 


de 1939, funcionando desde sus orígenes bajo la tutela de la Corte Plena siguiendo sus propias 


políticas, reglamentos y formas de operación (por así disponerlo la anterior LOPJ); es hasta 


la promulgación de la Ley N°. 9544 del 22 de mayo de 2018 que se impone la supervisión 


directa de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), dotándole de una personería jurídica 


propia y creando la Junta Administradora del FJPPJ como su Órgano de Dirección, debido a 


lo cual, a diferencia del resto de Operadoras de Pensiones Complementarias (OPC) y 


Regímenes de Pensión del primer pilar, que conforman el sector de pensiones costarricense, 


el FJPPJ atraviesa por un periodo de ajuste y reacomodo necesario para cumplir a cabalidad 


con toda la normativa y procedimientos que, para el resto del mercado, son normales y de 


cumplimiento pleno debido que se han alineado paulatinamente conforme al desarrollo y 


maduración del sector de pensiones como un todo.  


 


10) Que aunado a todo lo anterior, es de vital importancia destacar que el FJPPJ ejecuta sus 


operaciones bajo el principio de “negocio en marcha”, que mantiene obligaciones con su 


población afiliada y que debe continuar con una adecuada gestión de su portafolio de 


inversiones y activos en general, remisión de informes y cumplimiento de trámites operativos 


especializados necesarios para la correcta operación del FJPPJ, situación que a la fecha se ha 


cumplido a cabalidad.     


 


Petitoria: 


Conforme a las consideraciones expuestas, se solicita a la Superintendencia de Pensiones, 


brindar un mayor grado de gradualidad para la homologación y adopción de la normativa 


aplicable al FJPPJ y a la propia Junta Administradora, considerando su fecha de integración 


definitiva y el importante avance hasta la fecha obtenido. 
 


 


II. Situación Específica de Atención a Oficios SP-439-2020 y SP-626-2020 


(Estructura de la Junta Administradora): 


 


a) Que mediante oficio N°. SP-439-2020 del 16 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones 


se refiere entre otros factores, a la estructura mínima necesaria para la operación de la Junta 


Administradora del FJPPJ (Director Ejecutivo, Auditor Interno y Responsable de Función de 


Cumplimiento). 


b) Que mediante oficio N°. 265-2020 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora del 


FJPPJ se refiere a un plan de acción, con el cual se espera brindar cumplimiento a lo solicitado 


por la SUPEN con fecha 15 de octubre de 2020. 


c) Que por medio del oficio N°. SP-626-2020, la SUPEN avala el plazo indicado en el plan de 


acción referido y prorroga su atención hasta el 15 de octubre del 2020. 


d) Que una vez efectuada la contratación de la firma PwC, dicha empresa procede a determinar 
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plazos necesarios para el desarrollo de sus tareas, conforme a su experiencia y conocimiento 


especializado en la materia. 


 


Al respecto, es necesario recalcar lo indicado en los incisos 5), 6) y 7) del primer apartado de 


este oficio, dado que resulta ineludible esperar al pronunciamiento de la Procuraduría General 


de la República sobre la consulta efectuada, así mismo conforme a la contratación 


especializada de consultoría con la empresa PricewaterhouseCoopers (PwC), para el 


desarrollo de sus actividades la misma considera un cronograma específico de trabajo 


conforme al siguiente detalle: 
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Petitoria: 


Dado lo anterior y acorde a los plazos definidos para el adecuado desarrollo de esta actividad, se 


solicita efectuar una prórroga para la atención de este requerimiento, en concordancia con el plan de 


acción presentado, para ello se estima que este requerimiento podrá ser atendido a cabalidad para el 


mes de marzo 2021, realizando entregables graduales hasta esa fecha. 


 


III. Situación Específica de Atención a Oficio SP-489-2020 (Gobierno de T.I.): 


 


A. Que mediante oficio N°. SP-489-2020 del 24 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones 


se refiere en términos generales a los requerimientos establecidos en el Reglamento General 


de Gestión de la Tecnología de Información, solicitando la atención de los siguientes 


elementos: 


 


1. Definir el marco de gestión de TI, conforme establece el artículo 8 del Reglamento 


General de Gestión de la Tecnología de Información. 


2. Remitir el estudio técnico que justifique razonadamente aquellos procesos del marco 


de gestión de TI, que se consideren que aplican para el modelo de negocio del Fondo. 


3. Adjuntar el acta del Órgano de Dirección, en donde conste la aprobación del Marco 


de Gestión de Tecnologías de Información. 


4. Elaborar el plan de trabajo para la implementación de los procesos relacionados con 


el marco de gestión de TI, teniendo presente el periodo de gradualidad que se indica 


en la “Disposición transitoria única” del citado reglamento. 


5. Considerar lo indicado en el SP-A-189-2017, donde se establece que el fondo debe 


remitir anualmente el Perfil Tecnológico, en los primeros 10 días hábiles del mes de 


agosto. 


6. Elaborar un plan de trabajo para la implementación de los procesos relacionados con 


el marco de gestión de TI, considerando que en la “Disposición transitoria única” 


del citado Reglamento, se establece un periodo de gradualidad. 


7. En línea con las sanas prácticas, se sugiere que el acuerdo de nivel de servicio suscrito 


entre el Fondo y el Poder Judicial esté basado en directrices contenidas en el marco 


de referencia ITIL. 


 


B. Que en materia de tecnologías de la información al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, hasta la conformación de la Junta Administradora del FJPPJ, se le aplicaba lo 


establecido en el documento N-2-2007-CO-DFOE denominado "Normas técnicas para la 


gestión y el control de las Tecnologías de Información” emitido por la Contraloría General 


de la República y en general las sanas prácticas en materia tecnológica, mismas que son 


auditadas anualmente. 


 


C. Que la normativa establecida por el CONASSIF mediante el “Reglamento General de 


Gestión de la Tecnología de Información”, no son homologables a las indicadas en la norma 
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técnica señalada en el inciso anterior. 


 


D. Que la Dirección de Tecnología de la Información del Poder Judicial (DTI), efectúa procesos 


alineados a las mejores prácticas de gobierno de las tecnologías de información, 


particularmente de las definidas en el COBIT 5, no obstante su enfoque procura atención a 


los objetivos institucionales del Poder Judicial y no a los particulares del FJPPJ, que como se 


ha indicado en los incisos anteriores, deben apegarse a otra normativa a partir de la 


promulgación de la Ley N°. 9544. 


 


E. Que para el desarrollo y atención de los elementos enumerados por la SUPEN en su oficio, 


la DTI del Poder Judicial emite el oficio N°.  1369-DTIC-2020, mediante el cual se coloca a 


disposición de la Junta Administradora del FJPPJ en amparo al convenio establecido y con el 


fin de brindar apoyo técnico especializado, señalando entre otros factores: 


 


a. La necesidad de definir una estructura organizativa y planeamiento estratégico sobre 


el cual aplicar el marco de gestión de T.I.  


b. Aclarar ante la SUPEN, el plazo a partir del cual se aplicaría el periodo de 


gradualidad establecido en la norma (5 años) pero que, dado que la conformación de 


la Junta Administradora del FJPPJ (la cual ocurre hasta enero 2020), considera 


prudente sea a partir de esta fecha desde la cual se debería empezar a contar el periodo 


transitorio de alineamiento, a diferencia del resto de regulados. 


c. La importancia del desarrollo de actividades de consolidación y conformación del 


aparato administrativo necesario para la atención de los requerimientos del FJPPJ en 


el corto y largo plazo. 


d. Definir la ruta de traslado de procesos mantenidos por el Poder Judicial, hacia la 


estructura que finalmente se defina. 


 


F. Que conforme a los incisos 6) y 7) del primer apartado de este oficio, se considera necesario 


antes de proceder con la atención de lo requerido por la SUPEN, contar con la respuesta del 


Procuraduría General de la República (PGR), así como la definición de la estructura básica a 


establecer conforme a la contratación de la firma PwC, esto con el fin de definir de mejor 


forma, la ruta de desarrollo tecnológico a adoptar (interno con recursos del Poder Judicial, 


personal propio de la Junta Administradora, servicios profesionales o modalidad outsourcing) 


y que esta sea la que mejor se adapte a las posibilidades legales y presupuestarias que sean 


definidas por la PGR.  


 


G.  Que dada la importancia relativa de lo solicitado en el oficio SP-489-2020, la imposibilidad 


material de atención inmediata de lo requerido y con el fin de brindar una mejor explicación 


al momento histórico por el cual atraviesa la Junta Administradora, se organiza una reunión 


con fecha 05 de agosto del 2020, en la cual se expone ante funcionarios de la 


Superintendencia de Pensiones los elementos abordados en este oficio, para su estimable 


consideración.  
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Petitoria: 


Debido al desarrollo de las actividades señaladas en los incisos 6) y 7) del primer apartado 


de este oficio, se requiere de un mayor espacio para el cumplimiento de lo solicitado por la 


SUPEN, estimando que podrá brindarse una atención gradual a sus requerimientos emitidos 


en el SP-489-2020 en un plazo de seis meses a partir de la comunicación de este oficio. 


 


Se agradece tomar nota de lo expuesto, así mismo se solicita considerar esta situación a la 


hora de definir periodos de gradualidad, para la oportuna atención y alineamiento de la 


totalidad de la normativa y procesos requeridos por la Superintendencia de Pensiones, 


mismos que sean contados a partir de la conformación efectiva de la Junta Administradora 


del FJPP, Órgano al cual represento. 


  


Atentamente,  


 


 


 


MSc. Carlos Montero Zuñiga  


Presidente 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial 
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